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Abstract 
La especial configuración del tipo penal de estafa procesal no puede comprenderse sin un análisis 
pormenorizado de su evolución histórico-dogmática. Ello permite comprobar, por ejemplo, que la tipicidad de 
esta figura está íntimamente relacionada con la concepción que se tenga del proceso jurisdiccional y, sobre 
todo, de los principios que lo gobiernan. Asimismo, la revisión histórica permite en parte comprender las 
razones que han llevado a la doctrina y jurisprudencia española y alemana a subsumir estas conductas en el 
delito de estafa. 
Die besondere Struktur der Straftat des Prozessbetrugs lässt sich nicht ohne eine detaillierte Analyse ihrer 
historisch-dogmatischen Entwicklung verstehen. Diese Analyse zeigt zum Beispiel, dass die Strafbarkeit des 
Prozessbetruges mit dem vorherrschenden prozessrechtlichen Verständnis und vor allem mit den 
anwendbaren verfahrensrechtlichen Grundsätzen eng verbunden ist. Der geschichtliche Überblick trägt auch 
zum Verständnis der Gründe bei, weshalb die spanische sowie die deutsche Strafrechtsdogmatik und 
Rechtsprechung ein solches Verhalten unter der Tatbestand des Betruges subsumieren. 
The special configuration of the criminal offence of procedural fraud cannot be understood without a thorough 
analysis of its historical development. For instance, this analysis allows us to verify that the criminal nature 
of the procedural fraud is closely related to the legal procedural system where this kind of forbidden conduct 
takes place, and, above all, it has to do with the predominant procedural understanding. Furthermore, this 
historical review serves to indicate the reasoning of Spanish and German doctrine and jurisprudence behind 
the choice of incrimination of these conducts under the criminal offence of fraud. 
 
Titel: Die historische-dogmatische Entwicklung des Prozeßbetrugs in Spanien und Deutschland. 
Title: The Historical and Dogmatic Evolution of the Procedural Fraud as Criminal Offence in Spain and Germany. 
 
Palabras clave: falsum, estafa procesal, tipo básico de estafa, tipo autónomo, cualificación típica, proceso 
jurisdiccional, principio dispositivo. 
Stichworte: Falsum, Prozeßbetrug, Betrug, Tatbestand des Betrugs, selbständiger Tatbestand, 
Qualifikationstatbestand, gerichtliches Verfahren, Dispositionsgrundsatz. 
Keywords: falsum, procedural fraud, fraud, autonomous criminal offence, aggravated form (of the criminal offence 
of fraud), legal procedure, Dispositive Principle.  
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1. Introducción 
El texto que sigue corresponde fundamentalmente con la introducción a los postulados que expuse 
en mi tesis doctoral. En ella realicé un ejercicio de lo que SILVA SÁNCHEZ denomina dogmática 
aplicada1: el análisis de la estructura del delito de estafa procesal a través del prisma de la dogmática 
jurídico-penal. 
A este respecto, la estafa procesal puede definirse como la conducta engañosa de una o de ambas 
partes en el seno de un proceso jurisdiccional que procura la obtención de una resolución judicial 
                                                        
1 Así, por ejemplo, al inicio del prólogo a la obra de PASTOR MUÑOZ, La determinación del engaño típico en el delito de 
estafa, 2004, p. 11.   
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errónea que comporte un perjuicio para el patrimonio de una de las partes procesales o de un 
tercero ajeno al procedimiento.2 Responde a una estructura triangular y por lo tanto pertenece al 
género de las denominadas estafas en triángulo de pretensiones o derechos: la posibilidad 
expresamente prevista en el tipo básico de la estafa (art. 248.1 CP) permite que el juez —en ejercicio 
de funciones constitucionalmente atribuidas— ante el incumplimiento voluntario de la parte 
vencida en el litigio, pueda intervenir y disponer de sus derechos patrimoniales con el objeto de 
satisfacer la pretensión del vencedor.3 
La aproximación a la problemática en torno a la estafa procesal (y, a mi juicio, cualquier análisis de 
dogmática aplicada), exige como marco teórico un análisis de su evolución histórico-dogmática 
previo a otros elementos a considerar. En las líneas que siguen me ocuparé de hacer una breve 
exposición al respecto, fundamentalmente en lo que concierne al caso alemán —referente 
ineludible por razones conocidas— y, concretamente, al Derecho penal español. 
                                                        
2 Esta definición intenta abarcar el caso que más ha ocupado a los juzgados y tribunales españoles y que he definido 
en mi trabajo como estafa procesal clásica: el engaño directo de una de las partes (demandante o demandado) al juez 
con el único fin de provocar una resolución judicial que comporte un lucro indebido para el autor del hecho y un 
perjuicio patrimonial para la contraparte o un tercero y, asimismo, la denominada colusión de partes: el acuerdo entre 
el demandante y el demandado para urdir un proceso por medio del cual se procura la estimación por parte del 
juez de una pretensión falsa a través de una resolución judicial errónea que produce a su vez perjuicio en el 
patrimonio de otro u otros co-demandados en el proceso (en el caso de que exista un litisconsorcio pasivo necesario) 
o de terceros ajenos al mismo. Así pues, la conducta típica en la colusión de partes implica entonces un plus respecto 
de la pretensión fraudulenta de la estafa procesal clásica: aquí el engaño versa, además, sobre la existencia de un 
litigio. En consecuencia, el juez asume de forma errónea que existe un conflicto intersubjetivo cuando, por el 
contrario, se trata de un proceso aparente y, como tal, implica un engaño respecto de la necesidad de tutela 
jurisdiccional (Rechtsschutzbedürfnis). Huelga además decir que esta definición atiende fundamentalmente a la 
dinámica del proceso civil, que es donde la estafa procesal encuentra su ámbito de despliegue por antonomasia. 
Sobre el particular, entre muchos otros, CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, p. 267; MAGALDI 
PATERNOSTRO, «Capítulo VI. De las defraudaciones. Sección 1.ª. De las Estafas», en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN 
(dirs.), Comentarios al Código penal. Parte especial, t. I, 2004, p. 779. En la doctrina alemana, MICHEL, Der strafbare Betrug 
im Civilprozess, 1898, p. 23; KOFFKA, «Der Prozeßbetrug unter Berücksichtigung der neuen Zivilprozeßordnung», 
ZStW,(54), 1935, p. 46; JÄNICKE, Gerichtliche Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des Betrugstatbestandes, 
2001, pp. 140 ss.  
3 Los análisis sobre la estafa en triángulo suelen distinguir entre la estafa de cosas (Sachbetrug) y la estafa de 
pretensiones o derechos (Forderungsbetrug). En los primeros supuestos, el acto de disposición patrimonial consiste 
en la entrega por el tercero disponente de una cosa mueble. En los segundos se agrupan el resto de conductas típicas 
(por ejemplo, los casos de estafa procesal). La doctrina penal ha ahondado en el análisis de la estafa en triángulo de 
cosas con mayor intensidad que respecto de la estafa en triángulo de pretensiones o derechos. Ello se debe a que en 
el primer grupo de casos existe un importante problema de delimitación respecto del delito de hurto en autoría 
mediata. Por su parte, en el segundo compendio de casos esta problemática es prácticamente inexistente: la cuestión 
aquí fundamental es hacer referencia a un concepto de acto de disposición patrimonial amplio (mucho más amplio 
que en la estafa de cosas) que permita abarcar conductas más allá del clásico “acto de entrega de la cosa mueble 
por parte de la víctima”. Es necesario en estos casos (y sobre ello existe amplio consenso) sostener que la “pérdida 
de un derecho de crédito” o “la emisión de una resolución judicial” constituyen también actos de disposición 
patrimonial típicos (Cfr., por todos, KINDHÄUSER, «§ 263», NK-StGB, 4ª ed., 2013, n.m. 195 ss. [197]). Existen muy 
pocos trabajos en castellano que hagan alusión a esta problemática. Así, por ejemplo, HERNÁNDEZ BASUALTO, «La 
estafa triangular en el Derecho penal chileno, en especial la estafa procesal», RDCh,(23), 2010, pp. 201 ss. En 
Alemania la monografía de referencia está constituida por la obra de OFFERMANN-BURCKART, Vermögensverfügungen 
Dritter im Betrugstatbestand, 1994, pp. 27 ss., 175 ss.  
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2. El caso alemán 
Conforme a un planteamiento esencialmente liberal del proceso civil, la conducta fraudulenta de 
las partes procesales debe tener consecuencias penales únicamente si se ajusta al modelo 
organizativo previsto en el tipo penal de la estafa (art. 248.1 CP español, § 263 StGB). Es decir, si el 
fraude procesal de una o de ambas partes trasciende el ámbito de lo permitido en el particular 
contexto dialéctico del proceso jurisdiccional y ex ante puede producir un riesgo de perjuicio para 
el patrimonio de la contraparte o el de un tercero ajeno al procedimiento.4 En el Derecho penal 
alemán esta subsunción es producto de una evolución doctrinal, legal y jurisprudencial 
prácticamente ininterrumpida.  
Al respecto cabe decir que la punición del fraude procesal a través del tipo de la estafa en ese país 
es anterior a su existencia como estado unificado. Así pues, una cuestión esencial para la existencia 
de la estafa procesal —la posibilidad de la estafa en triángulo— es prácticamente aceptada por la 
doctrina penal e incorporada en la legislación desde finales del s. XVIII. Por ejemplo, el Allgemeines 
Landrecht de los estados prusianos (1794) preveía un delito de falsum (para muchos, antecedente 
directo de la estafa) que no limitaba la posibilidad de que engañado y perjudicado fueran personas 
distintas (§ 1256.II.20º). El mismo cuerpo normativo contenía, también, supuestos expresos de 
falsum en triángulo (por ejemplo, el § 740.I.11º, tipificaba la venta del deudor pignorante de la cosa 
en prenda sin hacer saber al comprador de la existencia de la garantía sobre el objeto de la venta). 
Por otra parte, ya en los estertores de la edad moderna —previo a que la estafa surgiese como tipo 
penal autónomo— el fraude procesal estaba positivizado como un supuesto de falsum. Por ejemplo, 
la legislación de algunos estados integrantes (Reichsstände) del Sacro Imperio Romano Germánico 
lo contemplaba expresamente: así, el Codex Iuris Bavarici Criminalis (1751), establecía (1ª parte, 9º 
Capítulo, § 2): “Die Verfälschung, zu Latein Falsum, wodurch die Wahrheit der Sach theils mit Worten, 
theils mit Wercken und Schriften auf eine gefährlich—und anderen zu Schaden gereichende Art verdrehet 
wird, kan zwar gar unterschiedlicher Weis verübt werden. Am meisten aber pflegen folgende Gattungen 
vorzukommen. Z.E. (...) den Richter durch Unwahrheiten zu ungerechten Urtheil (…) verleitet.” Otro 
importante antecedente de la sanción penal del fraude procesal como delito patrimonial fue el 
                                                        
4 BALDÓ LAVILLA, Estado de necesidad y legítima defensa, 1994, pp. 56 ss.; SILVA SÁNCHEZ, «Las inveracidades de los 
particulares ante el Derecho penal», en SALVADOR CODERCH/EL MISMO, Simulación y deberes de veracidad. Derecho civil 
y Derecho penal: dos estudios de dogmática jurídica, 1999, pp. 105 ss. En la doctrina alemana, LENCKNER, Der 
Prozessbetrug, 1957, pp. 32 s., sostiene por ejemplo: “Zwar mag sich für eine äußerliche Betrachtung zunächst die 
hervorstechende und daher leicht überschätzte Täuschungshandlung in der Vordergrund drängen, da die ganze 
Weiterentwicklung auf ihr aufbaut. Dogmatisch ist sie aber lediglich das Mittel, das zu Erreichung der tatbestandlich zentralen 
und beherrschenden Vermögensschadigung eingesetz wird. Eine weitere Richtung strafrechtlichen Schutzes sollte aber damit 
nicht hervorgehoben werden, wie sowohl die Fassung als auch die Geschichte des Betrugs beweisen.“ Por su parte, la 
jurisprudencia española, en una máxima que ha sido reproducida en infinidad de decisiones afirma que: “…si la 
conducta estuviera encajada dentro de los delitos contra la Administración de Justicia y además se considerase 
como un delito de falsedad, no existirían problemas de consumación, ya que la acción quedaría perfeccionada por 
la puesta en marcha del procedimiento o la presentación del documento falso en juicio, tanto si la pretensión era la 
de iniciar el procedimiento, como cuando éste ya se está tramitando. Pero al ser considerado como un delito 
patrimonial, la consumación hay que derivarla hacia el resultado.” (Cfr., STS 14 febrero de 2005 [ponente Sánchez 
Melgar] [FJ 5º], reproducida recientemente en STS 24 abril 2014 [ponente Berdugo Gómez de la Torre] [FJ 5º]) (el 
subrayado es mío). 
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Proyecto Kleinschrod (1802), que en su § 1175 establecía un subtipo agravado si la declaración 
jurada falsa de una de las partes producía un perjuicio patrimonial en la contraparte.5 
Estos antecedentes fueron fundamentales para que, posteriormente, a partir del momento en que 
la estafa derivó del falsum en un delito patrimonial autónomo, previsto por vez primera en el § 241 
del Código penal prusiano, pudieran hallarse sentencias del Tribunal Supremo del Reino de Prusia 
(Preußisches Obertribunal) (y, posteriormente, del Tribunal Imperial alemán) que condenan por este 
delito casos que en sus fundamentos fácticos se distinguen muy poco de los que hoy en día enjuicia 
la jurisprudencia alemana (y española) como constitutivos de estafa procesal.6 
Así, por ejemplo, este tribunal apreció la tipicidad del acuerdo de ambas partes para urdir un 
proceso (colusión de partes) y perjudicar a un tercero: en pleno proceso de divorcio y con el objeto 
de perjudicar patrimonialmente a su cónyuge, A libra dos cambiales a favor de su amigo B por un 
pasivo equivalente a la totalidad de su patrimonio. Una vez vencidos los títulos, B demanda a A. 
Posteriormente, A se allana a la pretensión B, se produce la condena de A y se declara el embargo 
de la totalidad de sus bienes.7 En otro caso particularmente interesante, una vez celebrado un 
acuerdo transaccional mediante el que se ha comprometido a entregar al demandante una cantidad 
determinada de dinero, el deudor A hace entrega de una letra de cambio a la que coloca una fecha 
muy anterior al acuerdo transaccional y al crédito debido. El poseedor de la letra la endosa a la 
cónyuge del deudor A y ésta, apoyándose en el título, demanda en representación de su marido al 
acreedor B (víctima) la nulidad de la transacción judicial con el alegato de que la misma tiene por 
objeto un crédito de fecha anterior que ya ha sido pagado.8 
Posteriormente, una vez conformado el imperio alemán (1871), su máximo órgano jurisdiccional, 
el Tribunal Imperial, continuó con esta tendencia hasta bien entrados los años treinta del s. XX.9 
Así, por ejemplo, el Reichsgericht apreció estafa en la conducta de dos sujetos (A y B) que ceden un 
crédito falso a un tercero (C) con el propósito de que éste lo reclame judicialmente. C (que 
desconoce la falsedad del crédito) demanda al supuesto deudor (D) y solicita a su vez que se 
decrete una medida cautelar en contra de sus bienes aportando una carta falsa que A y B le han 
                                                        
5 Al respecto, ESCHER, Die Lehre von dem strafbaren Betruge und von der Fälschung nach Römischen, Englischen und 
Französischen Rechte und den neueren deutschen Gesetzgebungen, 1840, pp. 206 ss.; TEMME, Die Lehre von strafbaren 
Betruge, 1841, pp. 89 ss.; GRÜNHUT, «Der strafrechtliche Schutz loyaler Prozessführung»,SchweizZStr, (51), 1937, pp. 
47 ss.; LENCKNER, Der Prozessbetrug, 1957, p. 33; NAUCKE, Zur Lehre vom strafbaren Betrug, 1964, pp. 47 ss.; JÄNICKE, 
Gerichtliche Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des Betrugstatbestandes, 2001, pp. 100 ss. 
6 Por todos, JÄNICKE, Gerichtliche Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des Betrugstatbestandes, 2001, pp. 
104 ss. 
7 PrObTrib, GA, (9), 1861, pp. 710, 711. Dice, por ejemplo (710): „…es ist hier festgestellt, daß das ganze Prozeß und 
Exekutionsverfahren von dem Imploranten in der gewinnsuchtiger Absicht veranstaltet worden ist, um das Vermögen einer 
dritten Person zu beschädigen. Daß eine solche Handlungsweise von dem bloßen Vorbringen einer unrichtigen Thatsache im 
Lauf eines Prozesses oder der Einklagung einer nicht bestehenden Forderung, der Gegenpartei gegenüber, wesentlich abweicht, 
fällt in die Augen, und unterliegt es auch seinem rechtlichen Bedenken, daß eine derartige Prozedur, wie festgestellt, an sich 
geeignet ist, die Beschädigung des Vermögens eines Anderen zu bewirken.“ 
8 PrObTrib, GA, (8), 1860, pp. 283-285. 
9 Por todos, JÄNICKE, Gerichtliche Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des Betrugstatbestandes, 2001, pp. 
121 ss. 
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entregado. En la carta se señala que D está vendiendo sus bienes para irse del país y sustraerse del 
pago de la deuda. El juzgado decretó una medida cautelar en contra de los bienes de D.10 
El análisis de estas resoluciones judiciales pone en evidencia el germen de un aspecto importante 
de la problemática en torno a la determinación del engaño típico en la estafa procesal: la relevancia 
de la conducta de la víctima en la determinación del injusto (autorresponsabilidad de la víctima) 
que, aplicada al tema que nos ocupa, se traduce en determinar bajo qué supuestos el juez puede 
considerarse suficientemente instrumentalizado por el autor del fraude procesal como para 
atribuir a ésta el resultado dañoso.11 Así pues, tanto el Tribunal Supremo del Reino de Prusia como 
el Tribunal Imperial alemán afirmaron, por ejemplo, que la causalidad del engaño en la producción 
del perjuicio patrimonial está directamente relacionada con la aportación de las pruebas que 
necesariamente deben sustentar el alegato falso so pena de que el resultado dañoso no sea generado 
por el fraude procesal sino por la contrariedad a deber del juez.12 
Asimismo, estos órganos jurisdiccionales hicieron también un primigenio acercamiento a otro 
importante problema: la determinación del error típico en el contexto de procesos especiales en los 
que no hay participación del demandado previa a la promulgación del acto judicial de disposición 
patrimonial (por ejemplo, el caso de la obtención de un requerimiento de pago mediante el aporte 
de un título ejecutivo falso en un proceso monitorio —Mahnverfahren—, regulado en los §§ 688 ss. 
ZPO). En muchos de estos casos se sostenía la atipicidad de la conducta fraudulenta debido a que 
se consideraba que la convicción del juez no constituía la causa del acto de disposición y 
consecuente perjuicio patrimonial. Simplemente, según esta opinión, en virtud de determinadas 
circunstancias, un precepto legal dispone que la solicitud del demandante es incontrastable y exige 
al juez decidir con base en lo sostenido y aportado por éste.13 
Durante las postrimerías de las normas procesales (de los reinos y estados alemanes y, por lo tanto, 
previas a la unificación alemana) y a lo largo de los primeros años de vigencia de la RCPO (a partir 
del 1 de octubre de 1879) —base de la actual ZPO— no se presentaron mayores discusiones 
doctrinales respecto al tema que nos ocupa. Este silencio de la doctrina penal se explica por la 
concepción absolutamente liberal o garantista del proceso que predominaba en la doctrina procesal 
                                                        
10 RGSt 2, 91, 92. 
11 SILVA SÁNCHEZ, «La consideración del comportamiento de la víctima en la teoría jurídica del delito. Observaciones 
doctrinales y jurisprudenciales sobre la “víctimo-dogmática”», Cuadernos de Derecho Judicial, (La Victimología), 1993, 
pp. 18 ss., 25 ss., 37 ss., CANCIO MELIÁ, Conducta de la víctima e imputación objetiva en Derecho penal. Estudio sobre los 
ámbitos de responsabilidad de víctima y autor en actividades arriesgadas, 2ª ed., 2001, pp. 261 ss., 283 ss.; PASTOR MUÑOZ, 
La determinación del engaño típico en el delito de estafa, 2004, pp. 123ss. 
12 Así, por ejemplo, PrObTrib, GA, (3), 1855, pp. 605 ss.; RGSt 1, 227 ss.; RGSt 50, 95 ss., entre otras.  
13 Así, entre otras, RGSt 42, 410 s., que enjuiciaba la obtención de un requerimiento de pago mediante la aportación 
al proceso monitorio de una letra de cambio falsa. Dice por ejemplo (411): „Nach § 699 ZPO bedarf es zum Erlaß des 
Vollstreckungsbefehls ebenfalls nur eines einseitigen Gesuchs des Gläubigers. Die Rechtslage ist jedoch hier insofern etwas 
anders, als das Gericht den Zahlungsbefehl erst nach Ablauf der darin bestimmten Frist (...) und sofern nicht Widerspruch 
erhoben ist, für vollstreckbar erklären darf (...). Das Gericht hat deshalb u.a. zu prüfen, ob und wann der Zahlungsbefehl 
zugestellt wurde, und es ist denkbar, daß hierbei Täuschungen des Gläubigers wirksam werden (...). Aber diese Behauptung 
steht mit dem Erlaß des Vollstreckungsbefehls nicht in ursachlichem Zusammenhange.“ Cfr. por todos, JÄNICKE, Gerichtliche 
Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des Betrugstatbestandes, 2001, pp. 138 ss. 
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e inspiraba la RCPO 1877.14 En este sentido, la autonomía de las partes era prácticamente ilimitada: 
los litigantes eran los dueños absolutos del pleito y desde su esfera de responsabilidad individual 
debatían en igualdad de condiciones. Las facultades del juez para intervenir en el proceso en aras 
de reducir la desigualdad material entre las partes o con el propósito de procurar la eficiencia del 
proceso (para evitar dilaciones indebidas, por ejemplo) eran muy reducidas (por no decir 
inexistentes) en concordancia con el conocido axioma “laissez faire”.15 El proceso civil se concebía 
como un “estado de lucha”(Kampfsituation), una confrontación en la que las conductas engañosas 
formaban parte de la estrategia procesal.16 Únicamente cuando la conducta engañosa afectaba a 
una importante conquista del liberalismo, esto es, la garantía de protección de la propiedad 
individual, se producía la sanción penal a través del tipo de estafa (§ 263 RStGB). 
No obstante, a partir del período iniciado en 1893 y hasta la reforma procesal de 1933 se inició en 
la doctrina procesal alemana una revisión de los postulados liberales que fundaban la RCPO 1877. 
Esto generó una interesante discusión respecto de la forma en que el Derecho penal debía 
aproximarse al fraude procesal.17 
El origen de las críticas al sistema procesal imperante se encontraba en la propuesta del procesalista 
austríaco Franz KLEIN, principal impulsor de la Ordenanza Procesal civil austríaca (öZPO) de 1895 
(hoy todavía vigente) y uno de los primeros autores en defender la denominada socialización del 
proceso civil.18 Según KLEIN, el excesivo protagonismo de la voluntad de las partes desnaturalizaba 
                                                        
14 Al igual que otras normas procesales europeas, la RCPO tiene un importante basamento en el Código de 
procedimiento civil francés de 1806 (cfr., por todos,UNGER, Adolf Wach (1843-1926) und das liberale Zivilprozeßrecht, 
2005, pp. 155 ss.), que era considerado un fiel reflejo del pensamiento y de la sociedad liberal propia del s. XIX. Al 
respecto, MOREL, Traité élémentaire de procédure civile. Organisation judiciare, compétence, procédure, 2.ª ed., 1949, núm. 
425, pp. 344 ss., dice por ejemplo (p. 344): “Le juge n’a, en général, qu’un rôle passif jusqu’au jour où il rend son jugement. 
D’une part, la marche de la procédure est abandonnée aux parties, ou plus exactement à leurs avoués, á leurs avocats ou á leurs 
représentants” (el subrayado es mío). En este sentido, la opinión a este respecto de juristas del mundo anglosajón 
proporciona una perspectiva interesante. Así, por ejemplo, JOLOWICZ,Cambridge LJ, (67-3), 2008, pp. 508 ss. (513 ss.), 
dice, por ejemplo (p. 513): “…French civil procedure as set out in the code of 1806 was not ‘inquisitorial’. True, it was not 
‘adversary’ in the full common law sense, but it was ‘accusatory’. There was and is no episode of trial comparable to that of the 
common law, but it was for the parties to control the procedure, and it was for the parties to put their allegations, their proofs 
and their arguments before the court. The role of the court was passive and was no more than to decide between the rival cases 
of the parties. Throughout the 19th Century and the first half of the 20th, control of the proceedings was (…), ‘abandoned to the 
parties’.”. 
15 Así, por ejemplo, los alegatos de las partes y las pruebas podían aportarse al procedimiento en cualquier estado 
de la causa, sin restricciones, incluso hasta poco antes del cierre de la fase de juicio (oral). Tampoco había límites al 
denominado impulso procesal de las partes y esto les permitía dominar el proceso de principio a fin en cuanto a la 
determinación de citaciones, aplazamientos, notificaciones, etc. Al respecto, entre otros, WELZEL, Die 
Wahrheitspflicht im Zivilprozeß, 1935, pp. 6 ss; SPRUNG, «Die Ausgangspositionen österreichischer 
Zivilprozessualistik und ihr Einfluß auf das deutsche Recht», ZZP, (92), 1979, p. 6; OLZEN, «Die Wahrheitspflicht 
der Parteien im Zivilprozeß», ZZP, (98), 1985, pp. 413 ss. y EISENBERG, «Wahrheitspflicht und Prozeßbetrug», FS-
Salger, 1995, pp. 15 ss. 
16 WELZEL, Die Wahrheitspflicht im Zivilprozeß, 1935, pp. 6 ss.; BERNHARDT, «Wahrheitspflicht und Geständnis  im 
Zivilprozeß», JZ, (8), 1963, pp. 246 s.;HEß, Wahrheits- und Aufklärungspflicht im Zivil- und Arbeitsgerichtsprozeß, 2006, 
pp. 4 ss. 
17 Por todos, JÄNICKE, Gerichtliche Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des Betrugstatbestandes, 2001, pp. 
168 ss. 
18 La propuesta de este autor, basada principalmente en la obra de su maestro Anton Mengerrespecto de la función 
social de la ciencia del derechopuede encontrarse en KLEIN, Pro Futuro. Betrachtungen über Probleme der Civilprozeßreform 
in Oesterreich, 1891, passim.Al respecto, SPRUNG, ZZP, (92), 1979, pp. 10 ss., 14 ss.; RECHBERGER, «Die Ideen Franz 
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el fin último del proceso civil.19 Así, este autor entendía que en el despliegue de la actividad 
jurisdiccional existe un deber estatal de procura del bienestar de los ciudadanos que se traduce en 
la obtención rápida de una sentencia que sea la expresión lo más correcta posible del Derecho 
material y que ponga fin al conflicto entre las partes.20 Con este propósito, abogaba por una 
limitación de la autonomía de la voluntad de las partes y por el reforzamiento de las facultades de 
intervención (formales y materiales) del juez en el proceso.21 Asimismo, estaba a favor de la 
introducción de patrones éticos de conducta en el proceso a través de la positivización de deberes 
inter partes.22 
Dicho modelo —plasmado en la öZPO 1895— generó reacciones inmediatas en la doctrina procesal 
alemana.23 Así, un importante sector doctrinal se mostró abiertamente en contra de esta 
propuesta.24 No obstante, el criterio fue imponiéndose paulatinamente por medio de una serie de 
reformas como la introducción del denominado deber de esclarecimiento judicial (richterliche 
Aufklärungspflicht) del § 139 ZPO, que establece la obligación del juez de aclarar cuestiones fácticas 
y jurídicas de la litis mediante el interrogatorio de las partes y el ejercicio de amplias facultades ex 
officio25 y el deber de veracidad (Wahrheitspflicht) y de integridad o completud 
                                                        
Kleins und ihre Bedeutung fur die Entwicklung des Zivilprozessrechts in Europa»,RitsLR, (25), 2008, pp. 102 ss.; 
PRÜTTING, «Einleitung», Wieczorek/Schütze-ZPO, 4.ª ed., 2015, n.m. 3 ss. entre otros.  
19 En KLEIN, Pro Futuro. Betrachtungen über Probleme der Civilprozeßreform in Oesterreich, 1891, pp. 10 ss., dice por 
ejemplo (p. 13): „...ist die Herrschaft [der Parteien] über den Proceßinhalt mit anderen Worten die Befugniß, den Richter zu 
einem irrigen oder doch nur relativ richtigen, beziehungsweise ungenauen Urtheil zu leiten und zu verhalten.“ 
20 KLEIN, Pro Futuro. Betrachtungen über Probleme der Civilprozeßreform in Oesterreich, 1891, pp. 36 ss.; UNGER, Adolf 
Wach (1843-1926) und das liberale Zivilprozeßrecht, 2005, pp. 269 ss.; RECHBERGER, RitsLR, (25), 2008, pp. 102 ss. 
21 Dice por ejemplo SPRUNG,ZZP, (92), 1979, pp. 14 s.: „Von den modernen Prozeßordnungen hatte der österreichische 
Prozeß als erster mit der Durchführung der Erkenntnis ernst gemacht, dass der Prozess eine soziale Massenercheinung sei 
und als Wohlfahrtseinrichtung gestaltet werden müsse. Die Prozeßreform Franz Kleins machte den Zivilprozeß zu einem 
behördlichen Verfahren nach öffentlichem Recht zur Verrichtung einer dem Richter als Organ der Rechtsgemeinschaft im 
Staate obliegenden Zwecktätigkeit, des Rechtsschutzes; der Zivilprozeß war so tatsächlich zur staatlichen 
Wohlfahrtseinrichtung geworden.“ 
22 Cfr. entre otros, SPRUNG, ZZP, (92), 1979, pp. 10 ss.; RECHBERGER, RitsLR, (25), 2008, pp. 102 ss. 
23 Al respecto, en detalle, SPRUNG, ZZP, (92), 1979, pp. 20 ss.; RECHBERGER, RitsLR, (25), 2008, pp. 104 ss.  
24 Así por ejemplo, WACH, Die Mündlichkeit im oesterreichischen Civilprocess-Entwurf, 1895, p. 16 ss. 
25 Cfr. entre otros, STÜRNER, Die richterliche Aufklärung im Zivilprozeß,1982, pp. 1-15; PRÜTTING, «Einleitung», 
Wieczorek/Schütze-ZPO, 4.ª ed., 2015, n.m. 5. Las facultades contenidas en el § 139 ZPO han sido ampliadas en el 
marco de la reforma del 27 de julio de 2001. El parágrafo en cuestión es denominado expresamente por el nuevo 
texto legal como dirección material del proceso (materielle Prozessleitung) y se introducen especificaciones respecto 
de las consecuencias jurídicas del incumplimiento u obstaculización de las partes a los mandamientos del juez. La 
afectación del contenido de este parágrafo al principio dispositivo o como dice expresamente la doctrina: a la libertad 
de las partes,es una discusión de vieja data en la doctrina procesal alemana (así, por ejemplo, BERNHARDT, «Die 
Aufklärung des Sachsverhalts im Zivilprozess», FS-Rosenberg, 1949, pp. 9 ss.). Al respecto, Cfr. PRÜTTING/DE 
FALCO,«Primera parte. Estudios de proceso civil alemán contemporáneo», en ORTIZ PRADILLO/PÉREZ RAGONE 
(trads.), Código procesal civil alemán, 2006, pp. 67 ss.; STÜRNER, op. cit., pp. 6 ss. La mencionada disposición establece: 
„§ 139 Materielle Prozessleitung: (1) Das Gericht hat das Sach- und Streitverhältnis, soweit erforderlich, mit den Parteien 
nach der tatsächlichen und rechtlichen Seite zu erörtern und Fragen zu stellen. Es hat dahin zu wirken, dass die Parteien sich 
rechtzeitig und vollständig über alle erheblichen Tatsachen erklären, insbesondere ungenügende Angaben zu den geltend 
gemachten Tatsachen ergänzen, die Beweismittel bezeichnen und die sachdienlichen Anträge stellen. (2) Auf einen 
Gesichtspunkt, den eine Partei erkennbar übersehen oder für unerheblich gehalten hat, darf das Gericht, soweit nicht nur eine 
Nebenforderung betroffen ist, seine Entscheidung nur stützen, wenn es darauf hingewiesen und Gelegenheit zur Äußerung 
dazu gegeben hat. Dasselbe gilt für einen Gesichtspunkt, den das Gericht anders beurteilt als beide Parteien. (3) Das Gericht 
hat auf die Bedenken aufmerksam zu machen, die hinsichtlich der von Amts wegen zu berücksichtigenden Punkte bestehen. 
(4) Hinweise nach dieser Vorschrift sind so früh wie möglich zu erteilen und aktenkundig zu machen. Ihre Erteilung kann nur 
durch den Inhalt der Akten bewiesen werden. Gegen den Inhalt der Akten ist nur der Nachweis der Fälschung zulässig. (5) Ist 
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(Vollständigkeitspflicht) de las partes (§ 138 I ZPO) que textualmente obliga a las partes (y a sus 
abogados) a decir la verdad y a aportar toda información que sea relevante para el proceso.26 
Estas reformas legislativas –y lógicamente, la tendencia que las inspiró– generaron una interesante 
discusión en la doctrina penal respecto de la naturaleza de los bienes jurídicos afectados por estas 
conductas.27 Así, un importante sector doctrinal sostenía (y hasta hace poco propuso) que el objeto 
primordial de protección penal debía ser la Administración de Justicia (la protección al patrimonio 
era una consecuencia accesoria) y en este sentido además de mostrarse a favor de la positivización 
de deberes procesales, como el deber de veracidad (§ 138 I ZPO), defendían la promulgación de un 
tipo penal autónomo que sancionase al fraude procesal. En este sentido, la mayoría de autores 
estaba a favor de que el hipotético tipo penal autónomo (de organización o de infracción de deber) 
y la estafa procesal (§ 263 StGB) convivieran y se complementasen con el objeto de evitar en lo 
posible la existencia de lagunas de punibilidad: la atipicidad del fraude procesal en litigios civiles 
con objeto no patrimonial era especialmente criticada.28 
No obstante, en el seno de la misma corriente surgió un grupo minoritario de autores que excluían 
la sanción del fraude procesal a través del delito de estafa con distintos argumentos. Argüían que 
el fraude procesal no reunía todos los elementos típicos previstos en el § 263 StGB. Por ejemplo, 
algunos sostenían que la conducta engañosa en el proceso jurisdiccional era impune. Otros, que 
era materialmente imposible engañar al juez y por lo tanto que pudiera concurrir el error (judicial) 
típico. Asimismo, se aseveraba que ningún acto procesal del juez podía integrar el elemento típico 
“acto de disposición patrimonial”.29 
                                                        
einer Partei eine sofortige Erklärung zu einem gerichtlichen Hinweis nicht möglich, so soll auf ihren Antrag das Gericht eine 
Frist bestimmen, in der sie die Erklärung in einem Schriftsatz nachbringen kann.“     
26 La norma en cuestión, basada en el § 178 öZPO, establece: „Die Parteien haben ihre Erklärungen über tatsächliche 
Umstände vollständig und der Wahrheit gemäß abzugeben.“A este respecto cabe decir que, tradicionalmente, la doctrina 
procesal civil alemana atenúa el contenido de esta norma al sostener que el compromiso de verdad de las partes 
únicamente abarca la denominada verdad subjetiva. En este sentido, no se puede exigir la verdad a las partes 
procesales, sino únicamente la veracidad (Wahrhaftigkeit) de sus afirmaciones. Al respecto, entre otros, OLZEN, ZZP, 
(98), 1985, pp. 413 ss.; ROSENBERG/SCHWAB/GOTTWALD, Zivilprozessrecht, § 65, 17.ª ed., 2010, n.m. 55 ss.; WAGNER, 
«§ 138», MK-ZPO, 3.ª ed., 2008, n.m. 2 ss. 
27 Así, por ejemplo, sostiene DAHM, «28. Betrug», en GÜRTNER(ed.), Das kommende deutsche Strafrecht. Besonderer Teil, 
1936, p. 472: „Vor allem aber bedarf die grundsätzliche Frage der Klärung, ob der ‚Prozeßbetrug‘ wirklich Betrug ist, oder ob 
nicht dieser Gegenstand durch ein Eingreifen des Gesetzgebers aus diesem Bereich des Strafrechts herausgenommen werden 
muß. Wenn jemand einen anderen durch arglistige Täuschung eines Privatmannes schädigt, so ist das etwas ganz anderes, als 
wenn jemand den Richter, das Recht und den Staat als Werkzeug für seine Zwecke mißbraucht.“ 
28 Así, por ejemplo, BINDING, BT, t. I, 2.ª ed., 1902, pp. 350 ss. (n.p. 2); EL MISMO, «Die Wahrheitspflicht im Prozesse», 
DJZ, (3), 1909, pp. 163 ss. Durante el dominio del nacionalsocialismo en Alemania fue la postura sostenida por 
autores (manifiestamente o no) afectos a esta ideología. Es el caso de, por ejemplo, DAHM, en GÜRTNER (ed.), Das 
kommende deutsche Strafrecht. Besonderer Teil, 1936, pp. 471 ss., citado precedentemente, y WOLF, JW, (31), 1938, p. 
1923, entre otros. Posterior a 1945, en parecidos términos, LENCKNER, Der Prozessbetrug, 1957, pp. 37 ss.; WEIMAR, 
«Darf das Gericht unwahre Behauptungen des Klägers bei Saumnis des Beklagten als zugestanden ansehen?», 
MDR, (3), 1963, pp. 189 s. y PIECH, Der Prozeßbetrug im Zivilprozeß, 1998, pp. 213 ss., defienden la promulgación de 
un tipo autónomo. Sobre el particular vid.JÄNICKE, Gerichtliche Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des 
Betrugstatbestandes, 2001, pp. 168 ss. 
29Al respecto, en detalle, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis 
inédita, 2016, pp. 81 ss. 
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Cabe aquí destacar la opinión de GRÜNHUT, quizá el más acérrimo detractor de la estafa procesal 
en Alemania.30 Este autor propugnaba, entre otras cosas, la sanción del abuso del proceso 
jurisdiccional mediante tipos penales distintos a la estafa. Así pues, estaba a favor de la 
promulgación de un delito que sirviese de protección a la convicción judicial respecto del objeto 
de medios de prueba que estaban fuera del ámbito de aplicación de delitos como la falsedad 
documental (§ 267 ss. RStGB31) o el falso testimonio (§ 160 RStGB32) (concebidos para garantizar la 
correcta percepción del juez de fuentes escritas u orales, respectivamente).33 Asimismo, 
propugnaba la sanción específica de las conductas constitutivas de fraude procesal por medio de 
un tipo penal autónomo de lege ferenda con una estructura muy similar al delito de estafa (§ 263 
RStGB).34 
Con todo, la discusión en cuanto a este particular no pasó a mayores: estas propuestas han sido 
mayoritariamente rechazadas. De forma similar al caso español, el criterio doctrinal prácticamente 
unánime parte siempre de la misma premisa, esto es que la estafa procesal es un supuesto del delito 
de estafa y, por lo tanto, es un delito patrimonial35 a pesar de sus particularidades.36  
                                                        
30 El autor sostuvo la inexistencia de la estafa procesal en todos los trabajos en los que hizo alusión al tema. Así, por 
ejemplo, entre otros, GRÜNHUT, «Zur Lehre vom Prozeßbetrug», RhZZP, 1924, (30), pp. 127 ss.; EL MISMO, 
«comentario a RG JW 27 905 núm. 24, de 5 de noviembre de 1926», JW, (13), 1927, pp. 902 s.; EL MISMO, «Der 
Strafrechtliche Schutz wirtschaftlicher Interessen», en SCHREIBER (ed.), Die Reichsgerichtspraxis im deutschen 
Rechsleben. Festgabe der juristischen Fakultäten zum 50jährigen Bestehen des Reichsgerichts (I. Oktober 1929), t. V, 1929, 
pp. 116 ss.; EL MISMO, «comentario a RG JW 31 3557 núm. 21, de 19 de mayo de 1931»,JW, (49-50), 1931, pp. 3357 s.; 
EL MISMO, «comentario a KG JW 32 6678 núm. 33, de 21 de octubre de 1931»JW, 1932, p. 678 y EL MISMO, SchweizZStr, 
(51), 1937, pp. 43-77. Su obra en cuanto a este particular tuvo poca repercusión. Uno de sus seguidores durante los 
años 70 fue HARTMANN, Die Vermögensverfügung bei Personenverschiedenheit des Getäuschten und Geschädigten (263 
StGB), 1972, pp. 60 ss.,que sostenía también la atipicidad de la estafa procesal con base en argumentos similares.  
31 La norma citada establecía: „Wer in rechtswidriger Absicht eine inländische oder ausländische öffentliche Urkunde oder 
eine solche Privaturkunde, welche zum Beweise von Rechten oder Rechtsverhältnissen von Erheblichkeit ist, verfälscht oder 
fälschlich anfertigt und von derselben zum Zwecke einer Täuschung Gebrauch macht, wird wegen Urkundenfälschung mit 
Gefängniß bestraft.“ (...). La regulación actual (§267 StGB) establece: „(1) Wer zur Täuschung im Rechtsverkehr eine 
unechte Urkunde herstellt, eine echte Urkunde verfälscht oder eine unechte oder verfälschte Urkunde gebraucht, wird mit 
Freiheitsstrafe bis zu fünf Jahren oder mit Geldstrafe bestraft.“ (...) Respecto de la evolución de esta norma, vid. FUCHS 
(ed.), StGB. Strafgesetzbuch für das Deutsche Reichvom 15. Mai 1871. Historisch-synoptische Edition. 1871—2012, 13.ª ed., 
2012, pp. 1226 ss. 
32 También esta norma corresponde esencialmente a la regulación actual (§160 StGB) que dispone: „(1) Wer einen 
Anderen zur Ableistung eines falschen Eides verleitet, wird mit Freiheitsstrafe bis zu zwei Jahren oder mit Geldstrafe bestraft, 
und wer einen Anderen zur Ableistung einer falschen Versicherung an Eidesstatt oder einer falschen uneidlichen Aussage 
verleitet, wird mit Freiheitsstrafe bis zu sechs Monaten oder mit Geldstrafe bis zu einhundertachtzig Tagessätzen bestraft.“ 
(...). Sobre la evolución de esta norma, vid. FUCHS (ed.), StGB. Strafgesetzbuch für das Deutsche Reichvom 15. Mai 1871. 
Historisch-synoptische Edition. 1871—2012, 13.ª ed., 2012, pp. 811 ss. 
33 GRÜNHUT, RhZZP, (30), 1924, pp. 151 ss. Incluso en, EL MISMO, SchweizZStR, (51), 1937, pp. 51 ss., dondesostiene 
(p. 52): „Ein Strafrechtsystem, das den gemeinsamen Fälschungstatbestand auflöst, muss neben den mündlichen und 
schriftlichen persönlichen Erklärungen auch die Augenscheinobjekte tatbestandlich erfassen“.  
34 GRÜNHUT, SchweizZStR, (51), 1937, pp. 67 ss.  
35 Cfr. LACKNER, «§ 263»,LK-StGB, 10.ª ed., 1998, n.m. 305; ZACZYK, «Der Versuchsbeginn beim Prozessbetrug», FS-
Krey, 2010, pp. 486 ss. En este sentido, la doctrina alemana sigue la senda iniciada entre otros por PHILIPSBORN, 
«Wahrheitspflicht, Prozeßbetrug und Prozeßschikane», FS-von Liszt, 1911, pp. 205 ss., uno de los distintos autores 
que a comienzos del s. XX mostraban una posición expresamente a favor de la subsunción de la estafa procesal en 
el tipo básico de estafa y, al mismo tiempo, se manifestaban abiertamente en contra de instituir un tipo penal 
específico (que este autor denomina Prozeßschikane).  
36 Es habitual que en manuales y comentarios se haga al menos una mención expresa de la figura y sus 
características. Así, por ejemplo, entre muchos otros, LACKNER, «§ 263», LK-StGB, 10.ª ed., 1998, n.m. 304 ss. o más 
recientemente, KINDHÄUSER, «§ 263», NK-StGB, 4.ª ed., 2013, n.m. 340. 
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3. El caso español 
3.1. La etapa previa a la reforma penal de 1983 
a) Los primeros pasos 
El criterio que en la actualidad prevalece en la legislación penal española que considera a la estafa 
procesal (art. 250.1.7º CP) como una modalidad agravada del tipo básico de estafa (art. 248.1 CP) 
es producto de un conjunto de propuestas doctrinales y reformas legales realizadas a lo largo del 
s. XX. Éstas se apoyan a su vez en un criterio jurisprudencial que ha venido aplicándose con muy 
pocas excepciones desde finales del s. XIX.37 
Así pues, a diferencia del ejemplo alemán que acabo de exponer, en el Derecho penal español nunca 
surgió lo que con propiedad puede denominarse una polémica respecto de la subsunción del 
fraude procesal en el delito de estafa.38 Por el contrario, la inmensa mayoría de autores españoles 
que se dedicaron al tema consideraron que determinados fraudes procesales constituían una 
modalidad del tipo básico de estafa contenido en el art. 248.1 CP39 o, mejor dicho, una de las estafas 
previstas en el art. 529 del hoy derogado CP 1963.40 
                                                        
37 A este respecto, BAJO FERNÁNDEZ, Los delitos de estafa en el Código penal, 2004, p. 109: “La relativamente reciente 
inclusión de la estafa procesal en el Código penal constituye uno de esos ejemplos en que el legislador recoge 
finalmente las posiciones de la doctrina científica y de la jurisprudencia.” En el mismo sentido, BUSTOS RAMÍREZ, 
PE, 2.ª ed., 1991, p. 197 y CONDE-PUMPIDO FERREIRO, Estafas, 2.ª ed., 1997, p. 138. 
38 En palabras de OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, p. 125: “Es un dato importante el poner de relieve 
que España, que es —o ha sido— uno de los principales países importadores de doctrina jurídica, especialmente 
italiana y alemana, no haya recogido el eco de la polémica, que en estos países se sostenía, a propósito de la estafa 
en el proceso.” En contra, SERRANO HOYO, «Algunas consideraciones sobre la estafa procesal», AFD, (14-15), 1996-
97, pp. 191 ss., afirma que la tipificación de la estafa procesal puso fin a una polémica. Por su parte, CONDE-PUMPIDO 
FERREIRO, Estafas, 2.ª ed., 1997, pp. 131 ss., hace también alusión a una polémica sobre la naturaleza del fraude 
procesal. Sin embargo, realmente se está refiriendo a la problemática en el seno del Derecho penal italiano. A este 
respecto, huelga decir que el único autor español que ha sostenido la atipicidad de la estafa procesal es RODRÍGUEZ 
DEVESA/SERRANO GÓMEZ, Derecho penal español. Parte especial, 18.ª ed., 1995, pp. 510 ss. Este autor —a partir de la 4.ª 
ed. de su manual— sostuvo reiteradamente que el juez estaba impedido legalmente de controlar la actividad de las 
partes y, por lo tanto, que el fraude procesal no podía ser constitutivo de estafa. No obstante, en las primeras 
ediciones de esta obra admitió parcialmente la tipicidad de la estafa procesal. Por ejemplo, en RODRÍGUEZ DEVESA, 
Derecho penal español. Parte especial, 2.ª ed., 1966, p. 430, n.p. 23, se mostraba de acuerdo con la tipicidad de la colusión 
de partes.  
39 Así, CEREZO MIR, «La estafa procesal», ADP, (19), 1966, pp. 179 ss. (la versión que citamos a lo largo del trabajo 
corresponde a la más reciente, publicada en Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 254 ss.) y FERRER 
SAMA, «Estafa procesal», ADP,(19), 1966, pp. 5 ss.  
40 El Código penal de 1963 y el texto refundido de 1973, herederos de una tradición iniciada con el Código Penal de 
1848, regulaban la estafa siguiendo un método “enumerativo casuístico” (según la terminología empleada por 
JIMÉNEZ DE ASÚA/ANTÓN ONECA, Derecho penal conforme al Código de 1928. Parte especial, t. II., 1929, p. 322 y VALLE 
MUÑIZ, El delito de estafa. Delimitación jurídico-penal con el fraude civil, 1987, p. 117, entre otros) en el que se 
ejemplificaba con una serie de supuestos que el legislador consideraba como conductas de estafa. La regulación se 
servía además del tipo residual del art. 533, idéntico en ambas leyes, que era del siguiente tenor: “el que defraudare 
o perjudicare a otro usando de cualquier engaño, que no se halle expresado en los artículos anteriores de esta 
sección...”. Al respecto, vid. el acertado resumen que realiza VALLE MUÑIZ,  Op. Cit., pp. 104 ss., acerca de la 
evolución de la legislación penal española en torno al delito de estafa hasta el Código Penal de 1983. 
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Los primeros trabajos que analizan con más detalle la problemática de la estafa procesal fueron 
publicados a mediados de los años sesenta del siglo pasado.41 Anteriormente el tema había sido 
objeto de escasa atención por la doctrina penal española a pesar de que ya en esa época los 
tribunales de este país venían ocupándose de esta problemática.42 
En estas publicaciones puede apreciarse una aproximación muy acertada a las particularidades de 
la estafa procesal. Apoyándose en la doctrina alemana e italiana, proveen de un primigenio marco 
dogmático a esta figura. Para ello delimitan en primer lugar el concepto de estafa procesal y 
posteriormente analizan cada uno de sus elementos típicos.  
Así pues, distinguen, por una parte, entre el fraude procesal como figura genérica —que incluye 
toda manipulación engañosa de las partes destinada a la obtención de una resolución judicial 
errónea— y, por otra parte, la estafa procesal como modalidad específica del fraude procesal, 
motivada por el ánimo de lucro, susceptible de causar perjuicio patrimonial a la contraparte o a un 
tercero y, en consecuencia, incluida en el tipo básico de estafa.43 
Una vez inmersos en el análisis de los fraudes procesales típicos, introducen a su vez la 
diferenciación que hace la doctrina penal alemana entre la estafa procesal en sentido amplio (Betrug 
im Prozess) y la estafa procesal en sentido estricto.44 Según esta distinción, en la estafa procesal en 
sentido amplio el engaño va directamente dirigido a la contraparte en el marco de, por ejemplo, 
una transacción judicial y, por lo tanto, es la misma parte quien realiza el acto de disposición 
patrimonial.45 Asimismo, en la estafa procesal en sentido estricto “…una parte, con su conducta 
engañosa, realizada con ánimo de lucro, induce a error al juez y éste, como consecuencia del error, 
dicta una sentencia injusta que causa un perjuicio patrimonial a la parte contraria o a un 
                                                        
41 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 254 ss. y FERRER SAMA, ADP, (19), 1966, pp. 5 ss. 
Un par de años antes fue publicado el trabajo de JIMÉNEZ HUERTA, «Fraude maquinado y estafa procesal», en AAVV, 
Estudios jurídicos en homenaje al Profesor Luis Jiménez de Asúa, 1964, pp. 128 ss., pero su análisis es referido a la 
problemática análoga en el Derecho penal mexicano, específicamente al art. 387 fracción X del Código Penal Federal 
mexicano que naturalmente guarda algunas similitudes con la figura contenida en el art. 250.1.7º CP (vale decir que 
—posterior a la publicación del trabajo precedentemente mencionado— fue derogado el párrafo segundo de la 
redacción original, cuestión que en nada afecta la esencia de esta norma. Al respecto, HERNÁNDEZ-ROMO VALENCIA, 
El fraude procesal penal. Una nueva visión, 2011, pp. 24 ss.). 
42 Como menciona CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, p. 254, anteriormente el tema había 
sido objeto de escasa atención por la doctrina. Algunas referencias pueden encontrarse en ANTÓN ONECA, «Estafa», 
en MASCAREÑAS (dir.), Nueva Enciclopedia Jurídica, t. IX, pp. 66 s., que expone el estado de la cuestión en Italia, 
Alemania y España. El autor hace referencia a la polémica italiana sobre la tipicidad de la figura, pero no toma 
partido por una u otra postura. Asimismo, RODRÍGUEZ DEVESA, Derecho penal español. Parte especial, 2.ª ed., 1966, p. 
430, n.p. 23, quien —como mencioné— en un principio pareció aceptar al menos en parte la tipicidad de la figura y 
posteriormente la negó de forma reiterada (vid., RODRÍGUEZ DEVESA/SERRANO GÓMEZ, Derecho penal español. Parte 
especial, 18.ª ed., 1995, p. 510 ss.). También SILVA MELERO, «Ilicitud civil y penal», RGLJ, (179), 1946, pp. 26 ss., se 
muestra en su momento a favor de la subsunción del fraude procesal en el tipo de la estafa. Respecto de la 
jurisprudencia, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 187 ss., afirma que los primeros fallos sobre estafa 
procesal se remontan a las últimas décadas del s. XIX. 
43 FERRER SAMA, ADP,(19), 1966, pp. 6 s.  
44 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 254 ss. 
45 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 254 ss. La mayor parte de la doctrina y 
jurisprudencia españolas denominan a estos casos “estafas procesales impropias”, principalmente a partir de OLIVA 
GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 98-103.  
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tercero...”.46 Probablemente debido a la ausencia en ese momento de una definición legal precisa 
de la estafa, los autores hacen especial énfasis en la estructura triangular de la estafa procesal en 
sentido estricto y consecuentemente en su tipicidad a pesar de la particularidad de que el sujeto 
que dispone del patrimonio es distinto del que padece el perjuicio patrimonial.47 Posteriormente 
pasan a definir el ámbito en el que se configura esta modalidad de la estafa: plantean el iter criminis, 
principalmente en el proceso civil, aun cuando no descartan que el delito pueda darse en otros 
órdenes jurisdiccionales (incluyendo el proceso penal).48 
La delimitación del concepto de estafa procesal que realiza la doctrina española termina con el 
rechazo de algunas de las objeciones que desde la doctrina alemana e italiana se han formulado 
contra la subsunción del fraude procesal en el tipo básico de la estafa.49 Se señala, por ejemplo, la 
opinión de aquellos autores que reclaman una tipificación autónoma porque consideran que el tipo 
básico de estafa no es la figura más adecuada para castigar el abuso de la función jurisdiccional. 
Sostienen, por el contrario (entre otros argumentos), que la doctrina de la autoría mediata no se 
opone a la instrumentalización de los jueces para la comisión de tipos penales que protegen bienes 
jurídicos distintos al patrimonio (homicidio o privación ilegítima de libertad, por ejemplo).50 
Posteriormente, se realiza una yuxtaposición del fraude procesal a los elementos del tipo básico de 
estafa y se hace referencia a la problemática que de ello se deriva, con el propósito de determinar 
si efectivamente puede concurrir la estafa procesal.51 En este sentido, se señalan cuestiones 
ampliamente superadas por la doctrina y otras que aun ocupan a quienes nos aproximamos al 
análisis de esta figura típica.  
Por ejemplo, en cuanto a la determinación del engaño propio de la estafa en el contexto de los 
procesos jurisdiccionales y los principios que rigen su funcionamiento se alude, por una parte, al 
antiguo y plenamente superado alegato de atipicidad de las afirmaciones falsas de las partes 
esgrimido por un sector de la doctrina debido al contexto dialéctico en el que son desplegadas. 
También se hace referencia a toda una serie de factores que inciden en el problema de la causalidad 
del engaño en la producción del error típico conforme a las particularidades de la estafa procesal.52 
Del mismo modo, se detienen en la cuestión de la determinación del acto judicial de disposición 
patrimonial típico y del consecuente perjuicio patrimonial. Textualmente afirman, entre otros 
planteamientos, que “…la sentencia injusta misma, aunque no sea firme, representa ya el perjuicio 
patrimonial.”53 
                                                        
46 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, p. 255. La definición es utilizada por BAJO FERNÁNDEZ, 
Los delitos de estafa en el Código penal, 2004, p. 110 y CHOCLÁN MONTALVO, El delito de estafa, 2.ª ed., 2009, p. 311, entre 
otros. La mayor parte de la doctrina y jurisprudencia españolas utiliza el término estafa procesal propia (directa) 
para referirse a esta modalidad de la estafa procesal. Así, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 103 ss.  
47 FERRER SAMA, ADP,(19), 1966, p. 8. 
48 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 255 ss.  
49 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 256 ss.; FERRER SAMA, ADP, (19), 1966, pp. 8 ss.  
50 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 256 ss.  
51 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 257 ss.  
52 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 261 ss. 
53 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 267 ss. (texto citado, p. 269).  
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b) La consolidación del criterio 
Durante los inicios de los años setenta se profundizó paulatinamente el estudio de la estafa 
procesal.54 Ello trajo como consecuencia el afianzamiento de la tendencia expuesta en el aparte 
anterior, esto es la punición de los fraudes procesales con incidencia patrimonial a través del tipo 
básico de estafa.55 
Con base principalmente en la doctrina penal italiana, las monografías publicadas en aquellos años 
—encabezadas por la obra de OLIVA GARCÍA—han influido notablemente tanto en la doctrina como 
(especialmente) en la jurisprudencia española. Basta con revisar alguna referencia a la estafa 
procesal en manuales o monografías y las más recientes sentencias del Tribunal Supremo, para 
constatar que la terminología y los conceptos expuestos en estas obras son todavía hoy de uso 
reiterado. Por ejemplo, el concepto de estafa procesal, los términos con los que se denomina a las 
modalidades de comisión: estafa procesal propia (directa e indirecta), estafa procesal impropia, etc.56 A 
este respecto es significativo que la base para sustentar la tipicidad de esta figura en el Derecho 
penal español provenga de un sector absolutamente minoritario de la doctrina y jurisprudencia 
italianas. Cabe mencionar que la tipicidad de la denominada truffa processuale es objeto de 
controversia aún hoy en día: la mayor parte de la doctrina (y jurisprudencia) se opone a la 
                                                        
54 Principalmente, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, passim. No obstante, en la misma época fueron 
publicados algunos trabajos más breves o sobre un determinado aspecto de la praxis del tema que nos ocupa, por 
ejemplo: GONZÁLEZ VELASCO, «Las acciones laborales y el delito de estafa procesal», RPS, (110), 1976, pp. 153 ss.; 
SOTO NIETO, «Principios éticos en el proceso: el fraude y la estafa procesales», RDPriv, (58), 1974, pp. 900 ss. y STAMPA 
BRAUN, «La estafa procesal en el negocio fiduciario y en el proceso de creación de títulos ejecutivos», BCAM, 1979, 
pp. 7 ss. Posteriormente, tras la reforma penal de 1983, fueron publicados algunos trabajos más en torno a las 
características generales de la estafa procesal o acerca de algún aspecto en concreto de la problemática (la tentativa, 
modalidades de comisión en el proceso civil, etc.). No obstante, huelga decir que el tratamiento de la doctrina 
española a la estafa procesal es bastante escaso a pesar de la gran cantidad de casos a los que deben de enfrentarse 
los operadores de Justicia penal y a las especiales características de la figura. Así, por ejemplo, en orden cronológico 
descendente, SOLAZ SOLAZ, La estafa procesal, 2013, passim; CARREÑO AGUADO, «La estafa procesal del artículo 250.1.7º 
del Código Penal.Algunas cuestiones interpretativas a la luz de la jurisprudencia», Diario la Ley (7780), 2012, 
22119/2011; DE LA PEÑA OLIETE, «La estafa procesal (art. 250)», en QUINTERO OLIVARES (dir.), La Reforma Penal de 
2010: análisis y comentarios, 2010, pp. 215 ss.; LORCA NAVARRETE, «Garantismo procesal y estafa procesal», AJA, (777), 
2009; SOTO NIETO, «Estafa procesal en grado de tentativa», Diario La Ley, (6305), 2005, 3860/2005; GISBERT POMATA, 
«La estafa procesal en el proceso civil: su apreciación por los tribunales», RDP, (1-3), 2004, pp. 293 ss.; SOTO NIETO, 
«La Estafa procesal y sus características», Diario La Ley (5902), 2003, 1862/2003; MAYORAL SIMÓN, «La ocultación del 
domicilio del demandado como modalidad de estafa procesal», Economist & Jurist, (48), 2000, pp. 43 ss.; CERES 
MONTÉS, «El delito de estafa procesal», AJA, (322), 1997; SERRANO HOYO, AFD, (14-15), 1996-97, pp. 191 ss. 
55 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 269 ss. 
56 Así, por ejemplo, SOLAZ SOLAZ, La estafa procesal, 2013, pp. 76 ss.; CHOCLÁN MONTALVO, El delito de estafa, 2.ª ed., 
2009, pp. 311 ss.; GISBERT POMATA, RDP, (1-3), 2004, p. 304; SERRANO HOYO, AFD, (14-15), 1996-97, p. 193. En 
comentarios y manuales, GONZÁLEZ CUSSAC, «Lección XXIII. Delitos contra el patrimonio y el orden socioeconómico 
(VI): Estafas», en EL MISMO (coord.), Derecho penal. Parte especial, 5.ª ed., 2016, pp. 367 ss.; GALLEGO SOLER, en CORCOY 
BIDASOLO/MIR PUIG (dirs.)/VERA SÁNCHEZ (coord.), Comentarios al Código penal. Reforma LO 1/2015 y LO 2/2015, 2015, 
pp. 874 ss., entre otros. Respecto de la jurisprudencia, constituye un claro ejemplo la muy citada STS de 4 de marzo 
de 1997 (ponente Delgado García), FJ 9º cuyos fundamentos han sido reproducidos en infinidad de decisiones tanto 
del TS como de las distintas Audiencias Provinciales: “...La doctrina distingue entre estafa procesal propia e 
impropia. Se utiliza la denominación de propia cuando el sujeto engañado es el juez...”. Así, por ejemplo, las 
recientes STS 11 mayo 2012 (ponente Sánchez Melgar) (FJ 4º); STS 25 febrero 2011 (ponente Granados Pérez) (FJ 1º); 
SAP Salamanca (Sección 1.ª), de 16 de enero de 2015 (ponente Sánchez Prieto) (FJ 1º); SAP Toledo (Sección 2.ª), de 
10 de junio de 2014 (ponente Carrión Matamoros) (FJ 1º).  
InDret 2/2018   Jesús Becerra Briceño
  
15 
subsunción de la conducta fraudulenta de las partes procesales en el tipo básico de la estafa (truffa, 
art. 640 del Código penal italiano).57 
Es importante destacar el enfoque eminentemente práctico que tienen estas monografías. En 
muchas de ellas el análisis dogmático de la estafa procesal está precedido de un breve estudio de 
la jurisprudencia española y comparada que intenta situar al lector en el epicentro de la 
problemática.58 
Con base en estas referencias, la evolución de la estafa procesal en la jurisprudencia española se 
divide en tres períodos:  
Una primera etapa en la que el Tribunal Supremo tiende a apreciar la estafa procesal como una 
modalidad de la estafa, pero no entra a analizar sus particularidades.59 
La segunda etapa está caracterizada por un tímido acercamiento a la problemática de esta figura 
típica y un esbozo de sus principales características (a partir de aquí, las decisiones usan la 
denominación estafa documental y defraudatoria para describirla).60 Así por ejemplo, durante este 
período se admite expresamente y de forma prácticamente indiscutida que el órgano judicial puede 
ser sujeto pasivo del engaño.61 Por otra parte, se repara en el problema de la determinación de la 
tipicidad de la conducta engañosa en el contexto del proceso jurisdiccional a través de la exposición 
de soluciones disímiles para casos análogos: se citan algunas sentencias del Tribunal Supremo en 
las que de forma excepcional se desestimó el carácter típico del fraude procesal al otorgarle el 
carácter de mero hecho ilícito civil62 o se citan otras que negaban la posibilidad de castigo del fraude 
procesal a través del tipo de estafa por estar en presencia de ataques directos a la Administración 
de Justicia.63 También se hace referencia a alguna resolución aislada que sancionó estas conductas 
por medio del hoy derogado tipo penal de falsedad ideológica cometida por particulares (art. 302.4º 
                                                        
57 Cfr. entre otros, MANTOVANI, Diritto penale. Parte speciale, t. II, 3.ª ed., 2009, p. 185. El propio OLIVA GARCÍA, La 
estafa procesal, 2.ª ed., 1974, p. 121, llegó a sostener: “La admisión de la estafa procesal ha repugnado generalmente 
a la doctrina italiana…”. Sobre el particular, en detalle, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo 
agravado de estafa procesal, tesis inédita, 2016, pp. 98 ss.  
58 Por ejemplo, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 147 ss., 185 ss. 
59 Empieza a partir del s. XIX con sentencias como las siguientes: STS de 29 de enero de 1883, STS de 29 de noviembre 
de 1887, Cdo. 4º: “Que declarándose como hechos probados que un deudor se apoderó con engaño del recibo 
justificativo de la deuda, que obraba en poder de su acreedor, y demandado judicialmente por éste al pago, afirmó 
haberlo verificado, acreditándolo con la presentación de aquel documento, es evidente la existencia del delito de 
estafa (…), por estar probada la intención clara y manifiesta de causar perjuicio á (sic) tercero al hacer uso en juicio 
con deliberado propósito del documento mañosamente sustraído.”; STS de 2 de noviembre de 1899 y culmina con 
la STS de 10 de marzo de 1960 (ponente Quintano Ripollés). Al respecto, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 
1974, pp. 188 ss., 191 ss. 
60 Se inicia con la STS de 3 de octubre de 1967 (ponente Sáez Jiménez). Al respecto, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 
2.ª ed., 1974, pp. 188 ss., 191 ss. 
61 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 191 ss. 
62 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 195 ss. Según terminología más actual, el despliegue del principio 
dispositivo en el contexto del contradictorio procedimental determina que toda clase de fraude procesal constituya 
un riesgo permitido o típicamente irrelevante, siempre y cuando se parta de una concepción hipertrofiada o liberal-
extrema de estos principios procesales. Al respecto, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo agravado 
de estafa procesal, tesis inédita, 2016, pp. 82 ss. 
63 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974,pp. 206 ss.  
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CP 1973 en relación con el art. 303 del mismo Código) y a otras que se pronuncian en sentido 
contrario. Ello trae a colación el interesante problema de la afectación del sistema de cargas 
procesales de las partes derivadas del principio dispositivo en el proceso civil por medio de la 
imposición a las partes —vía jurídico-penal— de un deber de decir la verdad en el proceso.64 
En la tercera y última se consagra la figura en la jurisprudencia española. Las sentencias comienzan 
a utilizar el término estafa procesal para denominarla y se profundiza el análisis de algunos de los 
problemas que son consecuencia de la aplicación del tipo de estafa al fraude procesal: así pues, 
algunas sentencias se dedican a oponer argumentos a las opiniones contrarias a la tipicidad de la 
figura. Posteriormente delimitan el ámbito de aplicación del tipo penal (principalmente el proceso 
jurisdiccional), haciéndolo extensivo al procedimiento administrativo.65 Asimismo, se introduce el 
juicio de adecuación en el análisis de la relación de causalidad entre el engaño típico y el error 
judicial (“idoneidad del engaño”) y, bajo esta premisa, se distingue entre el fraude procesal como 
género y la estafa procesal como especie.66 
Por otra parte, se realiza un análisis por grupos de los casos más frecuentes en la jurisprudencia 
española durante los años cincuenta, sesenta y setenta del s. XX que permite poner de relieve 
aspectos específicos del tipo penal en cuestión. Ello evidencia a su vez que —comparada con 
decisiones más recientes— la jurisprudencia de la época se enfrentaba a cuestiones que aún están 
vigentes. Vbg., se exponen los distintos supuestos de estafa procesal que pueden plantearse en el 
contexto de juicios ejecutivos o en materia de arrendamientos y toda la problemática derivada de 
estos contextos procesales. Así, entre otras cuestiones, podemos citar el problema de la 
determinación del error judicial típico en procedimientos especiales que carecen del contradictorio 
procedimental y dejan poco margen para la actuación judicial ex officio.67 
Es en esta época cuando, con base en la teoría de la adecuación, se introducen elementos valorativos 
en el análisis del plano causal-naturalístico “engañoerror”.68 Por ende, aun cuando se prescinde 
de una distinción expresa entre el plano “causal-mecanicista” y el juicio ulterior de imputación 
                                                        
64 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 208 ss., 210 ss. Al respecto, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e 
interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis inédita, 2016, pp. 261 ss. 
65 Es probable que esta tendencia jurisprudencial haya influido en la inclusión de la estafa administrativa en la 
primera tipificación expresa de la figura llevada a cabo durante la reforma penal de 1983. Al respecto, vid. infra. 
66 Existe una importante exposición de la problemática en torno a la figura en la STS de 7 de octubre de 1972 
(ponente Sáez Jiménez). Al respecto, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974,pp.189 ss., 214 ss. En complemento 
a lo expuesto por este autor, la tradición jurisprudencial de la figura en esta etapa consagratoria es, hasta la entrada 
en vigencia del Código Penal de 1983, del siguiente tenor: STS de 25 de octubre de 1978 (ponente Sáez Jiménez), 
que expone profusamente la problemática en torno a la figura y, por último, las más escuetas SSTS de 30 de mayo 
de 1980 (ponente Huerta y Álvarez de Lara), de 5 de octubre de 1981 (ponente Moyna Méngues) y de 19 de 
diciembre de 1981 (ponente Huerta y Álvarez de Lara). 
67 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 245 ss., 262 ss. Al respecto, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e 
interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis inédita, 2016, pp. 221 ss. 
68 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 283 ss. Sobre la teoría de la adecuación y su aplicación a la 
dogmática de la estafa, ROXIN, AT I, 4.ª ed., 2006, § 11, n.m. 39 ss. (n.m. 31 ss. de la edición en castellano); 
JESCHECK/WEIGEND, PG, § 28, p. 304 ss.; MIR PUIG, PG, 10.ªed., 2015, Lección 10, n.m. 41 ss.; GIMBERNAT ORDEIG, 
Delitos cualificados por el resultado y causalidad, 2.ª ed., 2007, pp. 3-86;TORÍO LÓPEZ, «Naturaleza y ámbito de la teoría 
de la imputación objetiva», ADPCP, (39), 1986, pp. 37 ss.; MARTÍNEZ ESCAMILLA, La imputación objetiva del resultado, 
1992, pp. 8 ss., 79 ss. También, PASTOR MUÑOZ, La determinación del engaño típico en el delito de estafa, 2004, pp. 120 ss. 
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(objetiva),69 se introducen elementos normativos al análisis de la relación de causalidad,70 o lo que 
es lo mismo, se realizan algunas consideraciones en torno a la idoneidad del engaño en sede de 
estafa: básicamente la doctrina se muestra a favor de negar la causalidad de engaños que ex ante 
(“conforme a parámetros externos”71) no son proclives a producir error en la víctima. 
Consecuentemente, se niega la tipicidad de engaños burdos y socialmente permitidos.72 A este 
respecto, existe un intento de enfrentarse al principal problema que suscita la aplicación de esta 
teoría a la estafa: el engaño a la víctima débil y concluye sosteniendo de forma muy somera que 
además de la abstracción “conforme a posibilidad”73 que se realiza desde el análisis de la 
adecuación, se deben tener en cuenta las peculiaridades de cada víctima conforme al caso 
concreto.74 
c) La evolución del criterio de tipicidad a partir de la teoría del fin de protección de la 
norma 
La entrada en la escena doctrinal de las corrientes teleológico-racionales o funcionalistas y la 
consecuente superación del denominado dogma causal supuso un notable enriquecimiento de la 
                                                        
69 Como es sabido, en la actualidad el juicio de adecuación es un presupuesto de la imputación objetiva. Al respecto, 
entre otros, ROXIN, AT I, 4.ª ed., 2006, § 11, n.m. 44 ss. (n.m. 36 ss. de la edición en castellano); GIMBERNAT ORDEIG, 
Delitos cualificados por el resultado y causalidad, 2.ª ed., 2007, pp. 62 ss., 70 ss.; MARTÍNEZ ESCAMILLA, La imputación 
objetiva del resultado, 1992, pp. 8 ss., 79 ss.  
70 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, p. 285, dice, por ejemplo: “…ahora es necesario matizar más y ver 
hasta qué punto es verdad que siempre que se produzca un evento, como consecuencia exclusivamente 
naturalística de una conducta, se puede decir que ésta es realmente la causa de ese resultado.” También, TORÍO 
LÓPEZ, ADPCP (39), 1986, pp. 37 ss. “La concepción que en el campo de la causalidad anticipa la problemática de la 
imputación objetiva es la de la adecuación, en la que se toma en cuenta ex ante, aunque con conocimiento del curso 
causal acaecido (pronóstico posterior) si según un criterio racional (el criterio del espectador objetivo) la acción era 
concebible como medio para causar el resultado típico. La teoría de la adecuación pretende excluir, en el ámbito 
mismo de la causalidad, es decir, antes del tipo, aquellas conexiones causales que HIPPEL califica de absurdas, en 
que el resultado sobreviene por la concurrencia de condiciones totalmente extraordinarias, incalculables desde el 
punto de vista del normal juicio de los hombres. Estas hipótesis, además de los delitos calificados por el resultado, 
son aquéllas en que sobreviene una desviación no pronosticable del curso causal o los casos en que el sujeto acude 
a medios excepcionales, sobreviniendo un curso causal incalculable racionalmente, como cuando los conjuros o 
rezos dirigidos a que un individuo muera conducen, contra todo pronóstico, al fallecimiento. La adecuación faltará 
cuando el curso causal era totalmente imprevisible para el juicio normal de los hombres, o de tal manera 
improbable, que su posibilidad aparece como irrelevante para la conducta práctica del hombre normal en su vida 
de relación.” 
71 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, p. 282.  
72 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 283 ss.  
73 Según la terminología expuesta por GIMERNAT ORDEIG, Delitos cualificados por el resultado y causalidad, 2.ª ed., 2007, 
pp. 3 ss.  
74 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, p. 287 ss. Coincide en lo esencial con autores como NAUCKE, «Der 
Kausalzusammenhang zwischen Täuschung und Irrtum beim Betrug. Zum Verhältnis zwischen Kriminalpolitik 
und Strafrechtdogmatik», FS-Peters, 1974, pp. 118 ss., que sostenía que en el caso de víctima débil (niño, anciano 
senil, enfermos mentales en general, etc.) el engaño burdo era adecuado aun cuando no lo fuera desde el punto de 
vista normativo (a menos [p. 119] que la insanidad mental llegue al punto de que cualquier tontería pueda ser 
tomada por el enfermo mental como cierta. Existe entonces un engaño acertado desde el punto de vista causal pero 
no puede hablarse de estafa sino de apropiación indebida o hurto). Asimismo, este autor, con el objeto de evitar 
que el tipo de estafa proteja a personas descuidadas, introduce en el análisis de la tipicidad de la conducta todo lo 
referente a la autoprotección de la víctima (116 ss.). Por su parte. LACKNER, «§ 263», LK-StGB, 10.ª ed., 1988, n.m. 91, 
sostiene que la aplicación de la teoría de la causación adecuada en la estafa favorece a los sujetos particularmente 
hábiles para los negocios en detrimento de los torpes o despistados. Al respecto, TORÍO LÓPEZ, «Acción y resultado 
típico en la estafa procesal», LH-Antón Oneca, 1982, p. 883; PASTOR MUÑOZ, La determinación del engaño típico en el 
delito de estafa, 2004, pp. 120 ss.  
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dogmática aplicada al tipo básico de estafa en el Derecho penal español.75 Ello, como es natural, 
repercutió positivamente en el análisis de la estafa procesal.76 
En efecto, a partir de este momento, el análisis de la cualidad de la conducta procesal engañosa de 
las partes para producir el resultado típico se realiza desde un punto de vista estrictamente 
normativo que en todo caso es independiente del fenómeno causal —determinado a priori por 
medio de la conditio sine qua non—. Con ello se arribó a resultados más satisfactorios. Así, por 
ejemplo, el caso de la conducta del autor que, a pesar de haber observado un deber objetivo de 
cuidado, produce el resultado típico o cuando la conducta del autor no supera el nivel de riesgo 
permitido e igualmente se produce el resultado previsto en la norma penal.77 
A este respecto, el análisis normativo de la conducta engañosa permite una delimitación más 
precisa de la tipicidad: sólo serán típicos a efectos de la estafa aquellos engaños reprochables que, 
desde el punto de vista ex ante, generan o aumentan el riesgo de que la víctima sea perjudicada en 
su patrimonio.78 Desde este punto de vista, la determinación de la conducta típica va de la mano 
del análisis del contexto o ámbito social en el que ésta se desenvuelve. Así pues, un análisis del 
alegato fraudulento para determinar si ex ante está comprendido en el fin de la norma contenida 
en el art. 248.1 CP va necesariamente de la mano de un estudio en profundidad de los principios e 
instituciones que rigen el proceso jurisdiccional.79 
En definitiva, según esta opinión, en primer lugar, debe determinarse si, desde el punto de vista 
causal, el alegato engañoso ha producido el error judicial que desencadena la sentencia perjudicial. 
Y, en segundo lugar, deberá considerarse si dicha conducta engañosa constituye un peligro 
jurídicamente desaprobado en el delito de estafa y ha superado los riesgos (permitidos) que son 
inherentes al contexto procesal.80 
                                                        
75 Por todos PASTOR MUÑOZ, La determinación del engaño típico en el delito de estafa, 2004,pp. 145 ss. Los términos en 
cursivas corresponden a MARTÍNEZ ESCAMILLA, La imputación objetiva del resultado, 1992, pp. 30 ss., entre otros 
autores. 
76 Principalmente, TORÍO LÓPEZ, LH-Antón Oneca, 1982, pp. 877 ss., publicado poco tiempo antes de la entrada en 
vigor de la reforma penal de 1983. El autor realiza un análisis de la figura desde la perspectiva del funcionalismo 
moderado de corte fundamentalmente roxiniano (se apoya principalmente en ROXIN, Problemas básicos del Derecho 
penal, 1976, p. 128 ss.). Los términos en cursivas son de SILVA SÁNCHEZ, Aproximación al Derecho penal contemporáneo, 
2.ª ed., 2010, pp. 109 ss., entre otros.  
77 Por todos, TORÍO LÓPEZ, LH-Antón Oneca, 1982, pp. 883 ss. Dice, por ejemplo (886): “El dato esencial de esta 
concepción, por el que se distingue ante todo del criterio de la adecuación, radica en separar la cuestión empírica, 
fáctica, de la causalidad, del problema valorativo de la imputación objetiva. La existencia de ésta reclama que la 
acción concreta determinante del resultado se halle comprendida en el ámbito de acciones que la norma trata 
precisamente de prohibir. Esto supone un juicio individualizador, dirigido a establecer la antinormatividad 
específica de la acción en cuanto tal, según la norma concreta establecida para la evitación del resultado. La norma 
no protege al bien jurídico frente a toda clase de acciones, sino únicamente frente a acciones específicas, es decir, 
típicas. La producción del resultado, según Stratenwerth, es sólo imputable al autor cuando ha originado o 
incrementado un peligro que se ha concretado en ese resultado.” 
78 TORÍO LÓPEZ, LH-Antón Oneca, 1982, pp. 886 ss.  
79 TORÍO LÓPEZ, LH-Antón Oneca, 1982, pp. 886 ss.  
80 Por todos, TORÍO LÓPEZ, LH-Antón Oneca, 1982, pp. 889 ss. Sobre el particular, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e 
interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis inédita, 2016, pp. 155 ss. 
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3.2. La reforma penal de 1983 
La importantísima Ley Orgánica 8/1983, de 25 de junio, de reforma urgente y parcial del Código 
Penal,81 introdujo en el ordenamiento jurídico penal español los dos elementos fundamentales para 
la positivización de la estafa procesal: el tipo (genérico) de estafa y la agravación específica de la 
estafa procesal.82 
a) La introducción del tipo básico de estafa 
En primer lugar, la reforma derogó la farragosa y muy criticada casuística83 que caracterizaba la 
regulación anterior84 y la sustituyó por el tipo básico que prevalece hasta nuestros días. El 
legislador atendió con ello a las exigencias de la doctrina y puso fin a las interpretaciones analógicas 
                                                        
81 Constituyó el primer Código penal adaptado al incipiente sistema democrático español de aquella época. Al 
respecto QUINTERO OLIVARES/MUÑOZ CONDE, La reforma penal de 1983, 1983, pp. 14 ss. Por su parte, GIMBERNAT 
ORDEIG, «La contrarreforma penal de 1995», JpD, (36), 1999, pp. 18-21, califica la reforma CP 1983 como (p. 19) “…la 
más profunda y extensa que había experimentado nuestro Código Penal en su casi siglo y medio de vigencia, por 
lo que bien se podría haber hablado, en su día, de un CP 1983, caracterizado, además de por las indiscutidas e 
indiscutibles mejoras técnicas que introdujo, por una ‘atenuación generalizada de las penas privativas de libertad’ 
y por una tendencia ‘descriminalizadora.’” En el mismo sentido, VALLE MUÑIZ, El delito de estafa. Delimitación 
jurídico-penal con el fraude civil, 1987,p. 125, no duda en calificar la reforma como la más importante y afortunada 
del s. XX en este país.  
82 Dice la exposición de motivos del CP 1983: “Antes se hacía referencia a la casuística que dominaba la formulación 
de la estafa en nuestro sistema punitivo, en contraste con la ausencia de una definición fundamental de tal delito, 
defecto que se obvia con la introducción, en una nueva configuración del artículo 528, de una definición esencial 
de la estafa, capaz de acoger los diferentes supuestos planteables. Además, y siguiendo la pauta anteriormente 
marcada, se prescinde del sistema de cuantías dando paso a cualificaciones agravatorias descritas en una nueva 
redacción del artículo 529 que acogen, además, hipótesis de estafa que requieren expresa mención, como antecede 
con la estafa procesal —reconocida por doctrina y jurisprudencia pero no expresamente por el Derecho positivo—
…” 
83 JIMÉNEZ DE ASÚA/ANTÓN ONECA, Derecho penal conforme al Código de 1928. Parte especial, t. II., 1929, p. 322: “...El 
sistema casuístico fué (sic) el elegido por las leyes españolas para el delito de estafa. Este sistema es siempre 
pernicioso. (...) El día en que se emprenda con serenidad y sin otros objetivos la reforma de nuestras leyes penales, 
se deberá sustituir el régimen casuístico por una definición elástica y clara...”. También, QUINTANO RIPOLLÉS, Tratado 
de la Parte Especial del Derecho penal, 2.ª ed., 1972, pp. 582 s.; MUÑOZ CONDE, PE, 2.ª ed., 1976, pp. 220 ss., entre otros.   
84 Heredero y punto culminante de una tradición iniciada con el Código penal de 1848, el método enumerativo-
casuístico (Cfr. VALLE MUÑIZ, El delito de estafa. Delimitación jurídico-penal con el fraude civil, 1987, pp. 104 ss., 117) que 
seguía el art. 529 del Código Penal de 1973 era del siguiente tenor: “Incurrirá en las penas del artículo anterior: 
1.º El que defraudare a otro usando de nombre fingido, atribuyéndose poder, influencia o cualidades supuestas, 
aparentando bienes, crédito, saldo en cuenta corriente, comisión, empresa o negociaciones imaginarias o valiéndose 
de cualquier otro engaño semejante que no sea de los expresados en los casos siguientes. 
2.º Los plateros y joyeros que cometieren defraudación alterando en su calidad, ley o peso los objetos relativos a su 
arte o comercio. 
3.º Los traficantes que defraudaren, usando de pesos o medidas faltos, en el despacho de los objetos de su tráfico. 
4.º Los que defraudaren con pretexto de supuestas remuneraciones a funcionarios públicos, sin perjuicio de la 
acción de calumnia que a éstos corresponde. A los comprendidos en los tres números anteriores se les impondrán 
las penas en su grado máximo. 
5.º Los que cometieren alguna defraudación abusando de firma de otro en blanco y extendiendo con ella algún 
documento en perjuicio del mismo o de un tercero. 
6.º Los que defraudaren haciendo suscribir a otro con engaño algún documento. 
7.º Los que en el juego se valieren de fraude para asegurar la suerte.  
8.º Los que cometieren defraudación sustrayendo, ocultando o inutilizando, en, todo o en parte, algún proceso 
expediente, documento u otro papel de cualquier clase.” 
InDret 2/2018   Jesús Becerra Briceño
  
20 
o fórmulas de cierre a las que debía de acudirse para determinar la tipicidad de las conductas 
engañosas.85 
El nuevo tipo de estafa (art. 528 CP 1983) disponía:  
“Cometen estafas los que con ánimo de lucro utilizan engaño bastante para producir error en otro, 
induciéndole a realizar un acto de disposición en perjuicio de sí mismo o de tercero...”86 
Con la sola lectura de la norma se advierte la influencia de la definición formulada por ANTÓN 
ONECA87, acogida hasta ese momento por gran parte de la doctrina88. Esta definición también 
fundamentó una importante tendencia jurisprudencial89 en medio de la diversidad de criterios (o 
confusión, a decir de algunos autores) que hasta ese momento reinaba en el seno de la Sala Penal 
del Tribunal Supremo en torno a los elementos configuradores del tipo penal de la estafa.90 
                                                        
85 GARCÍA VALDEZ, Notas sobre el Proyecto de Código Penal, 1980, p. 53.; MUÑOZ CONDE, PE, 2.ª ed., 1976, pp. 220 ss., 
entre otros.  
86 Como puede verse, la redacción corresponde casi exactamente con la norma vigente (art. 248.1 CP) y con la 
contenida en el art. 255 del Proyecto de Ley Orgánica de Código Penal de 1980, publicado en el Boletín de las Cortes 
Generales, núm. 108-I de 17 de enero de 1980. Este pretendido texto legal nunca llegó a ser objeto de deliberación 
en el Congreso de los Diputados y fue a la postre retirado por el Gobierno (Cfr. QUINTERO OLIVARES/MUÑOZ CONDE, 
La reforma penal de 1983, 1983, pp. 14 ss.). Acerca de la influencia —en lo que respecta al tipo básico de estafa— del 
Proyecto CP 1980 en las legislaciones penales posteriores, vid. GONZÁLEZ RUS, Los intereses económicos de los 
consumidores. Protección penal, 1986, p. 385; VALLE MUÑIZ, El delito de estafa. Delimitación jurídico-penal con el fraude 
civil, 1987, pp. 126 ss. Respecto del tratamiento de la estafa en el Proyecto CP 1980, GIMBERNAT ORDEIG, «La parte 
especial en el proyecto de Código Penal», en ALBOR FERNÁNDEZ (ed.), La reforma penal y penitenciaria, 1980, pp. 50 
ss.: “...Los arts. 528 ss. del Código Penal español tipifican la estafa con un casuismo tan extenso como insuficiente 
(...). El proyecto ha preferido renunciar en gran medida al casusismo (sic) y ofrece una definición abstracta de la 
estafa...”. También, DÍAZ PALOS, «Infracciones contra el patrimonio», RJC (extra), 1980, pp. 64 ss. y HUERTA TOCILDO, 
«Los delitos patrimoniales en el proyecto del C.P. de 1980», CPC, (15), 1981, pp. 496 ss. 
87ANTÓN ONECA, en MASCAREÑAS (ed.), Nueva Enciclopedia Jurídica, p. 57: “Estafa es la conducta engañosa con ánimo 
de lucro injusto, propio o ajeno, que, determinando un error en una o varias personas, les induce a realizar un acto 
de disposición, consecuencia del cual es un perjuicio en su patrimonio o en el de un tercero.” Respecto de esta 
definición y su influencia directa en la redacción legal, dice DÍAZ PALOS, RJC, (extra), 1980,p. 64: “La normativa de 
las estafas, (…), se inaugura con una noción legal (…). No es difícil averiguar dónde encontró la ponencia la 
inspiración y no tiene inconveniente en proclamarlo, puesto que se trata del actual patriarca del penalismo español, 
el profesor Antón Oneca…”   
88 Así, entre otros,MUÑOZ CONDE, PE, 2.ª ed., 1976, pp. 221 ss.; QUINTERO OLIVARES/MUÑOZ CONDE, La reforma penal 
de 1983, 1983, pp. 166 s.; ROMERO, Los elementos del tipo de estafa, 1985, p. 68: “... [la propuesta de ANTÓN ONECA] quizá 
por ser una de las definiciones mejor logradas, es que casi toda la teoría tiende a adoptarla.”  
89 Por ejemplo, STS de 6 de mayo de 1968 (ponente Escudero del Corral); STS 20 de febrero de 1975 (ponente Hijas 
Palacios), entre otras. 
90 ROMERO, Los elementos del tipo de estafa, 1985,p. 86 y BACIGALUPO, Falsedad documental, estafa y administración desleal, 
2007, p. 136, manifiestan que el criterio del TS de aquella época es “confuso” y “poco claro”, respectivamente. Debe 
acotarse que tal confusión es en algunas ocasiones real y en otras solo aparente. Así, en líneas generales pueden 
advertirse dos tendencias en la jurisprudencia española anterior a la reforma del año 1983: el criterio dominante, 
que reconoce como elementos configuradores de la estafa sólo al engaño y al perjuicio patrimonial (y en ocasiones, 
el ánimo de lucro). Por ejemplo, SSTS de 15 de abril de 1964 (ponente Espinosa Herrera) y de 12 de junio de 1972 
(ponente Sáez Jiménez). Y, por otro lado, la que advierte que el tipo penal de la estafa está compuesto expresamente 
por los elementos actualmente consolidados, derivados de la definición de ANTÓN ONECA (engaño, error, acto de 
disposición patrimonial y perjuicio patrimonial). Sin embargo, en no pocas sentencias que aparentemente se ciñen al 
primer criterio, se advierte que implícitamente se reconoce la existencia del resto de los elementos del tipo, cuando 
se hace formar parte a éstos de la necesaria relación de causalidad que debe existir entre el engaño del sujeto activo 
y el perjuicio patrimonial ocasionado a la víctima (por ejemplo, STS de 12 de noviembre de 1979 (ponente Gil Sáez): 
“El delito de estafa precisa [...] de los requisitos siguientes: a) el intelectivo o psicológico, constituido por el engaño 
InDret 2/2018   Jesús Becerra Briceño
  
21 
Junto a la importante estandarización de los elementos básicos del tipo, el legislador admitió un 
criterio doctrinal prácticamente unánime con la inclusión de los supuestos de estafas en triángulo,91 
género de la estafa procesal. En efecto, la introducción en el texto de la expresión “en perjuicio de 
sí mismo o de tercero” permitió la inclusión en el tipo de la estafa de los supuestos en los que la 
identidad de la víctima del perjuicio patrimonial no se corresponde con la del destinatario del 
engaño, que realiza en consecuencia el acto de disposición sobre un objeto patrimonial que no le 
pertenece.92 
b) La introducción de la cualificación típica 
Por otro lado, también con base en el Proyecto CP 1980 (art. 257.2º), la reforma penal de 1983 
introdujo en el número 2º del art. 529 el tipo agravado de estafa procesal.93 La implantación de los 
subtipos agravados de estafa fue criticada desde el Proyecto CP 1980 por excesiva (arts. 257 y 258, 
equivalentes a los contenidos en el art. 529 CP de 1983): según esta opinión se diluía la pretendida 
eliminación del casuismo expresada por sus redactores.94 
No obstante, la opinión de los redactores del Proyecto CP 1980 terminaría imponiéndose a través 
de la promulgación del CP 1983. Éstos defendían la introducción de las circunstancias agravantes 
específicas con base en “…calificaciones aconsejadas por la gravedad del engaño o del perjuicio, 
bien a la necesidad de cubrir conductas defraudatorias en las que no aparece nítido el engaño 
antecedente, pero que está implícito en la acción, aunque no por ello haya de calificarse de dolus in 
re ipsa…”.95 
                                                        
utilizado [...]; b) el externo y objetivo, representado por el perjuicio patrimonial [...]; y c) el causal, referido al nexo 
o ligazón directa entre el engaño determinante del error del sujeto pasivo y el acto dispositivo patrimonial que 
como consecuencia natural origina el perjuicio penalmente tipificado.”, entre muchas otras (el subrayado es mío).   
91 ANTÓN ONECA, en MASCAREÑAS (ed.), Nueva Enciclopedia Jurídica, p. 66, s.; MUÑOZ CONDE, PE, 2.ª ed., 1976, pp. 223 
ss.; OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 269 ss.; ROMERO, Los elementos del tipo de estafa, 1985, pp. 204 ss. 
Por su parte, la jurisprudencia anterior a la reforma de 1983 fue vacilante “...por la variedad de preceptos que el 
legislador ha utilizado para tipificar la estafa...”, según expresa OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., p. 272. En 
efecto, algunas sentencias exigían identidad entre el sujeto pasivo del engaño y el del perjuicio. Por ejemplo, la STS 
de 8 de febrero de 1965 (ponente Casas y Ruiz del Árbol), señala: “...ciertamente esta Sala tiene declarado en 
términos generales, y para el delito en cuestión, que la persona que resulte defraudada tiene que ser la que haya 
sido objeto del engaño determinante...”, en el mismo sentido, STS de 6 de noviembre de 1968 (ponente Escudero 
del Corral), entre otras. Otras decisiones sostenían el criterio hoy ya consagrado. Por ejemplo, las SSTS de 21 de 
abril de 1977 (ponente Vivas Marzal) y de 29 de abril de 1982 (ponente Vivas Marzal), entre otras.   
92 Prácticamente a partir del texto de ANTÓN ONECA, en MASCAREÑAS (ed.), Nueva Enciclopedia Jurídica, p. 66: 
“...pueden ser personas distintas el que dispone y el perjudicado. Si esto es así ¿cabrá admitir la llamada estafa o 
fraude procesal en que, siendo el juez engañado, produce con su equivocada resolución un perjuicio patrimonial a 
una de las partes y el injusto enriquecimiento de la otra?”, la doctrina española mayoritaria consideraba a la estafa 
procesal como una especie de la estafa en triángulo.   
93 SERRANO HOYO, AFD, (14-15), 1996-97, pp. 191 ss.; GISBERT POMATA, RDP, (1-3), 2004, pp. 293 ss., entre otros.  
94 Cfr. HUERTA TOCILDO, CPC, (15), 1981, pp. 496 ss. También, VALLE MUÑIZ, El delito de estafa. Delimitación jurídico-
penal con el fraude civil, 1987, p. 130. 
95 GARCÍA VALDEZ, Notas sobre el Proyecto de Código Penal, 1980, p. 53; DÍAZ PALOS, RJC, (extra), 1980, pp. 64 ss. No 
hubo alusión concreta de los redactores del proyecto respecto de la estafa procesal. Tampoco existe doctrina 
española que propusiera una tipificación semejante. Un antecedente (hasta ahora el único) puede hallarse en la 
doctrina alemana, específicamente en BRINKMANN, Die Neuaufrichtung der Wahrheitspflicht in § 1 Abs. 183 (sic.) ZPO 
und ihr Einfluß auf die Fragen des Prozeßbetruges, 1939, p. 94, que recomendaba la introducción de un tipo cualificado 
de “estafa por medio de engaño al juez” („Betrug durch Täuschung des Richters“) con el propósito de hacer frente al 
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Por su parte, una vez promulgado el CP 1983, la agrupación de todos los supuestos de agravación 
bajo la rúbrica de circunstancias que agravan el delito, generó algunas críticas acerca de la naturaleza 
del contenido del art. 529. Por ejemplo, algunos autores sostenían que el mencionado artículo 
aglomeraba indebidamente verdaderas circunstancias agravantes y delicta sui generis96 que 
denominaba tipos agravados de estafa o estafas impropias (la estafa procesal incluida, además de 
los números 1º, 3º, 4º y 6º del mencionado artículo).97 
En efecto, los términos empleados por la doctrina y jurisprudencia para referirse a estas figuras —
subtipos agravados, circunstancias agravantes o cualificadoras—son usados como equivalentes98 en el 
entendido de que los supuestos previstos en el art. 250.1 CP (antiguo art. 529 CP 1983) son tipos 
derivados dependientes del tipo básico de estafa (art. 248.1 CP)99. Esto es, subsumibles en el delito 
de estafa aun en el caso de que su descripción expresa no estuviese prevista en la legislación.100 
Volviendo a la figura que nos ocupa, el art. 529.2 del CP 1983 disponía:   
 “Son circunstancias que agravan el delito, a los efectos del artículo anterior:  
(...)  
                                                        
mayor merecimiento de pena que comporta la manipulación fraudulenta del proceso („zum Zwecke der 
Berücksichtigung der erhöhten Strafwürdigkeit betrügerischer Manipulationen im Prozeß“). 
96 El término delictum sui generis es utilizado por la dogmática para denominar tipos penales que, aun a pesar de 
guardar una relación criminológica o fenomenológica con otra u otras figuras de la parte especial, son absolutamente 
independientes desde el punto de vista normativo. En este sentido, por todos, GÓMEZ MARTÍN, «La doctrina del 
“delictum sui generis”: ¿queda algo en pie?», RECPC, (07), 2005. Utiliza como ejemplo de delictum sui generis el tipo 
penal de robo con violencia (art. 242 CP), que es un tipo autónomo y no obstante está “emparentado” desde el 
punto de vista criminológico con los delitos de hurto (art. 234 CP) y coacciones (art. 172 CP).  
97 BAJO FERNÁNDEZ, «Las circunstancias que agravan la estafa», en COBO DEL ROSAL (dir.)/EL MISMO (coord.), 
Comentarios a la Legislación Penal. La reforma del Código penal de 1983, t. V vol. 2.º, 1985, pp. 1213 ss. Este autor 
considera —erróneamente según nuestro parecer— que ambos términos son sinónimos. En realidad, la 
denominación “tipo agravado” se utiliza en la doctrina para referirse a los tipos derivados dependientes del tipo 
básico que determinan una agravación de la pena. El término “estafa impropia”, por otra parte, se usa generalmente 
para referirse a tipos derivados autónomos del delito base (que en este caso es el tipo de estafa del art. 248.1 CP). Al 
respecto GÓMEZ MARTÍN, RECPC, (07), 2005. Posteriormente, BAJO FERNÁNDEZ, Los delitos de estafa en el Código penal, 
2004, pp. 105-107, atenúa la postura anterior al sostener que los supuestos contenidos en el art. 250 CP (anterior art. 
529) que denomina tipos agravados de estafa no son estafas impropias (delicta sui generis) sino que, por el contrario, 
son dependientes del tipo básico aun cuando ello implique (p. 105) la reducción del ámbito de aplicación de éstos 
(y la consecuente impunidad de ciertas conductas). Sin embargo, mantiene la diferenciación entre tipos agravados 
de estafa y meras circunstancias agravantes (constituidas por los ordinales 6º y 7º del art. 250.1 del Código Penal de 
1995 anterior a la reforma de la LO 5/2010) y sigue afirmando que los primeros (p. 105): “...implican 
comportamientos de estafa cerrados en sí mismos...”; en el mismo sentido PÉREZ MANZANO, «Título XIII. Las 
defraudaciones (I). Las estafas», en BAJO FERNÁNDEZ (dir.), Compendio de Derecho Penal (Parte especial), t. II, Madrid 
1998, pp. 463, 464 y CONDE-PUMPIDO FERREIRO, Estafas, 2.ª ed., 1997,pp. 119-121. 
98Por ejemplo, MUÑOZ CONDE, PE, 20.ª ed., 2015, p. 440 ss.; PASTOR MUÑOZ/COCA VILA, «Tema 11», en SILVA 
SÁNCHEZ (dir.)/RAGUÉS I VALLÈS (coord.), Lecciones de Derecho penal. Parte especial, 4.ª ed., 2015, p. 264; QUERALT 
JIMÉNEZ, PE, 2015, p. 510. 
99 Cfr. GÓMEZ MARTÍN, RECPC, (07), 2005.  
100 Así, PASTOR MUÑOZ/COCA VILA, en SILVA SÁNCHEZ (dir.)/RAGUÉS I VALLÈS (coord.), Lecciones de Derecho penal. 
Parte especial, 4.ª ed., 2015, p. 264. En contra, GALLEGO SOLER, en CORCOY BIDASOLO/MIR PUIG (dirs.)/VERA SÁNCHEZ 
(coord.), Comentarios al Código penal. Reforma LO 1/2015 y LO 2/2015, 2015, p. 859, sostiene una opinión contraria a la 
dominante, muy similar a la que sostuvo inicialmente BAJO FERNÁNDEZ, en COBO DEL ROSAL (dir.)/EL MISMO (coord.), 
Comentarios a la Legislación Penal. La reforma del Código penal de 1983, t. V vol. 2.º, 1985, pp. 1213-1215. Así: “En el Ap. 
1 se contemplan siete agravaciones de la pena básica de estafa. No estamos en todos los casos ante tipos agravados 
de la estafa común, sino que en ocasiones se trata de estafas autónomas que tienen una estructura propia y no 
precisan de la concurrencia de todos los elementos de la estafa común.” (el subrayado es mío).  
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2.º Cuando se realice con simulación de pleito o empleo de otro fraude procesal o administrativo 
análogo...”101 
La introducción de la agravante significó la asunción de los criterios doctrinal y jurisprudencial 
dominantes acerca de la tipicidad de la estafa procesal.102No obstante, su equivalente contenido en 
el Proyecto CP 1980 fue criticado por superfluo (estaba incluido en la redacción legal) e innecesario 
(el concurso ideal entre el tipo genérico y las falsedades previstas en los arts. 422 y 425 del Proyecto 
CP 1980 —uso/presentación en juicio de documentos falsos— implican un desvalor conjunto de la 
conducta procesal fraudulenta y por lo tanto un aumento de pena que, según esta opinión, no 
justificaba su agravación específica). Estos autores admitieron, sin embargo, el mayor grado de 
injusto de la conducta debido al agravio a la Administración de Justicia.103 
c) Algunos problemas interpretativos 
La agravación específica de la estafa procesal fue criticada desde el principio por su redacción 
deficiente y confusa.104 Por ejemplo, algunos autores interpretaron el término “simulación de 
pleito” como no referido a una modalidad de estafa procesal sino a la conducta del sujeto (abogado, 
principalmente) que hace creer a otros (un cliente, por ejemplo) que existe un litigio y con base en 
este engaño produce un acto de disposición patrimonial en la víctima.105 Esta interpretación ha 
tenido una aislada repercusión práctica que no deja de sorprender (en particular los casos más 
recientes). Por ejemplo, la SAP Alicante, Sección 3ª, de 27 enero de 1999 (ponente García-Villalba 
Romero): el tribunal consideró como constitutiva de estafa procesal la conducta del autor del hecho 
–abogado- que hace creer a sus clientes que ha iniciado en representación de éstos un trámite de 
divorcio cuando en realidad ni siquiera ha dado inicio al encargo de sus clientes. Los hechos son 
calificados de la misma forma en otro supuesto análogo mucho más reciente, la SAP Valladolid, 
Sección 4ª, de 29 de septiembre de 2010 (ponente Ruiz Romero), en los que el letrado llegó incluso 
                                                        
101 El art. 257.2 Proyecto CP 1980 establecía: (…) “2.º Cuando se ejecute simulando pleito o empleando otro fraude 
procesal de análoga entidad.” 
102 Al respecto, dice GONZÁLEZ RUS, «Lección 21. Delitos contra el patrimonio y el orden socioeconómico (V). Las 
defraudaciones. La estafa», en COBO DEL ROSAL (dir.), Curso de Derecho penal español. Parte especial, t. I, 1996, p. 228: 
“La reforma de 1983 (…), no crea la estafa procesal, sino que agrava determinados supuestos de estafa procesal…” 
103 HUERTA TOCILDO, CPC, (15), 1981, pp.  496 ss. En este sentido, también, VALLE MUÑIZ, El delito de estafa. Delimitación 
jurídico-penal con el fraude civil, 1987, p. 130: “…quizás el Proyecto peque, por exceso, en la positivización de tipos 
específicos, a la postre agravados. Pues, si bien es cierto que (…) especiales consideraciones político-criminales (v. 
gr. La inequívoca punibilidad de la estafa procesal, art. 257-2º), justificarían en cierta medida un tratamiento 
autónomo, la existencia de un tipo básico de estafa debe redundar en una aminoración de supuestos específicos, so 
pena de trasladar el casuismo, ahora, a los tipos cualificados.” (el subrayado es mío). Recientemente, con una 
opinión similar, MIRA BENAVENT, “El delito de estafa en el Proyecto de Ley de reforma del Código penal de 2007”, 
en ÁLVAREZ GARCÍA/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coords.), La adecuación del Derecho Penal español 
al ordenamiento de la Unión Europea: la política criminal europea, 2009, pp. 379 ss. 
104 QUINTERO OLIVARES/MUÑOZ CONDE, La reforma penal de 1983, 1983, pp. 170 ss.; BUSTOS RAMÍREZ, PE, 2.ª ed., 1991, 
pp. 197 ss., aluden incluso a un error de transcripción que permaneció después de la publicación del texto en el 
BOE. Se omitió la conjunción “o” entre los términos “fraude procesal” y “administrativo análogo”. Por lo tanto, 
donde decía “fraude procesal administrativo análogo”, debía decir “fraude procesal o administrativo análogo”.  
105 BUSTOS RAMÍREZ, PE, 2.ª ed., 1991, pp. 198 ss. y QUERALT JIMÉNEZ, PE, 5.ª ed., 2008, pp. 470 ss.  
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a entregar a sus clientes tanto un auto de admisión a trámite como una sentencia estimatoria de 
una demanda que en realidad nunca había sido presentada.106 
Siguiendo esta línea interpretativa, si la “simulación de pleito” no es un fraude procesal, la frase 
siguiente de la redacción legal (“…o empleo de otro fraude procesal…”) no tendría referente, según 
QUERALT JIMÉNEZ, por lo que “…como no puede haber otro fraude procesal, porque no hay un 
fraude procesal anterior, el otro fraude procesal es, de nuevo simplemente, el fraude procesal.” 
(¿?)107 
No obstante, como es sabido, la mayoría doctrinal y jurisprudencial se encargó de encauzar la 
interpretación de la redacción legal tal y como hoy la conocemos. Así pues, en virtud de que el 
fundamento de la agravación se encuentra en el empleo del proceso jurisdiccional como medio 
para defraudar y, por ende, perjudicar patrimonialmente a una de las partes procesales o a terceros 
ajenos al litigio, el autor de la estafa tiene que ser necesariamente una parte procesal. Por lo tanto, 
en la redacción típica deben considerarse incluidas las modalidades de comisión de la estafa 
procesal. En este sentido, la expresión “simulación de pleito” se considera equivalente a la 
conducta denominada colusión de partes: el acuerdo entre las partes en el ámbito de un 
procedimiento jurisdiccional con el fin de engañar al juez y perjudicar a un tercero en su 
patrimonio.108 Por otra parte, en la frase residual fueron incorporadas el resto de conductas 
tradicionalmente consideradas como modalidades de comisión de la estafa procesal: el engaño 
directo de una de las partes al juez a través de alegatos y medios de prueba falsos en perjuicio de 
la contraparte o de un tercero109 y la conducta engañosa dirigida directamente a la contraparte 
(estafa común) con el objeto de que ella misma realice el acto de disposición patrimonial típico en 
el contexto de una transacción judicial (“estafa procesal impropia”110). 
Otro aspecto de particular interés en la redacción legal derogada lo constituye el hecho de que se 
dejaba la puerta abierta a la doctrina y jurisprudencia para determinar el momento consumativo 
de la estafa procesal. Dependiendo del concepto de patrimonio y de perjuicio patrimonial que se 
asuma puede sostenerse que la estafa procesal se consuma con la sola emisión de la resolución 
judicial o, por el contrario, que es necesaria la ejecución de la sentencia. En consecuencia, la 
polémica estaba servida: hasta la reforma penal de 2010 no hubo unanimidad en cuanto a este 
                                                        
106 Un ejemplo límite lo constituye el caso enjuiciado en la STS de 20 de enero de 1994 (ponente Ruiz Vadillo): los 
autores del hecho acuden a un juzgado de instrucción y presentan un escrito en el que sostienen falsamente haber 
comprado a la víctima (propietaria) un inmueble y aducen en el mismo escrito que dicha transacción consta en un 
documento privado que no exhiben. En el mismo escrito ponen en conocimiento del juzgado su intención de tomar 
posesión del inmueble descerrajando la puerta del mismo. Poco después de recibido el escrito, se declara el archivo 
de las diligencias por estimar que éstas no tienen carácter penal. Posteriormente los acusados acuden al inmueble 
en cuestión acompañados de un cerrajero y toman posesión de éste. Ante el reclamo de la víctima, le dicen que han 
obtenido autorización judicial para actuar en consecuencia y le muestran parte de la resolución del juzgado. El TS 
desestimó la calificación de estafa procesal del Tribunal a quo.  
107 QUERALT JIMÉNEZ, PE, 5.ª ed., 2008, p. 471.   
108 Por todos, CHOCLÁN MONTALVO, El delito de estafa, 2.ª ed., 2009, pp. 313 ss. Respecto de la jurisprudencia, por 
todas, las muy citadas SSTS de 4 marzo de 1997 (ponente Delgado García) (FJ 9º) y 7 noviembre de 1997 (ponente 
Soto Nieto) (FJ 138º).  
109 Por todos, CHOCLÁN MONTALVO, El delito de estafa, 2.ª ed., 2009, pp. 312 ss. 
110 OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 98 ss.; RAGNO, Contributo alla configurazione del delitto di truffa 
processuale, 1966, pp. 85 ss., utiliza la misma terminología (truffa processuale impropria). 
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particular. Tanto la doctrina como la jurisprudencia estaban divididas entre quienes sostenían que 
la estafa procesal se consumaba con la promulgación de una resolución judicial (tendencia 
mayoritaria) y quienes defendían la ejecución de la sentencia como el momento consumativo del 
subtipo agravado.111 
d) La mención expresa a la estafa administrativa 
Del mismo modo se cuestionó la introducción de la estafa administrativa en el precepto (ausente 
en la redacción del Proyecto CP 1980).112 Su introducción en el tipo agravado probablemente se 
debió a la alusión a esta modalidad que hizo en su momento la doctrina y a que se propugnaba su 
sujeción al tipo de la estafa junto a su equivalente en sede jurisdiccional.113 Sin embargo, su 
equiparación en la misma disposición legal agravatoria era a todas luces desproporcionada: desde 
el punto de vista político-criminal es evidente la menor trascendencia de la estafa administrativa 
respecto del caso análogo en sede jurisdiccional.114 A modo de referencia, téngase en cuenta la gran 
diferencia que existe entre la pena máxima prevista para la prevaricación judicial dolosa (1 a 4 años 
de prisión e inhabilitación absoluta de 10 a 20 años —art. 446.1 CP—) y la pena máxima establecida 
para la prevaricación administrativa, que no contempla pena privativa de libertad (se castiga con 
inhabilitación especial para empleo o cargo público por tiempo de 7 a 10 años —art. 404 CP—).  
Por otro lado, la tipificación de la estafa administrativa junto a la estafa procesal desdecía el 
fundamento mismo de la agravante y ampliaba considerablemente el ámbito de aplicación de la 
norma.115 En efecto, el supuesto de hecho previsto en el tipo agravado podía desplegarse en 
cualquier tipo de procedimiento administrativo, siempre y cuando se apreciase ex ante un perjuicio 
patrimonial en detrimento de la propia Administración o de un administrado, ajeno o no al 
                                                        
111 Sobre el particular vid. BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis 
inédita, 2016, pp. 77 ss. 
112 QUINTERO OLIVARES/MUÑOZ CONDE, La reforma penal de 1983, 1983, p. 170 
113 Por todos, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 225 ss. 
114 Cfr. QUINTERO OLIVARES/MUÑOZ CONDE, La reforma penal de 1983, 1983 p. 170; VALLE MUÑIZ, «Capítulo VI. De las 
defraudaciones», en QUINTERO OLIVARES (dir.)/EL MISMO (coord.), Comentarios a la Parte Especial del Derecho penal, 
1996, p. 498. Cosa distinta es su equiparación “a la baja”. Es decir, su agrupación junto a los innumerables supuestos 
que pueden ser subsumidos en el tipo básico de la estafa. Es lo que hace OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 
1974, p. 225, conforme —claro está— a las circunstancias de la épocaen que fue publicada esta obra. Como se ha 
expuesto precedentemente, durante aquellos años aún se discutía acerca de la tipicidad de estas conductas y no 
existía el agravante específico del art. 250.1.7º CP. Es lo mismo que también hace también la doctrina y 
jurisprudencia alemanas, que califican como estafa procesal (Prozeßbetrug) a la estafa administrativa ante la ausencia 
de un agravante análogo al español. Al respecto, por todos, KRELL, «Probleme des Prozeßbetrugs», JR, (3), 2012, pp. 
102 ss. Por ejemplo, HEFENDEHL, Vermögensgefährdung und Exspektanzen. Das vom Zivilrecht konstituierte und vom 
Bilanzrecht konkretisierte Herrschafktsprinzip als Grundlage des strafrechtlichen Vermögensbegriffs, 1994, p. 406 y JÄNICKE, 
Gerichtliche Entscheidungen als Vermögensverfügung im Sinne des Betrugstatbestandes, 2001, p. 476, citan casos de estafa 
administrativa bajo la clasificación genérica de Prozeßbetrug. Así, OLG Stuttgart, NStZ, (8), 1985, pp. 365 s.: el 
acusado se sirve de un poder amplio para vender un inmueble propiedad de su apoderado por medio de notario 
sin la autorización de aquél. El comprador (y cómplice) logra obtener la calificación registral del mismo en el que 
consta como nuevo propietario. 
115 CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982, pp. 268 ss.; VALLE MUÑIZ, en QUINTERO OLIVARES 
(dir.)/EL MISMO (coord.), Comentarios a la Parte Especial del Derecho penal, 1996, p. 498; BUSTOS RAMÍREZ, PE, 2.ª ed., 
1991, pp. 198 ss. 
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procedimiento.116 En este sentido, el fraude típico podía apreciarse en el seno de cualquier órgano 
de la Administración Pública y por lo tanto, en cualquiera de las formas en que se materializa la 
actividad administrativa (según la clasificación tradicional: policía, fomento y servicio público117). 
En este orden de ideas, el espectro de sujetos pasivos del engaño competentes para conocer del 
procedimiento administrativo viciado (autoridad o funcionario, titular del órgano118) y dictar en 
consecuencia el acto administrativo (dispositivo patrimonial) producto del fraude era a todas luces 
considerable. Además, ello generaba dificultades considerables respecto de la determinación del 
error típico propio de la estafa. Sirvan de ejemplo los casos en que el organismo decisor acoge de 
forma automática el criterio erróneo (producto de un engaño precedente) que se le expone en el 
informe —en ciertos casos vinculante— previsto en el art. 82 ss. LPC.119 
En vista de esta situación, la jurisprudencia intentó delimitar el ámbito de aplicación de la 
agravante utilizando la distinción tradicional del Derecho administrativo entre actos de gestión 
(actos instrumentales, en general no impugnables, que preparan la resolución —acto 
administrativo— final, contentivos de manifestaciones de juicio, deseo o conocimiento120) y, por 
                                                        
116 No obstante, en virtud de la estructura inquisitiva del procedimiento administrativo estándar contenido en la 
LPACAP y de la mayoría de los procedimientos administrativos especiales, el carácter triangular de la estafa 
administrativa es excepcional. Los casos de estafa administrativa triangular ocurren en su mayoría en el marco de 
la función pública notarial y/o registral (aunque los deberes de heteroprotección de ambos en su condición de 
gatekeepers exigen la sofisticación del engaño como presupuesto de su tipicidad —sobre todo en el caso del notario—
). Asimismo, partiendo de la discusión acerca de la naturaleza jurídica de la función notarial, tampoco está muy 
claro que la estafa ante el notario sea una estafa administrativa (vid. infra). Respecto de la función del notario y los 
deberes que fundamentarían su posición de garante, SILVA SÁNCHEZ, «La intervención de notarios en la comisión 
de delitos patrimoniales y económicos», en PALACIO CRIADO/FUENTES MARTÍNEZ (dirs.), Judicatura y notariado ante 
los delitos económicos, 2006, pp. 181 ss. Otro grupo de casos estaría constituido por aquellos desplegados en el marco 
de la denominada actividad administrativa arbitral en los que la Administración realiza una función análoga a la 
jurisdiccional(así, por ejemplo, la Comisión de Propiedad Intelectual, organismo administrativo con funciones 
arbitrales, según se establece en el art. 158 ss. de la Ley de Propiedad Intelectual). Sobre el particular, PARADA 
VÁZQUEZ, Derecho administrativo, t. I, 17.ª ed., 2008, pp. 374 ss., 507 ss.  
117 PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo, t. I, 17.ª ed., 2008, pp. 371 ss., entre otros. 
118 PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo, t. I, 17.ª ed., 2008, pp. 127 ss., entre otros. 
119 PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo, t. I, 17.ª ed., 2008, pp. 224 ss. Por ejemplo, el caso enjuiciado en la STS 
de 16 de diciembre de 1987 (ponente Moyna Ménguez) (calificado como estafa administrativa): “…el procesado 
(…) trabajaba como oficial administrativo en la Tesorería Territorial del Instituto Nacional de la Seguridad Social 
de Vizcaya, teniendo como cometido específico la tramitación de los expedientes de devolución de cuotas a los 
beneficiarios sometidos a los Regímenes Especiales de Autónomos, correspondiéndole en tal función la recepción 
de las solicitudes de los interesados, comprobación de la procedencia o no de la devolución solicitada, propuesta 
de resolución y envío de los mismos al Departamento de Intervención de donde pasaban a la tesorería para su 
respectiva fiscalización y apropiación y finalmente, con los expedientes aprobados, el procesado confeccionaba 
unos listados que pasaban al Departamento de Pagos y Operaciones Financieras que elaboraban la definitiva 
relación de beneficiarios y cantidad a devolver efectuando los consiguientes libramientos o transferencias 
bancarias. Aprovechándose de su situación y conocedor del automatismo con que se producía en la realidad el pase 
de su propuesta de uno a otro departamento hasta la aprobación misma, incluyó en el período comprendido entre 
el mes de enero de 1980 a julio de 1981 y actuando con una misma intención en las relaciones de beneficiarios con 
Derecho a devolución a seis personas que ni estaban afiliadas al régimen especial de trabajadores autónomos, ni 
tenían Derecho a devolución de cantidad alguna por parte de la Seguridad Social, dando ello lugar a un pago 
indebido por un total de 6.039.119 pesetas que fueron transferidas a otras tantas libretas de Ahorro de la Caja de 
Ahorros Vizcaína aperturadas (sic.) a instancia del procesado por las seis personas supuestamente beneficiarias a 
las que convino aquél para que efectuaran aquella apertura y le firmaran en blanco diversos impresos de reintegro 
que posteriormente utilizó el procesado para disponer libremente de los fondos así obtenidos.” (el subrayado es 
mío). 
120 GARCÍA DE ENTERRÍA/FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho administrativo, t. I, 14.ª ed., 2008, pp. 577 ss.  
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otra parte, los actos administrativos en sentido estricto (“…resolución de un poder público en el ejercicio 
de potestades y funciones administrativas y mediante el que impone su voluntad sobre los Derechos, 
libertades o intereses de otros sujetos públicos o privados…”121). Según este criterio, únicamente la 
obtención fraudulenta de un acto administrativo en sentido estricto con efectos patrimonial-
perjudiciales quedaría incluida en el tipo agravado. El resto de actos administrativos, incluidos los 
actos de gestión, quedaban fuera del ámbito de aplicación de la norma.122 
Con todo, durante el período de vigencia de la norma en cuestión (del 16 de julio de 1983 al 23 de 
mayo de 1996) la proporción de estafas administrativas conocidas por el Tribunal Supremo es 
significativamente menor a los enjuiciamientos por estafa procesal en esa misma sede (solo 5 casos 
de un total de 19123). Huelga decir que esta cifra (19) tampoco es relevante si la comparamos con la 
del período de vigencia del CP 1995 previo a la reforma de 2010 (24/05/1996-22/12/2010) (más de 
90 sentencias).124 
                                                        
121 PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo, t. I, 17.ª ed., 2008, p. 102.  
122 Cfr. SSTS 30 de mayo de 1987 (ponente Jiménez Villarejo) y de 20 de diciembre de 1988 (ponente Carrero Ramos). 
Sin embargo, desde la teoría del Derecho administrativo la cuestión es discutible: existen actos de trámite o gestión 
que son impugnables (“si deciden directa o indirectamente el fondo del asunto”, arts. 112.1 LPACAP y 25.1 LRJCA) 
y éstos a su vez serían impugnables en forma accesoria, a través de la impugnación de la resolución o acto 
administrativo final del procedimiento, por virtud del principio de concentración procedimental (al respecto, vid. 
entre otros, GARCÍA DE ENTERRÍA/FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho administrativo, t. I, 14.ª ed., 2008, pp. 577 
ss.). En todo caso la jurisprudencia citada no utiliza correctamente la distinción. La última de las decisiones citadas 
en esta nota califica erróneamente como un acto de gestión técnica el trámite fraudulento de obtención de una 
declaración de incapacidad temporal de una funcionaria, por no estar sujeto al procedimiento administrativo 
establecido en la hoy derogada Ley de 17 de julio de 1958 de procedimiento administrativo. La materia en cuestión 
excede con creces el ámbito del presente trabajo. Solo nos limitaremos a aseverar que, a todo evento, la licencia de 
incapacidad temporal es ciertamente una dispensa, o lo que es lo mismo, un acto administrativo favorable y por ello 
necesariamente inmotivado (vid. PARADA VÁZQUEZ, Derecho administrativo, t. I, 17.ª ed., 2008, pp. 116 ss.). Por otro 
lado, si bien es cierto que existe un marco general procedimental administrativo (art. 54 ss. LPACAP), la 
complejidad y diversidad de materias en esta área del Derecho ocasiona que inevitablemente se tienda en muchos 
casos a la especialización procedimental. Tal es el caso, por ejemplo, del régimen de seguridad social de los 
funcionarios, sometido a reglas específicas (RDL 4/2000 de 23 de Julio por el que se aprueba el Reglamento General 
del Mutualismo Administrativo, entre otras normas) y contentivo del procedimiento relativo a la obtención de una 
licencia por incapacidad temporal y las prestaciones económicas que de ella deriven (art. 88 ss. RDL 4/2000 de 23 
de Julio). En síntesis, el sometimiento o no al procedimiento administrativo general previsto en la ley marco no es 
un criterio de distinción entre los actos administrativos en sentido estricto y los actos de trámite o gestión (al 
respecto, GARCÍA DE ENTERRÍA/FERNÁNDEZ RODRÍGUEZ, Curso de Derecho administrativo, t.II, 12.ª ed., p. 456 ss.; DOLZ 
LAGO, El régimen especial de seguridad social de los funcionarios de la administración civil del estado, 2004 pp. 244 ss.). 
123 SSTS de 16 de marzo de 1987 (ponente Manzanares Samaniego), (se enjuicia erradamente una tentativa de estafa 
a una aseguradora como una estafa administrativa); de 30 de mayo de 1987 (ponente Jiménez Villarejo) y de 20 de 
diciembre de 1988 (ponente Carrero Ramos) (como mencionamos en la nota al pie anterior respecto de esta última, 
en ambos casos considera de forma errada que el intento de obtención fraudulenta de una licencia por incapacidad 
temporal por medio de documentos falsos —récipes médicos y formularios— no constituye estafa administrativa 
porque según su opinión no se verifica el procedimiento administrativo al que se refiere la norma); de 16 de 
diciembre de 1987 (ponente Moyna Menguez) (fraude a la seguridad social explicado ut supra) y, por último, de 30 
de noviembre de 1992 (ponente Cotta Márquez de Prado) (el dueño de una empresa se da de alta subrepticiamente 
como trabajador de la misma en el régimen de la seguridad social. Posteriormente insta cuatro expedientes de 
reducción de jornada y obtiene la correspondiente indemnización en perjuicio del Instituto Nacional de Empleo). 
124 Hemos realizado una estimación aproximada de más de noventa SSTS en las que se enjuician directamente casos 
de estafa procesal. Para ello tomamos como base los bancos de datos de la colección Aranzadi de jurisprudencia y 
del Consejo General del Poder Judicial (CENDOJ). 
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En fin, a pesar de la amplitud del tipo agravado, su aplicación práctica discurrió mayoritariamente 
por el cauce tradicional: el ataque patrimonial por medio del fraude en sede jurisdiccional. 
3.3. El Código penal de 1995 
La promulgación de la LO 10/1995 de 23 de noviembre (BOE de 24 de noviembre de 1995)125 de 
Código penal, aún vigente, no entrañó cambios estructurales respecto de la figura que nos ocupa. 
Sin embargo, las puntuales modificaciones de la estafa procesal merecen ser mencionadas. 
a) Características generales 
Algunas de las reformas que vinieron con la nueva legislación son esencialmente formales. Cabe 
resaltar la reagrupación del tipo básico de la estafa (art. 248.1 CP 1995), sus agravantes específicas 
(art. 250 CP) y demás defraudaciones (Capítulo VI) en el género de los delitos contra el patrimonio 
y el orden socioeconómico (Título XIII del Libro II CP).126 También, respecto del tipo básico, solo 
se introdujeron correcciones de índole gramatical y se sustituyeron palabras sin que se haya 
alterado la esencia de la redacción legal. Por ejemplo, el inciso “con ánimo de lucro” se encerró 
entre comas para una mayor precisión.127 Se sustituyó la tercera persona del plural en presente de 
indicativo, por la tercera persona del plural en futuro simple de subjuntivo (“utilizaren”) más 
propia de textos jurídicos.128 Por otro lado, se modificó el leísmo de la forma “induciéndole” por el 
pronombre enclítico acusativo “lo” (“induciéndolo”) por cuyo uso se inclina la RAE sin que ello 
implique incorrección de la expresión “induciéndole”.129 Por último, se modificó la frase “de sí 
mismo”, por la palabra “propio” y la palabra “tercero”, por “ajeno”. En definitiva, el texto vigente 
(art. 248.1 CP) quedó redactado así: 
                                                        
125 El CP 1995 es producto exclusivo de la joven democracia española (VALLE MUÑIZ, «Prólogo», Código penal y Leyes 
penales especiales, 21.ª ed., p. 45 ss.). Constituye además una manifestación palpable del innegable avance de la 
ciencia penal de este país (por ejemplo, MUÑOZ CONDE, «El “moderno” Derecho Penal en el nuevo Código Penal. 
Principios y tendencias», Diario La Ley, (3), 1996, 12189/2001, advierte acerca de una tendencia en el texto legal a la 
funcionalización) y además es un reflejo de su tiempo y de las circunstancias de su gestación (vid., entre otros, ASÚA 
BATARRITA, «Prólogo», en LA MISMA (ed.), Jornadas sobre el nuevo Código Penal de 1995, 1998, pp. 11 ss.). En este sentido 
y como es natural en un Estado democrático, su promulgación no estuvo exenta de polémica. Contó con la oposición 
de eminentes juristas, que defendían la vigencia del CP 1983 y calificaron la nueva regulación de doctrinal-sectarista, 
carente del progresismo con el que se presentó a la opinión pública y tendiente a la inseguridad jurídica. Así, por 
ejemplo, GIMBERNAT ORDEIG, en ASÚA BATARRITA (ed.), Jornadas sobre el nuevo Código Penal de 1995, 1998, pp. 17 ss.; 
EL MISMO, JpD, (36), 1999, pp. 18 ss., entre otros trabajos. 
126 ZUGALDÍA ESPINAR, «Los delitos contra la propiedad, el patrimonio y el orden socioeconómico en el nuevo Código 
Penal (consideraciones generales sobre el título XIII del nuevo Código Penal)», en ASÚA BATARRITA (ed.), Jornadas 
sobre el nuevo Código Penal de 1995, 1998, pp. 129 ss., critica que no se hiciera referencia expresa a los delitos contra 
la propiedad, según el autor (p. 130) “…conceptual y dogmáticamente distintos de los delitos contra el patrimonio 
y de los delitos contra el orden socioeconómico…”. También se muestra en contra de agrupar figuras disímiles 
como el hurto (delito contra la propiedad) y la estafa (delito contra el patrimonio) bajo una misma rúbrica que hace 
imposible la distinción entre unos y otros.   
127 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA/ASOCIACIÓN DE ACADEMIAS DE LA LENGUA ESPAÑOLA, Ortografía de la lengua española, 
2010,pp. 306 ss. 
128 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA/ASOCIACIÓN DE ACADEMIAS DE LA LENGUA ESPAÑOLA, Nueva Gramática de la lengua 
española, 2009, pp. 1813 ss. 
129 REAL ACADEMIA ESPAÑOLA/ASOCIACIÓN DE ACADEMIAS DE LA LENGUA ESPAÑOLA, Nueva Gramática de la lengua 
española, 2009, pp. 1207 ss. 
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“Cometen estafa los que, con ánimo de lucro, utilizaren engaño bastante para producir error en otro, 
induciéndolo a realizar un acto de disposición en perjuicio propio o ajeno...” 
En cuanto al subtipo agravado, se suprimió la alusión a la estafa administrativa, algo que, teniendo 
en cuenta las consideraciones anteriores, es la solución más correcta: se otorgó concreción al 
fundamento de la agravante (el atentado a la Administración de Justicia) y en consecuencia se 
redujo considerablemente su ámbito de aplicación.130 El fraude ocurrido en el seno de un 
procedimiento administrativo pasó a ser desde entonces un supuesto del tipo básico de estafa (art. 
248.1 CP).131 
b) La cuestión de la jurisdicción voluntaria 
La exclusión de la estafa administrativa y (añado) la deficiente redacción legal del tipo agravado 
había generado controversia acerca de su aplicación a los casos planteados en expedientes de 
jurisdicción voluntaria.132 Quienes se mostraban en contra de incluir estos supuestos en el ámbito 
de aplicación de la estafa procesal sostenían que la interpretación in extenso que debía efectuarse 
del tenor literal de la norma era indebida.133 Según esta opinión, la palabra pleito en la redacción 
legal hace expresa alusión al contexto de una controversia judicial y, por lo tanto, los casos 
ocurridos en el seno de procesos desprovistos de contenido contradictorio y concernientes a la 
denominada actividad administrativa judicializada estarían excluidos del ámbito de aplicación de la 
estafa procesal.134 
                                                        
130 En el Proyecto CP 1992, antecedente directo del CP 1995, la referencia a la estafa administrativa había sido 
suprimida. Del mismo modo, como hemos mencionado, estaba ausente en el Proyecto CP 1980. En este sentido, 
STS de 4 marzo de 1997 (ponente Delgado García) (FJ 9º): “En el art. 250.1.2 CP 1995 ha desaparecido (…) el fraude 
administrativo (…), con lo cual el fundamento de esta agravación queda más claro: el atentado que supone contra 
el poder judicial.” (El subrayado es mío).  
131 Así, STS 30 de junio 2009 (ponente Colmenero Menéndez de Luarca) que confirma la SAP Barcelona, Sección 8ª, 
de 14 de julio 2008 (ponente Fernández Palma). Sin embargo, este criterio no es unánime en la jurisprudencia. 
Existen decisiones que han sostenido la atipicidad de la estafa administrativa en virtud de que ya no es mencionada 
expresamente en la redacción legal del subtipo agravado de estafa procesal. Por ejemplo, STS de 15 de febrero 1998 
(ponente Martín Pallín) o SAP Granada, Sección 1ª, de 5 de julio 2011 (ponente Barrales León). Cabe destacar 
además que, a partir de la vigencia del CP 1995, tampoco existe la estricta necesidad de ceñirse al modelo 
organizativo del tipo de estafa porque existen tipos penales que constituyen una excepción de aquél y sancionan 
determinadas inveracidades de particulares que crean un riesgo para el patrimonio de la Administración Pública. 
Es el caso de, por ejemplo, el fraude a la seguridad social (art. 307 CP) o del fraude de subvenciones (art. 308 CP). 
Al respecto, cfr. SILVA SÁNCHEZ, en SALVADOR CODERCH/EL MISMO, Simulación y deberes de veracidad. Derecho civil y 
Derecho penal: dos estudios de dogmática jurídica, 1999, pp. 122 ss. 
132 No se discute que estos casos están incluidos en el tipo básico de estafa (art. 248.1 CP). Así, OLIVA GARCÍA, La 
estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 112 ss., 177 ss.; CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982,p. 255. 
133 SERRANO HOYO, AFD, (14-15), 1996-97,p. 199, n. p. 21: “Cabría entender que el juez que conozca de actos de 
jurisdicción voluntaria que tengan contenido patrimonial (que no juzga y ejecuta lo juzgado, sino que ejerce una 
función —no jurisdiccional— atribuida por ley en garantía de derechos (…), no puede ser sujeto pasivo de un delito 
de estafa procesal (…), no podría tipificarse ni siquiera como estafa administrativa al haber [ésta] desaparecido.”; 
MAGALDI PATERNOSTRO, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (dirs.), Comentarios al Código penal. Parte especial, t. I, 2004, 
p. 781: “…Más discutible resulta la posibilidad de llevar a cabo la conducta en los denominados actos de jurisdicción 
voluntaria que constituyen procedimientos administrativos judicializados, pero que no constituyen un pleito o 
proceso, ya que su admisibilidad comporta dotar al término ‘pleito’ al que se vinculan otros posibles fraudes 
(también) ‘procesales’ de un amplio significado no compatible con el concepto procesal de pleito o causa judicial…”  
134 Como es sabido, existe desde hace muchos años una polémica en torno a la naturaleza jurídica de la jurisdicción 
voluntaria. Principalmente son dos los sectores enfrentados: quienes sostienen que la jurisdicción voluntaria forma 
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Cabe destacar que la jurisprudencia no se hizo eco de la polémica y con base en un criterio formal-
jurisdiccionalista admitió sin reservas la existencia de estafa procesal en estos casos. 
Así, por ejemplo, se apreció la existencia de estafa procesal en el siguiente supuesto de hecho:  
El acusado A, promovió expediente de dominio (arts. 199 ss. Ley hipotecaria), para la reanudación a su favor 
del tracto sucesivo registral relativo al inmueble X. Manifestó falsamente en su solicitud que el inmueble en 
cuestión había sido adquirido por compra a B (última titular registral) mediante contrato formalizado en 
documento privado. Para apoyar su declaración aportó al expediente de dominio documentos y testigos 
falsos. En virtud de dichas manifestaciones y cumplidos los requisitos legales por el juzgado que conocía 
del expediente, se dictó auto en el que se declaraba justificado el dominio de A sobre el inmueble en 
referencia135 
                                                        
parte de la potestad jurisdiccional y los que aseveran que ésta constituye actividad administrativa (stricto sensu para 
algunos, sustancialmente administrativa y formalmente judicial para otros, administración pública del derecho 
privado para un tercer sector). Al respecto, FERNÁNDEZ DE BUJÁN, Hacia una teoría general de la jurisdicción voluntaria, 
t. I, 2007, p. 48 ss.; LIÉBANA ORTIZ, Fundamentos dogmáticos de la jurisdicción voluntaria, 2012, pp. 55 ss., entre otros. 
Por su parte, la regulación establecida en la LJV (Ley 15/2015, de 2 de julio) asume un criterio formal-jurisdiccional: 
considera incluido en su ámbito de aplicación a todo expediente que requiera la intervención de un órgano 
jurisdiccional (art. 1.2 LJV). Asimismo, en coherencia con este postulado, esta norma solo rige en expedientes que 
son competencia del juez o del secretario judicial (letrado de la Administración de Justicia). Los expedientes 
encargados a notarios y registradores están regulados en la legislación respectiva. Al respecto, LIÉBANA 
ORTIZ/PÉREZ ESCALONA, Comentarios a la Ley de jurisdicción voluntaria, 2015, pp. 47 ss.  
135 STS 5 de abril 2005 (ponente Bacigalupo Zapater), que al respecto establece (FJ Único): “…en el caso del 
expediente de dominio regulado por los arts. 199 y stes. de la Ley Hipotecaria [RCL 1946, 886] como un 
procedimiento de jurisdicción voluntaria, la posibilidad de comisión del delito de estafa (procesal), como 
acertadamente lo señala la Audiencia, no puede ser excluida en general; será necesario considerar en el caso 
concreto la relevancia de la prueba practicada en la toma de decisión del juez. En el presente caso el Juez tomó en 
cuenta la prueba practicada y, por lo tanto, pudo haber sido inducido a error sobre la base de pruebas falsas y el 
auto mediante el que resolvió la transferencia del dominio constituiría, sin duda, una disposición patrimonial que 
recaería sobre el patrimonio de un tercero.” De este asunto conoció en instancia la SAP Alicante, Sección 1ª, de 29 
de enero de 2003 (ponente Magro Servet). Un caso similar, STS de 30 de septiembre de 1997 (ponente Conde-
Pumpido Tourón): se aprecia estafa procesal en la conducta desplegada por un solicitante en un expediente de 
declaración de herederos, que, apoyado en documentos y testigos falsos, afirma falsamente en la solicitud 
presentada al juzgado correspondiente la inexistencia de otros parientes del mismo grado que puedan ser también 
titulares de los Derechos hereditarios que reclama. Un supuesto análogo, tanto en los hechos como en su calificación 
jurídica: SAP Barcelona, Sección 5ª, de 2 de abril de 2008 (ponente Guinduláin Oliveras). Dos casos muy interesantes 
por sus particularidades respecto de la determinación del engaño y del acto de disposición patrimonial propios de 
la estafa, son los enjuiciados por la SAP Barcelona, Sección 5ª, de 10 de noviembre de 2004 (ponente Guinduláin 
Oliveras) y por la SAP Alicante, Sección 1ª, de 11 de mayo de 2005 (ponente Magro Servet). En el primer caso, el 
acusado, tras la finalización de un procedimiento de declaración de herederos ab-intestato, fue designado 
judicialmente (a instancias del apoderado de una de las herederas y según establece el art. 782.1 LEC) contador-
partidor de la herencia en cuestión. Dicha heredera falleció meses antes de la incoación del mencionado 
procedimiento y el acusado no notificó al juzgado de su muerte. Posteriormente, en ejercicio de sus funciones y de 
común acuerdo con el apoderado de la heredera fallecida, adjudicó a ésta un inmueble del caudal hereditario del 
causante y, posteriormente, con base en una permuta suscrita de forma previa, el apoderado de la heredera fallecida 
se adjudicó a su vez el mencionado inmueble. La audiencia declaró la atipicidad del engaño y, por lo tanto, la 
absolución del acusado. En el segundo caso, el acusado planteó un expediente de dominio (arts. 201 ss. Ley 
Hipotecaria) y reclamó a su favor la propiedad de un inmueble, alegando falsamente haberlo adquirido según 
documento privado inexistente y con el apoyo de dos testigos igualmente falsos. Logró obtener una resolución del 
tribunal en la que se declara justificado su dominio sobre el bien en cuestión. La Audiencia Provincial condenó al 
autor de los hechos por estafa procesal consumada. Por su parte, la jurisprudencia alemana contiene también 
interesantes decisiones al respecto. Así, por ejemplo, la RGSt 53, 261, 262, aprecia perjuicio patrimonial y, por lo 
tanto estafa, en la obtención fraudulenta de una declaración judicial de único heredero mediante la aportación al 
expediente de un testamento falso. También, la RGSt 66, 371-374, que aprecia estafa en la conducta del sujeto que 
adquiere un inmueble en comunidad de gananciales y aprovecha un error del asiento registral en el que consta 
como único propietario para vender el bien a un tercero y perjudicar patrimonialmente a su (ex)cónyuge. 
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Con todo, la interpretación jurisprudencial restringía a todas luces el ámbito de aplicación del 
precepto legal, que como hemos dicho estaba caracterizado por su imprecisión. Sin embargo, eran 
absolutamente plausibles interpretaciones más amplias respecto del sujeto pasivo del engaño en la 
estafa procesal: no había impedimento legal en que éste fuese, vbg., un notario136 en un expediente 
de declaración de herederos ab intestato, de conformidad con el art. 55 de la Ley del notariado137 o 
un secretario judicial (ahora denominados “letrados de la Administración de Justicia” en la LOPJ), 
según la competencia alternativa que les otorga el art. 456.3 b) LOPJ en esta materia “cuando así lo 
prevean las leyes procesales”138.  
c) Penalidad 
Por último, no podemos dejar de referirnos al aumento generalizado de penas que implicó la 
entrada en vigor del nuevo CP 1995.139 Como es sabido, la pena del tipo básico de estafa sufrió un 
                                                        
136 La teoría que aproxima la naturaleza jurídica de la función notarial a la jurisdicción voluntaria aportaría 
fundamento a esta tendencia. En este sentido el art. 3 del Reglamento Notarial establece que el notariado es un 
órgano de jurisdicción voluntaria. Al respecto, GOMÁ SALCEDO, Derecho notarial, 2.ª ed., 2011,pp. 29 ss.; BORRELL 
MESTRE, «Tema 3: carácter rogado de la función», en EL MISMO (coord.), Derecho notarial, 2011, pp. 55 ss., entre otros. 
En contra de esta postura, ROJAS MARTÍNEZ DEL MÁRMOL, El ejercicio privado de la fe pública notarial: examen jurídico-
administrativo, 2003, pp. 89 ss.  
137 Art. 55 LN: “1. Quienes se consideren con derecho a suceder abintestato a una persona fallecida y sean sus 
descendientes, ascendientes, cónyuge o persona unida por análoga relación de afectividad a la conyugal, o sus 
parientes colaterales, podrán instar la declaración de herederos abintestato. Esta se tramitará en acta de notoriedad 
autorizada por Notario competente para actuar en el lugar en que hubiera tenido el causante su último domicilio o 
residencia habitual, o donde estuviere la mayor parte de su patrimonio, o en el lugar en que hubiera fallecido, 
siempre que estuvieran en España, a elección del solicitante. También podrá elegir a un Notario de un distrito 
colindante a los anteriores. En defecto de todos ellos, será competente el Notario del lugar del domicilio del 
requirente.” (…) 
138 En contra, dice GONZÁLEZ RUS, «Los delitos contra el patrimonio», en DEL ROSAL BLASCO (ed.), Estudios sobre el 
nuevo Código Penal de 1995, 1997, p. 196, que la agravante especifica quién es el engañado y cuál es el contexto. 
139 Por todos, SILVA SÁNCHEZ, La expansión del Derecho penal. Aspectos de la política criminal en las sociedades 
postindustriales, 3.ª ed., 2011, pp. 4 ss., inscribe este fenómeno dentro de una tendencia generalizada con un claro 
asiento ideológico. Dice, por ejemplo: “…no es nada difícil constatar la existencia de una tendencia claramente 
dominante en la legislación de todos los países hacia la introducción de nuevos tipos penales así como una 
agravación de los ya existentes (…). Tal ‘expansión’ es, por cierto, una característica innegable del Código Penal 
español de 1995 y la valoración positiva que importantes sectores doctrinales han realizado del mismo pone de 
relieve cómo la tópica ‘huida (selectiva) al Derecho penal’ no es solo una cuestión de legisladores superficiales y 
frívolos, sino que empieza a tener una cobertura ideológica de la que hasta hace poco carecía. En todo caso, el 
legislador de 1995, en efecto, no pudo sustraerse ni siquiera aún reconocimiento expreso —aunque a medias— de 
este fenómeno, al aludir en la Exposición de Motivos del cuerpo legal a la existencia de una ‘antinomia entre el 
principio de intervención mínima y las crecientes necesidades de tutela en una sociedad cada vez más compleja’, 
antinomia que se resolvería en el texto, según el propio legislador, ‘dando prudente acogida a nuevas formas de 
delincuencia, pero eliminando, a la vez, figuras delictivas que han perdido su razón de ser’. En realidad, sin 
embargo, lo evidente era la acogida de ‘nuevas formas de delincuencia’ y la agravación general de las penas 
imponibles a delitos ya existentes (sobre todo, socioeconómicos); en cambio, la trascendencia de la eliminación de 
ciertas figuras delictivas resulta prácticamente insignificante.” (el subrayado es mío). También, abiertamente en 
contra, GIMBERNAT ORDEIG, JpD, (36), 1999, pp. 18 ss. Dice por ejemplo (p. 19): “…lo dramático —porque ello (…), 
ya no tiene vuelta atrás— del nuevo Código es el endurecimiento de las penas y la metastásica ampliación del catálogo 
punitivo con nuevos delitos…”. También (p. 20): “Por qué en un país con un Gobierno —al menos, nominalmente— 
de izquierdas, que, además no se veía acosado por una especial presión (y si existía algún conato, éste era, por lo 
demás, perfectamente resistible) de la opinión pública con llamadas a la ‘ley y el orden’, aquél decide, no obstante, 
acometer la redacción de un nuevo Código Penal mucho más represivo que el hasta entonces vigente, es una 
pregunta que tiene muchas respuestas: ideológicas y culturales, unas y reconducibles a ‘factores humanos’, otras. 
Pero, en cualquier caso, la consecuencia del nuevo texto es que el ‘endurecimiento’ y el ‘expansionismo’ dejan de 
ser manifestaciones esporádicas que sólo afectaban a delitos o a grupos de delitos aislados, para apoderarse de todo 
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aumento ostensible (seis meses a cuatro años de prisión) en comparación con la legislación 
precedente (arresto mayor: hasta seis meses en su grado máximo). Lo mismo ocurrió con la pena 
aplicable a la estafa procesal (uno a seis años de prisión, frente a la regulación anterior que 
ordenaba la imposición de la pena del tipo básico en su grado máximo). Lógicamente, ello 
repercutió en la actividad diaria de jueces y tribunales. En este sentido, el CP 1995 no tuvo una 
aplicación inmediata a su entrada en vigor. Por el contrario, el CP 1983 siguió aplicándose 
ultractivamente varios años después de su derogación en la totalidad de los casos de estafa procesal 
iniciados durante su vigencia.140 
En líneas generales, las modificaciones del CP 1995 no representaron un cambio sustancial respecto 
de la tendencia jurisprudencial ya anotada. La modificación más importante en cuanto a su 
estructura —la supresión de la estafa administrativa— significó la consecuencia natural de una 
clara tendencia de la doctrina y especialmente de la jurisprudencia. 
3.4. La reforma penal de 2010 
a) Antecedentes. El anteproyecto de Código penal de 2006: tipo penal autónomo 
Atendiendo probablemente a las exigencias provenientes de un sector minoritario de la doctrina,141 
el Anteproyecto de reforma CP 1995 elaborado por el Ministerio de Justicia y aprobado por el 
Consejo de Ministros el 14 de julio de 2006, tipificaba (art. 248.2 letra d) un pretendido tipo 
autónomo de estafa procesal: 
(…) 
2. También se consideran reos de estafa:  
(…) 
d.  Los que, en un procedimiento judicial de cualquier clase, faltaren a la verdad en sus alegaciones o 
manipularen las pruebas en que pretendieran fundarlas, provocando error en el Juez o Tribunal y 
llevándole a dictar una resolución que perjudique los intereses económicos de la otra parte o de un 
tercero”142. 
                                                        
el Derecho penal: consecuencia que, además y con una meteórica tramitación parlamentaria, se trata de encubrir 
apelando al ‘slogan’ formal del ‘Código Penal de la democracia’ y no explicitando en qué iba a consistir materialmente 
ese Código.” Y continúa, acertadamente, en la misma pág.: “Es posible que en el futuro se afronte una reforma del 
CP/1995. Pero, en ese caso, ésta se limitaría a modificaciones ‘técnicas’, permaneciendo inalterados el interminable 
catálogo de delitos y el ‘quantum’ de las sanciones previstas para ellos en el nuevo Código: la derecha no va a 
afrontar una ‘rebaja’ de las penas que estaría en contradicción con su ideología, y la izquierda —que es precisamente 
quien ha generado el problema— difícilmente puede desdecirse de lo que acaba de aprobar…” 
140 Dice SILVA SÁNCHEZ, «Malos tiempos para la codificación penal en Europa. A propósito del nuevo Código penal 
español», RPCP, (7-8), 1996, pp. 272, 273: “…resulta que los jueces y tribunales, a la hora de decidir sobre la posible 
aplicación retroactiva del nuevo código como ‘ley más favorable’ concluyen –en la práctica totalidad de los casos- 
que las penas del mismo son más severas.” En este sentido, respecto del tema que nos ocupa (solo citamos las más 
recientes): SSAAPP Islas Baleares (Sección 1ª), de 28 febrero de 2000 (ponente Beltrán Mairata); Navarra (Sección 
3ª), de 4 marzo de 2000 (ponente Fernández Martínez); Girona (Sección 3ª), de 14 junio de 2000 (ponente Lacaba 
Sánchez); Cantabria (Sección 2ª), de 30 junio de 2000 (ponente Llaria Ibáñez); Granada (Sección 2ª), de 23 enero de 
2001 (ponente Rodríguez Cano); Cuenca, 5 de abril 2001(ponente Muñoz Hernández) Vizcaya (Sección 1ª), de 6 de 
julio 2001 (ponente Goenaga Olaizola). También, SSTS de 11 noviembre de 1999 (ponente Delgado García) y de 28 
septiembre de 2000 (ponente Ramos Gancedo), entre otras.  
141 Principalmente, QUINTERO OLIVARES, «Artículo 250», en EL MISMO (dir.)/MORALES PRATS (coord.), Comentarios a la 
parte especial del Derecho penal, 9.ª ed., 2011, pp. 683 ss.  
142 Acerca del anteproyecto, cfr. entre otros, ZUGALDÍA ESPINAR, «Contrarreforma penal (el annus horribilis de 2003) 
y el anteproyecto de reforma del Código penal de 2006», LH-Serrano Gómez, 2006, pp. 1355 ss. Cabe decir además 
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La exposición de motivos del anteproyecto de reforma CP 2006, criticaba la regulación para ese 
momento vigente y justificaba la introducción de un tipo penal autónomo arguyendo que: 
“Se ha apreciado también la preocupante repetición de intentos, a veces consumados, de engañar a los Jueces 
o Tribunales para que dicten resoluciones perjudiciales para los intereses patrimoniales de otro. Eso, que se 
conoce como estafa procesal, ha venido residenciándose penalmente en la lacónica cualificación de 
simulación de pleito o empleo de otro fraude procesal, técnica que además forzaba el concepto legal de 
estafa, pues la relación bilateral propia de ésta no se presenta con las mismas características en la llamada 
procesal, que remitida a la vía de la cualificación resultaba incongruente con la descripción básica.”  
Esta opción fue, no obstante, desechada de plano. Para ello fue determinante la opinión vertida por 
el Consejo General del Poder Judicial en su informe al anteproyecto de reforma CP 2006 presentado 
en fecha 3 de noviembre de ese mismo año. El CGPJ, además de destacar el carácter pluriofensivo 
de la estafa procesal, sostenía acertadamente que el tipo básico admite la existencia de las estafas 
en triángulo al no exigir identidad entre el disponente del patrimonio y quien sufre el perjuicio 
patrimonial por medio del empleo de la fórmula “en perjuicio propio o ajeno”. Por ello, 
recomendaba la conservación de “…su perfil específico de figura especial cualificada, resultando 
inadmisible la degradación que esta figura sufre en el texto informado de tipo especial cualificado 
a figura ‘asimilada’ a la estafa.”143 
b) La limitación del ámbito de aplicación de la cualificación típica 
Con la entrada en vigor de la LO 5/2010, de 22 de junio, por la que se modifica la LO 10/1995, de 
23 de noviembre, del Código Penal, el legislador introduce una disposición de contornos bien 
definidos en contraste con el numerus apertus que, como hemos comentado, caracterizaba la 
regulación derogada.144 La nueva regulación está basada en el tipo autónomo previsto en el 
anteproyecto CP 2006, pero conserva su estructura de sub-tipo agravado, según el Proyecto CP 
2007. Dispone:  
Art. 250. “1. El delito de estafa será castigado con las penas de prisión de un año a seis años y multa de seis 
a doce meses, cuando: 
(…) 
                                                        
que, esta norma (que corresponde en lo esencial —como veremos—con la cualificación típica vigente), se asemeja 
al tipo autónomo propuesto en su día por GRÜNHUT, SchweizZStr, (51), 1937, p. 74 s.: „Wer es unternimmt, in einer 
bürgerlichen Rechtsstreitigkeit durch Täuschung über einer Person oder durch arglistige Beeinflussung der Beweisführung 
eine Entscheidung zum Nachteil des Berechtigten zu erwirken, wird...bestraft“ (“El que en un procedimiento jurisdiccional 
—por medio de engaños o a través de la manipulación tendenciosa de las pruebas aportadas al proceso— ocasiones 
el dictado de una sentencia que sea perjudicial para el verdadero titular del derecho subjetivo que se reclama, será 
castigado…”).  
143 CONSEJO GENERAL DEL PODER JUDICIAL, Informe al anteproyecto de Ley Orgánica por el que se modifica la Ley Orgánica 
10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, 3 de noviembre de 2006, pp. 136, 137 ss. (disponible en 
http://www.poderjudicial.es/cgpj/es/Poder-Judicial/Consejo-General-del-Poder-Judicial/Actividad-del-
CGPJ/Informes/Informe-al-anteproyecto-de-Ley-Organica-por-el-que--se-modifica-la-Ley-Organica-10-1995--de-
23-de-noviembre--del-Codigo-Penal, última consulta: 9 de noviembre de 2017). En el mismo sentido, MIRA 
BENAVENT, en ÁLVAREZ GARCÍA (dir.)/EL MISMO/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coords.), La 
adecuación del Derecho penal español al ordenamiento de la Unión Europea. La política criminal europea, 2009, p. 379 s.  
144Al respecto, por todos, PASTOR MUÑOZ, «H. Subtipos agravados de estafa», en ORTIZ DE URBINA GIMENO (coord.), 
Memento Experto Francis Lefebvre. Reforma Penal. Ley Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1905 ss. 
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7.º Se cometa estafa procesal. Incurren en la misma los que, en un procedimiento judicial de cualquier clase, 
manipularen las pruebas en que pretendieran fundar sus alegaciones o emplearen otro fraude procesal 
análogo, provocando error en el Juez o Tribunal y llevándole a dictar una resolución que perjudique los 
intereses económicos de la otra parte o de un tercero.” 
 
La utilización expresa del término “estafa procesal” evidencia nuevamente la influencia directa de 
la doctrina y de la jurisprudencia.145 
Asimismo, se introduce una definición específica que pretende un mayor acoplamiento con los 
elementos del tipo básico de estafa (art. 248.1 CP).146 En este sentido, el engaño está constituido por 
la manipulación de pruebas u otro fraude procesal y el error típico recae expresamente sobre la figura 
del juez reforzando así la estructura triangular de la figura.147 Del mismo modo, la resolución 
judicial es una especie dentro del ámbito conceptual del acto de disposición patrimonial y, por 
último, la exigencia de que la resolución judicial genere un perjuicio económico a la contraparte o 
a un tercero corresponde con el último elemento típico exigido por el delito de estafa.  
c) Subtipo penal agravado de medios determinados 
La redacción típica de la estafa procesal circunscribe la autoría de los hechos a las partes en el 
ejercicio de sus actos procesales.148 En efecto, la alusión expresa a la manipulación probatoria 
−entre otros fraudes procesales− en el marco de procesos jurisdiccionales, limita el ámbito de 
aplicación de la norma a estos sujetos procesales. En este sentido, como la estafa procesal constituye 
un elemento típico accidental agravatorio del tipo básico de estafa149, están excluidos del ámbito de 
aplicación del art. 250.1.7º CP los supuestos en que sujetos distintos a las partes procesales cometan 
el fraude.150 Por ejemplo, se excluye la autoría (mediata) por estafa procesal del sujeto carente de 
legitimación activa o pasiva que aporte a través de cualquiera de las partes un documento falso a 
                                                        
145 Por ejemplo, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 90 ss. Al respecto, DE LA PEÑA OLIETE, en QUINTERO 
OLIVARES (dir.), La Reforma Penal de 2010: análisis y comentarios, 2010, p. 216. Asimismo, se advierte especialmente la 
influencia de las definiciones esbozadas por la jurisprudencia a partir de la STS de 9 de marzo 1992 (ponente Martín 
Pallín) (FJ 1º): “La denominada doctrinalmente estafa procesal tiene lugar en aquellos casos en que una de las partes 
engaña al Juez y le induce con la presentación de falsas alegaciones a dictar una determinada resolución que 
perjudica los intereses económicos de la otra parte.” Así como la STS de 4 marzo 1997 (ponente Delgado García) (FJ 
9º): “La peculiaridad de estas estafas procesales radica en que el sujeto engañado es el titular del órgano 
jurisdiccional a quien por la maniobra procesal correspondiente se le induce a seguir un procedimiento y a dictar 
resoluciones que de otro modo no hubiera dictado, no coincidiendo la persona del engañado, quien por el error 
inducido realiza el acto de disposición (el Juez) con quien en definitiva ha de sufrir el perjuicio (el particular 
afectado), dualidad personal que aparece expresamente prevista en el propio texto del art. 528 (ahora el 248.1), 
cuando nos habla de ‘perjuicio propio o ajeno’”.  
146 Por todos, PASTOR MUÑOZ, en ORTIZ DE URBINA GIMENO (coord.), Memento Experto Francis Lefebvre. Reforma Penal. 
Ley Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1905 ss. 
147 Así, QUINTERO OLIVARES, «Mitos y racionalidad en el delito de estafa (apuntes sobre el significado práctico de la 
antijuridicidad)», RDPP, (3), 2000, p. 58., que propone definir con claridad la estructura triangular de la estafa 
procesal. 
148 Por todos DE LA PEÑA OLIETE, en QUINTERO OLIVARES (dir.), La Reforma Penal de 2010: análisis y comentarios, 2010, 
p. 217; PASTOR MUÑOZ, en ORTIZ DE URBINA GIMENO (coord.), Memento Experto Francis Lefebvre. Reforma Penal. Ley 
Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1907.  
149 Según la terminología empleada por MIR PUIG, PG, 10.ª ed., 2015, Lección 15, n.m. 47 ss. 
150MIR PUIG, PG,10.ª ed., 2015, Lección 15, n.m. 47 ss.; Lección 25, n.m. 2 ss.; ROBLES PLANAS, Garantes y cómplices. La 
intervención por omisión y en los delitos especiales, 2006, pp. 126 ss. 
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un procedimiento con el objeto de obtener una resolución perjudicial en lo patrimonial para una 
de las partes o un tercero.151 
Por otro lado, con base en la misma frase de la redacción legal, puede afirmarse que la estafa 
procesal es un subtipo penal de medios determinados o, más precisamente, conforme al criterio 
sostenido por la doctrina penal que analiza la problemática de la comisión por omisión aplicada al 
tipo de estafa, la agravante del art. 250.1.7º CP agrega más límites a las modalidades de realización 
del delito de estafa (art. 248.1 CP), de por sí típicamente determinadas.152 
En efecto, un sector de la doctrina circunscribe las modalidades de comisión de la estafa procesal 
al fraude procesal “en la normalidad del procedimiento”153 o a las “posibilidades de actuación 
procesal de las partes”.154 En otras palabras, la redacción típica limita la conducta del autor de la 
estafa procesal a los actos jurídicos realizados en el seno del proceso mismo con efectos en ese 
ámbito y para el logro de sus fines mediante la preparación, el inicio, el impulso y la terminación 
del procedimiento.155 Nos referimos a los actos procesales (en este caso) de las partes.156 En 
                                                        
151 No nos referimos a los casos de intervención adhesiva y/o provocada de terceros. A estos sujetos procesales la 
legislación (art. 13.3 LEC para la intervención adhesiva, art. 14 LEC para la intervención provocada) les otorga el 
carácter de partes y por lo tanto entran dentro del ámbito de aplicación de la estafa procesal (vid., entre otros, 
LÓPEZ-FRAGOSO ÁLVAREZ, «§ 2. Las partes», en GIMENO SENDRA [dir.]/MORENILLA ALLARD [coord.], Proceso civil 
práctico, t. I, 2005,pp. 265 ss.).Aludimos al tercero que no es parte sino totalmente ajeno al objeto del proceso y 
pretende influenciar de forma fraudulenta en las resultas del juicio. Su conducta es típica, pero a título del tipo 
básico de estafa (art. 248.1 CP). Así, MIR PUIG, PG,10.ª ed., 2015, Lección 15, n.m. 47 ss; Lección 25, n.m. 2 ss. 
Siguiendo a este autor, ROBLES PLANAS, Garantes y cómplices. La intervención por omisión y en los delitos especiales, pp. 
126 ss., afirma: “El extraneus, por consiguiente, no ha de verse como un interviniente en un delito especial, sino en 
el único delito existente. En consecuencia, los denominados delitos especiales impropios no son, en realidad, delitos 
especiales.” (el subrayado es mío). Por su parte, el ejemplo que usa DE LA PEÑA OLIETE, en QUINTERO OLIVARES (dir.), 
La Reforma Penal de 2010: análisis y comentarios, 2010, p. 217, para confirmar nuestra postura nos parece poco 
afortunado por el problema concursal al que se enfrenta: dice que el testigo falso no puede ser autor o partícipe de 
estafa procesal. ÁLVAREZ GARCÍA, «Lección 8.ª Estafa (II)», en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA 
PÜSCHEL (coords.), PE, t. II, 2011, p. 273 sostiene una opinión contraria cuando afirma que el testigo sí sería 
responsable en calidad de partícipe (como cooperador necesario o cómplice) por el tipo agravado de estafa procesal.  
152 Las específicas formas del engaño y la concatenación de los demás elementos típicos que culminan con el 
perjuicio patrimonial en el tipo de estafa, previstos expresamente en el § 263 StGB,  permiten a la doctrina penal 
alemana afirmar que ésta es un delito de medios determinados (einverhaltensgebundene Delikt), término acuñado por 
HERZBERG, Die Unterlassung im Strafrecht und das Garantenprinzip, 1972, pp. 60 ss., específicamente acerca de la 
calificación de la estafa como tal, dice el autor (p. 70): “Die Frage ist nicht etwa schon darum zu bejahen, weil § 263 nicht 
jede Schadensverursachung, sondern nur die auf besonderem Wege stattfindende unter Strafe stellt.”. También, con una 
definición similar („Tatbestände, die eine bestimmte Art des Handlungsvollzugs...“), RUDOLPHI/STEIN, «§ 13», SK-
StGB, 8.ª ed., 2014, n.m. 11 ss., entre otros. Expresamente, por todos, TIEDEMANN, «§ 263»,LK-StGB, 12.ª ed., 2012, 
n.m. 3; HEFENDEHL, «§ 263», MK-StGB, 2.ª ed., 2014, n.m. 8. y KÜHNE, Geschäftstüchtigkeit oder Betrug?, 1978, pp. 90 
ss. La estructura similar del art. 248.1 CP hace perfectamente aplicable esta calificación al caso español. Respecto de 
esta caracterización del delito de estafa (procesal) y la problemática de la comisión por omisión, BECERRA BRICEÑO, 
Naturaleza e interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis inédita, 2016, pp. 252 ss. 
153 ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coord.), PE, t. II, 2011, pp. 267 
ss., 270 ss. 
154 PASTOR MUÑOZ, en ORTIZ DE URBINA GIMENO (coord.), Memento Experto Francis Lefebvre. Reforma Penal. Ley 
Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1907. 
155 PRIETO-CASTRO Y FERRÁNDIZ, Tratado de Derecho procesal civil, t.I, 1982, pp. 555 ss. 
156 Según el criterio tradicional y mayoritario, acuñado por GOLDSCHMIDT, «Derecho procesal civil», (trad. Prieto 
Castro), en LÓPEZ BARJA DE QUIROGA (ed.), Derecho, Derecho penal y proceso, t. II, 2010, pp. 183 ss. (original de 1932, 
2.ª ed.); EL MISMO, «Teoría general del proceso», en LÓPEZ BARJA DE QUIROGA (ed.), Derecho, Derecho penal y proceso, t. 
I, 2010, pp. 849 ss., n.m. 44 ss. (original de 1936), entre otros trabajos, los actos procesales se clasifican conforme al 
sujeto procesal del que proceden: actos del juez y actos de las partes (Parteihandlungen). De esta clasificación, dice 
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consecuencia, toda actividad de las partes que no constituya un acto procesal queda fuera del 
ámbito de aplicación de la estafa procesal. Por ejemplo, el caso del sujeto que se apropia de las actas 
en las que consta el procedimiento ejecutivo en el que es demandado por el impago de unas 
cambiales157 o el caso expuesto en los manuales: la destrucción o sustitución de documentos 
presentados por la contraparte tras haber entrado subrepticiamente en la sede del Tribunal.158 
Según el criterio generalmente aceptado por la doctrina procesal, los actos procesales de las partes 
se dividen en actos de postulación y actos de causación.159,160 
                                                        
GÓMEZ ORBANEJA/HERCE QUEMADA, Derecho procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, p. 180, que no es la única pero que sí es 
la fundamental. Su análisis previo permite agrupaciones posteriores. Por todos, op. cit., p. 182 ss. Crítico con la 
distinción (de GOLDSCHMIDT) lo fue en su momento ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, «Los actos procesales en la 
doctrina de Goldschmidt», en EL MISMO, Estudios de teoría general e historia del proceso (1945-1972), t. II, 1974, pp. 56 
ss. Este autor aboga por un criterio objetivo. Sus objeciones al criterio subjetivo radican principalmente en la 
exclusión de otros sujetos procesales (el secretario judicial, los testigos, etc.). Dice por ejemplo (p. 58 ss.): “…una 
clasificación de actos procesales que aspire a ser completa desde el punto de vista subjetivo, tiene que comenzar 
por no circunscribirse a las partes y al juez.” Con similares argumentos se opone a dicho criterio, recientemente, DE 
LA OLIVA SANTOS/DÍEZ-PICAZO GIMÉNEZ/VEGAS TORRES, Curso de Derecho procesal civil, t.I, 2.ª ed., 2013, pp. 227 ss., 
entre otros. Por su parte GUASP DELGADO/ARAGONESES ALONSO, Derecho procesal civil, t. I, 7.ª ed., 2005, pp. 312 ss., 
propone un criterio funcional para la clasificación. De acuerdo con ello, los actos procesales se clasifican conforme a 
la etapa del proceso en que se encuentren: actos procesales de nacimiento, de desarrollo y de conclusión, cada uno 
con distintas subespecies. Para una exposición general del estado de la cuestión, MARTÍN DE LA LEONA ESPINOSA, La 
nulidad de actuaciones en el proceso civil, 2.ª ed., 1996, pp. 40 ss. y PEREIRA PUIGVERT, La ineficacia de los actos procesales: 
sistematización y clarificación de conceptos, 2011, pp. 58 ss., entre otros. 
157 STS 27 de enero de 1998 (ponente Martín Pallín): “En fecha indeterminada (…) aprovechando un momento de 
descuido de los funcionarios del Juzgado, el acusado logró apoderarse del citado procedimiento, sacándolo de las 
dependencias judiciales. (…)  
En momento indeterminado, en todo caso comprendido entre los días 8 y 22 de enero de 1996, el acusado se personó 
en las oficinas del Juzgado de Instrucción núm. 39 de Madrid y, aprovechando un momento de descuido de los 
funcionarios judiciales, logró arrancar de las Diligencias Previas incoadas, a las que había correspondido el núm. 
15/1996, la letra de cambio aportada, apoderándose nuevamente de la misma.” 
158 PASTOR MUÑOZ, en ORTIZ DE URBINA GIMENO (coord.), Memento Experto Francis Lefebvre. Reforma Penal. Ley 
Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1907; ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL 
(coord.), PE, t. II, 2011, p. 267.  
159 Actos de postulación y actos constitutivos, respectivamente, los denomina Prieto Castroen su traducción de la 
obra de GOLDSCHMIDT, en LÓPEZ BARJA DE QUIROGA (ed.), Derecho, Derecho penal y proceso, t. II, 2010, pp. 183 ss. 
(original de 1932, 2.ª ed.). Posteriormente el propio GOLDSCHMIDT, «Teoría general del proceso», en LÓPEZ BARJA DE 
QUIROGA (ed.), Derecho, Derecho penal y proceso, t. I, 2010, pp. 849 ss. (original de 1936), los traduce como actos de 
obtención y actos de causación, en ese mismo orden. Utilizamos la terminología empleada por GÓMEZ 
ORBANEJA/HERCÉ QUEMADA, Derecho procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, pp. 182 ss. 
160 Atendiendo a la clasificación expuesta en su día, como hemos mencionado, por GOLDSCHMIDT, en LÓPEZ BARJA 
DE QUIROGA (ed.), Derecho, Derecho penal y proceso, t. I, 2010, pp. 849 ss., n.m. 44 ss. (original de 1936); enriquecida 
por los aportes de autores como ROSENBERG/SCHWAB/GOTTWALD, Zivilprozessrecht, 17.ª ed., 2010, § 64, n.m. 1 ss. y 
en España por GÓMEZ ORBANEJA/HERCÉ QUEMADA, Derecho procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, pp. 182 ss., los actos 
procesales de las partes (Parteihandlungen) se dividen en actos de postulación (Erwirkungshandlungen) y en actos de 
causación (Bewirkungshandlungen). Esta categorización es seguida por un importante sector de la manualística 
procesal española. Por todos, GIMENO SENDRA, Derecho procesal civil I. El proceso de declaración. Parte general, 4.ª ed., 
2012, passim, que no hace alusión expresa a la problemática de los actos procesales, pero utiliza la estructura a lo 
largo de su obra. Así por ejemplo en la lección 11 (p. 245 ss.) analiza los actos de disposición del objeto procesal (actos 
de causación). También en las lecciones 13 ss. (p. 295 ss.) y 19 ss. (p. 397 ss.), estudia los actos de alegación y los actos 
de prueba, respectivamente. La estructura se mantiene con ciertos matices en otras obras, así por ejemplo PRIETO-
CASTRO Y FERRÁNDIZ, Tratado de Derecho procesal civil, t.I, 1982, pp. 598 ss., entre otros. Puede hallarse un acercamiento 
crítico y exhaustivo al aporte de GOLDSCHMIDT en ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, en EL MISMO, Estudios de teoría general 
e historia del proceso (1945-1972), t. II, 1974, pp. 68 ss.  
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Los primeros son definidos como aquellos que en forma unilateral se dirigen al juez con el fin de 
que éste se pronuncie mediante una resolución determinada (de fondo o interlocutoria).161 Nos 
referimos, entre otros actos, a la interposición de la demanda y su contestación, la interposición de 
los recursos contra autos o sentencias, los alegatos fácticos y jurídicos que sustentan las 
pretensiones de las partes, los actos de producción de pruebas, etc.162 Huelga decir que, según se 
desprende del análisis jurisprudencial, en el ejercicio fraudulento de estos actos procesales de parte 
la estafa procesal halla su medio comisivo más frecuente.163 
Por otra parte, los denominados actos de causación son aquellos que generan un efecto directo en 
la relación procesal y en virtud de ello crean una situación jurídica que trasciende al proceso por 
medio de una declaración judicial.164 Las partes procesales desempeñan un papel determinante en 
la producción de los efectos de estos actos. Su diversa naturaleza impide una clasificación, lo cual 
ha sido criticado.165 
En este sentido, sin pretender ser exhaustivos en cuanto a este particular, cosa que excede el 
propósito de la presente investigación, con base en las obras de GOLDSCHMIDT166 y GÓMEZ 
ORBANEJA167 y conforme a la legislación procesal vigente, son generalmente considerados actos de 
causación, por ejemplo, la sumisión expresa de las partes a someterse a la circunscripción de un 
tribunal determinado (arts. 54.3, 55 y 57 LEC), la exención de prueba sobre hechos admitidos (art. 
281.3 LEC), el reconocimiento expreso o tácito por una parte de hechos que le sean adversos en el 
marco de su declaración como medio de prueba y siempre que no existan otras pruebas que la 
                                                        
161ALCALÁ-ZAMORA Y CASTILLO, en EL MISMO, Estudios de teoría general e historia del proceso (1945-1972), t. II, 1974, p 69, 
los denomina actos tendientes a la obtención de una resolución. Por todos, GÓMEZ ORBANEJA/HERCÉ QUEMADA, Derecho 
procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, p. 182, los define como: “…los que en función del fin que con el proceso se propone 
el demandante, y de la oposición del contrario a ese fin, van dirigidos a conseguir mediante un ‘influjo psíquico’ 
sobre el juez, una resolución (bien de fondo, bien interlocutoria) de contenido determinado.”  
162 La doctrina procesal subdivide a su vez los actos de postulación en peticiones, alegaciones, actos de producción 
de prueba y (algunos autores) conclusiones. Cada una de estas categorías está a su vez dividida según el criterio 
del autor al que se acuda (por todos, GÓMEZ ORBANEJA/HERCÉ QUEMADA, Derecho procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, pp. 
182 ss.). A nuestro juicio, tanta especificidad es innecesaria en la definición de las modalidades de comisión de la 
conducta típica. Sencillamente haremos alusión a los actos de postulación y a los actos de causación.  
163 Al respecto, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis inédita, 2016, 
pp. 165 ss. 
164 GÓMEZ ORBANEJA/HERCÉ QUEMADA, Derecho procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, pp. 188 ss.; ALCALÁ-ZAMORA Y 
CASTILLO, en EL MISMO, Estudios de teoría general e historia del proceso (1945-1972), t. II, 1974, pp. 71 ss. 
165 GOLDSCHMIDT, en LÓPEZ BARJA DE QUIROGA (ed.), Derecho, Derecho penal y proceso, t. II, 2010, pp. 183 ss. (original 
de 1932, 2.ª ed.),se limita a exponer ejemplos sin hacer una clasificación general, al igual que GÓMEZ 
ORBANEJA/HERCÉ QUEMADA, Derecho procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, pp. 182 ss. A este respecto es crítico, ALCALÁ-
ZAMORA Y CASTILLO, en EL MISMO, Estudios de teoría general e historia del proceso (1945-1972), t. II, 1974, pp. 71 ss. No 
obstante, ROSENBERG/SCHWAB/GOTTWALD, Zivilprozessrecht, 16.ª ed., 2004, § 64, n.m. 15 ss., intenta una clasificación: 
(1) Declaraciones de voluntad (Willenserklärungen): por ej. el desistimiento de la demanda (§ 269 ZPO) o la renuncia 
del demandado a alegar excepciones procesales (§ 296 III ZPO), etc. (2) Declaraciones de volición 
(Wollenserklärungen): (a) manifestaciones de volición (Willensäußerungen) (exteriorización de una voluntad 
presente): interrogatorio a la contraparte o a testigos, etc.; (b) comunicaciones de volición (Willensmitteilungen) 
(exteriorización de una voluntad futura) como la indicación al tribunal de la intención de proseguir el 
procedimiento (§ 241 I ZPO). (3) Actos de comunicación (Mitteilungen) como la declaración de que se ha designado 
a un abogado (§ 87 I ZPO). (4) Actos materiales (Realakte), por ejemplo, la aportación de documentos (§ 131 I ZPO) 
o la exhibición de documentos (§ 134 I, § 364 III ZPO), etc.  
166 GOLDSCHMIDT, en LÓPEZ BARJA DE QUIROGA (ed.), Derecho, Derecho penal y proceso, t. I, 2010, pp. 867 ss. (original de 
1936). 
167 GÓMEZ ORBANEJA/HERCÉ QUEMADA, Derecho procesal civil, t. I, 8.ª ed., 1976, pp. 188 ss.  
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contradigan (arts. 301 ss., en especial art. 316 LEC) y, entre muchos otros, algunos de los 
tradicionalmente denominados actos de terminación anormal del procedimiento: la renuncia (art. 
20.1 LEC) y el desistimiento (art. 20.2 LEC) del demandante, el allanamiento total o parcial (art. 
21.1.2 LEC) del demandado, la satisfacción extraprocesal de la pretensión (art. 22.1 LEC), etc.168 
Huelga decir que, en comparación con los supuestos de actos de obtención de parte, los casos de 
estafa procesal en el marco de actos de causación son mucho menos frecuentes en la jurisprudencia 
(por no mencionar aquellas conductas que se encuentran fuera del ámbito de aplicación de la 
agravante169). No obstante, el tipo penal puede desplegarse perfectamente, vbg. en supuestos de 
procesos simulados. Así, la colusión de partes en la que el falso demandado se allana totalmente a 
las pretensiones del falso demandante en un proceso simulado cuyo objeto es la totalidad de un 
patrimonio en común que el falso demandado comparte con un tercero ajeno al procedimiento. La 
totalidad del patrimonio en común es ejecutada a favor del demandante, éste posteriormente 
transfiere extrajudicialmente dichos bienes al demandado y perjudica de esta manera el patrimonio 
del tercero ajeno al procedimiento.170 
d) Modalidades de comisión 
La expresión manipulación de pruebas en que pretendieren fundar sus alegaciones contenida en la 
redacción legal, se refiere a la modalidad de comisión más frecuente en la jurisprudencia que 
denominamos estafa procesal clásica: las alegaciones falsas de una parte en detrimento de la otra o 
de terceros, apoyadas en cualquier medio de prueba igualmente falso (“alterado 
clandestinamente”, según la expresión usada por ÁLVAREZ GARCÍA171) (los más, documentales, 
pero también testimonios, peritajes, y un largo etc. —cualquiera admitido por la legislación 
procesal—, creados ex novo o alterados a posteriori172) y, por otro lado, engloba a la menos frecuente 
colusión de partes en detrimento de terceros ajenos al procedimiento.173 
Por su parte, el amplísimo alcance de la frase residual (“…o emplearen otro fraude procesal 
análogo…”), abarca conductas menos frecuentes pero igualmente gravosas, que no implican 
necesariamente la producción de un medio de prueba falso. Por ejemplo, algunos casos de colusión 
de partes,174 el engaño típico del demandante respecto del domicilio del demandado, algunos casos 
de realización de la conducta típica por parte del demandado, etc. En todo caso, la introducción 
del término análogo (ausente en el CP 1995 previo a la reforma de 2010, presente en el CP 1983) 
                                                        
168 Por todos, GIMENO SENDRA, Derecho procesal civil I. El proceso de declaración. Parte general, 4.ª ed., 2012, pp. 245 ss. 
169 Como veremos a continuación, la alusión expresa al juez en la redacción legal del subtipo de estafa procesal 
excluye del ámbito de aplicación de la estafa procesal la realización fraudulenta unilateral de algunos de estos actos 
de parte (concretamente, los relativos a algunas de las formas de terminación anormal del procedimiento).  
170 Respecto de las distintas modalidades de comisión de la estafa procesal y, concretamente sobre la colusión de 
partes, vid. BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis inédita, 2016, pp. 
162 ss., 190 ss. 
171 ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coord.), PE, t. II, 2011, p. 273.  
172 QUERALT JIMÉNEZ, PE, 2015, p. 515. 
173 Por todos, ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coord.), PE, t. II, 
2011, pp. 270 ss.  
174 ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coord.), PE, t. II, 2011, p. 273. 
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otorga distensión y por lo tanto permite incluir un amplísimo espectro de modalidades siempre 
que se respete el ámbito comisivo, circunscrito como dijimos, a los actos procesales de parte.175,176 
Huelga decir que el uso reiterado del término fraude procesal, previsto también en la norma 
derogada junto la novedosa introducción del término estafa procesal confirman legalmente la 
concepción, acuñada en su momento por FERRER SAMA, que la segunda es una especie (muy gravosa) 
del primero.177 
e) Las consecuencias directas del señalamiento expreso del juez en la redacción legal 
i) La exclusión definitiva de algunos supuestos en expedientes de jurisdicción 
voluntaria 
La alusión expresa en la redacción típica al procedimiento judicial como ámbito de comisión del 
delito y el señalamiento también expreso del juez como sujeto pasivo del engaño implica una 
reducción del ámbito de aplicación de la figura. A este respecto, la disposición vigente confirma el 
criterio formal-jurisdiccionalista de la jurisprudencia: quedan definitivamente excluidos del ámbito 
de aplicación de la agravante los supuestos de jurisdicción voluntaria de los que conocen  
funcionarios distintos del juez (secretarios judiciales, notarios, etc.), en el marco de las normas que 
han sido citadas ut supra.178 En este sentido, la entrada en vigor de la nueva LJV (Ley 15/2015, de 
2 de julio) reduce aún más el ámbito de aplicación de la estafa procesal en virtud de que con el 
objeto primordial de descongestionar la Administración de justicia, la reciente reforma “…opta por 
atribuir el conocimiento de un número significativo de los asuntos que tradicionalmente se incluían 
                                                        
175 ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coord.), PE, t. II, 2011, pp. 270 
ss. Tras un análisis minucioso acerca de qué podría considerarse fraude procesal análogo, descarta la posibilidad de 
incluir dentro de la frase residual a las diligencias policiales y a la prueba anticipada o preconstituida. Respecto de 
las primeras, dice con razón que no se trata de actos procesales. Respecto de la prueba anticipada, acierta también 
al sostener que ésta no es considerada prueba hasta que no se introduzca en el proceso según lo establece la Ley 
(cita el art. 730 LECrim). La objeción a su análisis radica en que (obviamente para el primer ejemplo, pero 
relativamente para el segundo) contextualiza la actuación fraudulenta al proceso penal y no al ámbito natural de la 
estafa procesal que es el proceso civil en sentido amplio (o lo que es lo mismo: todos aquellos procesos 
jurisdiccionales que no tienen carácter penal). Huelga decir que, aparte de la circunstancia de que el juez penal goza 
de amplias facultades ex officio que impiden en gran medida la configuración del engaño típico propio de la estafa, 
en el proceso penal (salvo contadas excepciones) la conducta engañosa no es idónea para ocasionar el perjuicio 
patrimonial que exige el tipo penal, dado el especial contexto en el que se desarrolla. Por su parte, QUERALT JIMÉNEZ, 
PE, 2015, p. 516, se muestra crítico con la introducción en la reforma del término “análogo”. Según el autor, se deja 
de lado la cuestión de la analogía in malam partem. Dice, (en forma parecida a ÁLVAREZ GARCÍA, op. cit.) que “…no 
se atina a ver a efectos de la estafa, qué puede existir análogo en un proceso a una manipulación de pruebas.” Nos 
remitimos a los ejemplos expuestos en el texto principal para responder a esta postura.  
176 Por razones de economía legislativa el legislador recurre al uso del término “análogo” para intentar subsumir la 
mayor cantidad de casos posibles en el supuesto de hecho de la norma. En otras palabras, la ausencia de taxatividad 
permite al intérprete pasearse por un rango amplísimo de conductas punibles. No obstante, queda en el aire la 
cuestión de si el empleo por el legislador de este término u otros similares constituiría una excepción a la exigencia 
constitucional de lex stricta o mandato de determinación de la ley penal (Cfr., MIR PUIG, PG, 10.ª ed., 2015, Lección 
4, n.m. 16 ss. En detalle sobre el particular, MONTIEL FERNÁNDEZ, Analogía favorable al reo. Fundamento y límites de la 
analogía in bonam partem en el Derecho penal, 2009, pp. 119 ss.).  
177 FERRER SAMA, ADP, (19), 1966, pp. 6 ss.; MAGALDI PATERNOSTRO, en CÓRDOBA RODA/GARCÍA ARÁN (dirs.), 
Comentarios al Código penal. Parte especial, t. I, 2004,p. 779. 
178 Vid. supra 3.3.b). 
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bajo la rúbrica de la jurisdicción voluntaria, a los Secretarios Judiciales, a los Notarios y a los 
Registradores de la Propiedad y Mercantiles…”.179 
ii) La exclusión de los casos de estafa procesal impropia 
Asimismo, con la alusión expresa al error judicial y al acto judicial de disposición patrimonial en la 
regulación vigente, se excluyen del ámbito de aplicación de la agravante los casos de estafa procesal 
que implican el engaño directo al adversario procesal y, en consecuencia, la disposición directa del 
propio patrimonio.180 Nos referimos a la denominada estafa procesal impropia:181 supuestos 
carentes de la estructura triangular que caracteriza a la estafa procesal propiamente dicha182 en los 
que, por el contrario, el engaño de una de las partes se dirige directamente a la contraparte en el 
marco de actos procesales que implican el ejercicio del poder de disposición de las partes sobre el 
objeto del proceso (art. 19 ss. LEC). Es decir, supuestos de estafa en el seno formas de terminación 
anormal del proceso como la transacción judicial (art. 1809CC) o la enervación del desahucio por 
falta de pago (art. 22.4 LEC).183 
El legislador acoge, por lo tanto, un criterio restrictivo sostenido en la doctrina antes de la reforma 
de 2010 por BAJO FERNÁNDEZ y CHOCLÁN MONTALVO, entre otros. Para estos autores, en la estafa 
procesal impropia no existe la lesión a la Administración de Justicia que exige la agravante porque 
el juez se limita simplemente a homologar la situación jurídico-procesal que ha generado el acto 
procesal de parte (art. 415 LEC). No puede hablarse por lo tanto, de una resolución judicial errónea 
y por esta razón, de apreciarse el delito de estafa, habría que remitirse al tipo básico del art. 248.1 
                                                        
179 Exposición de motivos Ley de Jurisdicción Voluntaria, apartado V. Por ejemplo, el secretario judicial es 
competente para conocer del trámite de declaración de ausencia y fallecimiento (art. 28.1 LJV) y del deslinde de 
fincas no inscritas en el Registro de la propiedad (art. 105 LJV). Asimismo, junto al secretario judicial y al alcalde 
del municipio (o al concejal delegado por éste), los notarios son competentes para la celebración del matrimonio 
(art. 52.1 LN) y, de forma alterna al secretario judicial, están facultados para otorgar escritura pública de separación 
matrimonial o divorcio de mutuo acuerdo (en caso de que no existan hijos menores no emancipados) (art. 53 bis 
LN). Por otra parte, el registrador mercantil es competente para conocer de la solicitud de sometimiento a auditoría 
de cuentas anuales de una empresa (art. 40 CCo). Al respecto, por todos, LIÉBANA ORTIZ/PÉREZ ESCALONA, 
Comentarios a la Ley de jurisdicción voluntaria, 2012, pp. 102 ss., 445 ss., 521 ss. 
180 En esto coincide casi toda la doctrina posterior a la reforma de 2010, a excepción de QUERALT JIMÉNEZ, PE, 2015, 
p. 516 ss. Así, por ejemplo, PASTOR MUÑOZ, en ORTIZ DE URBINA GIMENO (coord.), Memento Experto Francis Lefebvre. 
Reforma Penal. Ley Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1908; ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA 
OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coord.), PE, t. II, 2011, p. 267; DE LA PEÑA OLIETE, en QUINTERO OLIVARES (dir.), La 
Reforma Penal de 2010: análisis y comentarios, 2010, p. 218, entre otros.  
181 En la terminología de OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 98 ss., con base en la obra de RAGNO, 
Contributo alla configurazione del delitto di truffa processuale, 1966, pp. 85 ss. 
182 Dice por ejemplo PERRON, «§ 263», Sch-Sch StGB, 28.ª ed., 2010, n.m. 70, que no se da en estos casos la divergencia 
entre engañado y perjudicado propia de la estafa en triángulo, paradigmática en casos de estafa procesal: „In diesen 
Fällen liegt allerdings nicht die für den eigentlichen Prozessbetrug typische Situation vor, dass Getäuschter und Geschädigter 
personenverschieden sind und die Verfügungsbefugnis des Getäuschten sich aus dessen hoheitlicher Stellung ergibt.“  
183 Por todos, OLIVA GARCÍA, La estafa procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 98 ss. Respecto de los supuestos de estafa en 
transacciones extrajudiciales o pre-procesales (art. 1809 CC) o por medio de la satisfacción extraprocesal de la 
pretensión (art. 22.1 LEC), no albergamos ninguna duda en afirmar que se encuentran fuera del ámbito de 
aplicación de la estafa procesal, inclusive desde antes de la entrada en vigor de la reforma penal de 2010. Ello en 
virtud de que, aunado al hecho del engaño directo a la contraparte y, consecuentemente, a la no intervención del 
juez como sujeto pasivo del engaño, el hecho típico se configura totalmente al margen del proceso. Respecto de todas 
las formas de terminación anormal del procedimiento, por todos, GIMENO SENDRA, Derecho procesal civil I. El proceso 
de declaración. Parte general, 4.ª ed., 2012, pp. 245 ss.   
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CP.184 En este sentido, hay una solución de continuidad entre esta opinión y la de los autores que 
antes de la introducción del subtipo agravado de estafa procesal exigían la subsunción de estas 
conductas al tipo de estafa en análogas condiciones a lo sostenido por la doctrina penal alemana,185 
que prácticamente desde comienzos del s. XX no encuentra mayores particularidades en esta 
especie de casos186 y consecuentemente no tiene objeción en considerarlos incluidos en el tipo de 
estafa (§ 263 StGB).187 
No obstante, antes de la reforma de 2010 otro importante sector de la doctrina española aceptaba 
plenamente la aplicación del art. 250.1.2 CP 1995 (actual art. 250.1.7 CP) a estos casos límite.188 A 
favor de este criterio operaba el tenor literal de la norma derogada que posibilitaba una 
                                                        
184 BAJO FERNÁNDEZ, Los delitos de estafa en el Código penal, 2004, pp. 110 ss.; CHOCLÁN MONTALVO, El delito de estafa, 
2.ª ed., 2009, pp. 314 ss. También, SOTO NIETO, Diario La Ley,(5902), 2003, 1862/2003. Dice PASTOR MUÑOZ, en ORTIZ 
DE URBINA GIMENO (coord.), Memento Experto Francis Lefebvre. Reforma Penal. Ley Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1908, 
que esta opinión era la dominante antes de la reforma de 2010. Consideramos, por el contrario, que el criterio 
respecto de este particular estaba absolutamente dividido y no había preeminencia de una postura frente a otra, 
máxime cuando la jurisprudencia se decanta por una concepción más amplia. No obstante, la STS 7 noviembre 1997 
(ponente Soto Nieto), se acerca cautelosamente a esta opinión cuando exclama (FJ 138º): “La estafa procesal 
impropia no tiene con el proceso más relación que la mera ocasionalidad, el hallar en el mismo su sede y desarrollo. 
El artificio se dirige directamente a la contraparte, que ha de realizar el acto disposición, siendo a la vez objeto 
engañado y perjudicado.”  
185 Principalmente, CEREZO MIR, Problemas fundamentales del Derecho penal, 1982,pp. 254 ss.; OLIVA GARCÍA, La estafa 
procesal, 2.ª ed., 1974, pp. 103 ss.  
186Dice, por ejemplo, BINDING, BT, t. I, 2.ª ed., 1902, p. 350, n.p. 2: „…so ist unbestritten, daß die eine Partei durch 
täuschende Vorspiegelung der andern zu einem Vergleiche, Verzichte oder zu nachteiliger Anerkennung bewogen und so 
betrogen werden kann. Der streit beginnt, wenn der Richter als getäuscht und die Partei als benachteiligt erscheint.“ 
Asimismo, GRÜNHUT, RhZZP, (30), 1924, pp. 137 ss., que, como hemos expuesto,  ha sido uno de los más 
prominentes detractores de la tipicidad de la estafa procesal clásica en la doctrina alemana, no tenía impedimento 
en reconocer la inclusión en el § 263 RStGB, de la allí denominada Betrug im Prozeß. Sostenía en efecto (p. 138): „ Ob 
jemand einen andern innerhalb oder außerhalb eines Rechtsstreits durch Täuschung zu einer verhängnisvollen 
Vermögensverfügung bestimmt, zu einem Vergleich, Anerkenntnis, Verzicht, macht keinen Unterschied.“ Para apoyar su 
argumento cita el § 377 („des vorgegebenen Besitzes“ –de la posesión fingida-)  del Código Civil austríaco (öBGB), aun 
vigente, que es ilustrativo al tipificar un supuesto de Betrug im Prozeß: „Wer eine Sache, die er nicht besitzt, zu besitzen 
vorgibt, und den Kläger dadurch irreführt, haftet für allen daraus entstehenden Schaden.“ (“Quien por fingir la posesión 
de una cosa que realmente no posee ocasiona un error en el demandante responde de la totalidad del daño así 
producido”).   
187 Así, entre otros, KRELL,JR, (3), 2012, pp. 104 ss.; PERRON, «§ 263», Sch-Sch StGB, 28.ª ed., 2010, n.m. 70; PIECH, Der 
Prozeßbetrug im Zivilprozeß, 1998, pp. 19 ss.; LACKNER, «§ 263», LK-StGB, 10.ª ed., 1988, n.m. 304; LENCKNER, Der 
Prozessbetrug, 1957, pp. 170 ss.; KOFFKA, ZStW,(54), 1935, pp. 62 ss., GANSKE, Prozeßbetrug und Adäquanz. Die 
systematische und praktische Bedeutung der adäquaten Kausalitätstheorie für die strafrechtliche Erfassung der Prozeßlüge 
und eine Vereinfachung der heutigen Strafrechtsdogmatik, 1931, pp. 170 ss.;FRANK, «§ 263», RStGB, 18.ª ed., 1931, pp. 594 
ss.; GRÜNHUT, RhZZP, (30), 1924, pp. 137 ss.; BINDING, BT, t. I, 2.ª ed., 1902, p. 350, n.p. 2; MICHEL, Der strafbare Betrug 
im Civilprozess, 1898, p. 16. Existe sin embargo una antigua objeción a la Betrug im Prozeß, basada en la concepción 
liberal que dominó la doctrina procesal durante la segunda mitad del s. XIX (vid. supra 2). Por ejemplo, KÖSTLIN, 
System des deutschen Strafrechts, t. II, 1858,pp. 149 ss.; sostiene que la parte que se deja engañar por su adversario 
procesal se engaña a sí misma, porque en el proceso civil nadie espera la verdad de su adversario procesal. En general, 
como ya se ha dicho, esta opinión se inscribe dentro del marco de la impunidad del engaño de las partes en el 
proceso: „Laßt sich der Prozeßgegner dadurch täusche, so wird er nicht von dem Andern getäuscht, sonder täuscht sich selbst; 
indem er auf den Beweis verzichtet. In keinem solchen Falle dürfte eine solche Taüschung als verbrecherich angesehen 
werden...“. Al respecto, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis inédita, 
2016, pp. 82 ss. 
188 Así, por ejemplo, GISBERT POMATA, RDP,(1-3), 2004, pp. 304 ss.; BUSTOS RAMÍREZ, PE, 2.ª ed., 1991, pp. 198 ss. Por 
su parte, QUERALT JIMÉNEZ, PE, 2015, pp. 516 ss., mantiene este criterio aun después de la reforma penal de 2010. 
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interpretación amplia y, por lo tanto, incluyente de la estafa procesal impropia.189 Además, la 
mayor parte de la jurisprudencia española se limitaba a reproducir el contenido de la STS de 4 
marzo de 1997 (ponente Delgado García) (FJ 9º), que es del siguiente tenor:  
“…también puede producirse el fraude procesal cuando el engañado no es el Juez sino la parte 
contraria, a la cual por determinadas argucias realizadas dentro del procedimiento 
(ordinariamente pruebas falsas) se le impulsa a que se allane, desista, renuncie, llegue a una 
transacción, etc. como solución para él más favorable.”190 
f) El momento consumativo: la promulgación de la resolución judicial 
Por otra parte, se produce un adelantamiento expreso de las barreras de protección, ya que la nueva 
norma sitúa el momento consumativo de la estafa procesal con la promulgación de la resolución 
judicial.191 Con esta solución legal se pone término, al menos parcialmente, a la polémica acerca de 
la consumación de la estafa procesal y se acoge el criterio dominante que, sin embargo, había 
venido perdiendo fuerza hasta poco antes de la entrada en vigor de la reforma penal de 2010.192 En 
este aspecto de la reforma pudiera advertirse un ápice de los supuestos indicios de autonomía del 
tipo agravado respecto del tipo básico que proclama una parte de la doctrina.193 Podría sostenerse, 
por ejemplo, que estamos ante un tipo de peligro concreto y, por ende, ante una manifestación más 
                                                        
189 Sin embargo, de conformidad con la terminología expuesta por MONTIEL FERNÁNDEZ, Analogía favorable al reo. 
Fundamento y límites de la analogía in bonam partem en el Derecho penal, pp. 98 ss., es más que discutible que además 
de posible ésta pudiese constituir una interpretación óptima de la norma derogada. En este orden de ideas, si bien es 
cierto que, como dice el propio autor (pp. 114 ss.), este criterio de amplitud podría acercarse, por un lado, a las 
exigencias de prevención (general y especial) del Derecho penal (Cfr. entre otros, MIR PUIG, PG, 10.ª ed., 2015, 
Lección 3, n.m. 14 ss.). No es menos cierto que una correcta limitación al ius puniendi con base en (por ejemplo) la 
fragmentariedad del Derecho penal (Cfr. MIR PUIG, PG, 10.ª ed., 2015, Lección 4, n.m. 44 ss.),pasaría por considerar 
únicamente los engaños efectuados directamente al juez con exclusión de cualquier otro, como la afectación a la 
Administración de Justicia que justifica la agravante de estafa procesal. Por otro lado, con base en la exposición 
general crítica realizada por el mismo autor acerca del estado de la cuestión de los límites entre interpretación y 
analogía (pp. 98 ss.), nos abstenemos de utilizar el término interpretación extensiva, que tiende a superponerse a lo 
que se entiende por analogía. En el presente caso nos encontramos ante un problema de interpretaciones posibles de 
la ley penal y no de integración del Derecho penal a través de la analogía (al respecto, en detalle, MONTIEL 
FERNÁNDEZ, Analogía favorable al reo. Fundamento y límites de la analogía in bonam partem en el Derecho penal, pp. 101 
ss.). 
190 Así, entre muchas otras, SSTS 14 marzo 2002 (ponente Delgado García ), FJ 2º; 8 noviembre 2003 (ponente Martín 
Pallín), FJ 2º; 12 julio 2004 (ponente Saavedra Ruiz), FJ 3º; 18 abril 2005 (ponente Saavedra Ruiz), FJ 2º; 4 julio 2006 
(ponente Berdugo Gómez de la Torre), FJ 4º; 12 de noviembre 2007 (ponente Granados Pérez), FJ 3º; 9 diciembre 
2008 (ponente Marchena Gómez), FJ 1º; ATS 16 abril 2009 (ponente Berdugo Gómez de la Torre), FJ Único lit. B); 24 
octubre 2010 (ponente Jorge Barreiro), FJ 2º. Tras la entrada en vigor de la reforma penal de 2010 (23/12/2010) la 
jurisprudencia continúa reproduciendo esta máxima. Así, por ejemplo, STS 27 octubre 2011 (ponente Berdugo 
Gómez de la Torre), FJ 14º y ATS 10 mayo 2012 (ponente Giménez García), FJ 2º lit C). Conviene aclarar que la 
generalización que hace la máxima jurisprudencial respecto de los fraudes ocurridos en el contexto de distintas 
formas de terminación anormal del procedimiento es a todas luces inconveniente puesto que no todos estos casos 
pueden considerarse estafas procesales impropias y, por ende, excluidas del subtipo agravado de estafa procesal. 
Al respecto, con más detalle, BECERRA BRICEÑO, Naturaleza e interpretación del subtipo agravado de estafa procesal, tesis 
inédita, 2016, pp. 155 ss. 
191 Por todos, PASTOR MUÑOZ, en ORTIZ DE URBINA GIMENO (coord.), Memento Experto Francis Lefebvre. Reforma Penal. 
Ley Orgánica 5/2010, 2010, n.m. 1909. 
192 En contra, ÁLVAREZ GARCÍA, en EL MISMO (dir.)/MANJÓN-CABEZA OLMEDA/VENTURA PÜSCHEL (coord.), PE, t. II, 
2011, p. 275, sostiene que la posición jurisprudencial mayoritaria es la que entiende que el delito se consuma con la 
ejecución de la sentencia.  
193 Así, por ejemplo, QUINTERO OLIVARES, en EL MISMO (dir.), MORALES PRATS (coord.), Comentarios a la parte especial 
del Derecho penal, 9.ª ed., 2011, pp. 683 ss., entre otros.  
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del fenómeno que SILVA SÁNCHEZ denomina expansión del Derecho penal.194 Sin embargo, no es 
necesario acudir a complejas elaboraciones dogmáticas para advertir que es precisamente esta 
alusión expresa a las resoluciones judiciales la que supedita definitivamente la estafa procesal a los 
componentes del tipo básico de estafa. 
4. Conclusiones 
La dogmática aplicada a la estafa procesal no puede entenderse sin una revisión a sus postulados 
históricos y al desarrollo del proceso jurisdiccional en tanto ámbito de despliegue de esta figura 
típica. Así pues, la subsunción simple del fraude procesal en el tipo penal de la estafa (§ 263) del 
Código penal alemán es producto de una evolución doctrinal, legal y jurisprudencial 
prácticamente ininterrumpida que se remonta a etapas previas a la creación del Estado alemán. El 
predominio del denominado liberalismo procesal que inspiró la Ley de Procedimiento Civil alemana 
(ZPO), caracterizado por la carencia de límites a la autonomía de las partes procesales y la 
inexistencia de facultades de intervención judicial u otras formas de control y la concepción del 
proceso como un estado de lucha entre las partes, redujo la sanción penal de las conductas 
fraudulentas al tipo penal de la estafa: únicamente cuando el fraude procesal afectaba la garantía 
de protección de la propiedad individual (quizá la más importante conquista del liberalismo 
clásico) se permitía el castigo por medio del § 263 RStGB. A partir de finales del s. XIX, el excesivo 
protagonismo de las partes procesales en el proceso civil alemán empezó a reducirse por medio de 
una serie de reformas procesales que estuvieron inspiradas en un sector de la doctrina procesal que 
daba prioridad al interés estatal de proveer el bienestar de los justiciables por medio de la obtención 
célere y efectiva de resoluciones judiciales que fueran manifestaciones lo más cercanas posibles al 
Derecho material. La reacción favorable de un sector de la doctrina penal a estas posturas abogó 
por sancionar penalmente la conducta fraudulenta de las partes a través de un tipo penal 
autónomo. No obstante, este criterio no llegó a imponerse y aun hoy en día la estafa procesal es 
considerada únicamente como un supuesto del tipo básico de la estafa. 
Por su parte, la estafa procesal ha sido objeto de sanción pacífica y reiterada por los tribunales 
españoles desde finales del s. XIX. No obstante, la jurisprudencia no se ocupó expresamente de sus 
particularidades sino hasta los años setenta del siglo pasado. Del mismo modo, la estafa procesal 
empezó a ser objeto de atención de la doctrina penal española a partir de los años sesenta del s. XX. 
A diferencia de lo ocurrido en otras latitudes, su desarrollo doctrinal estuvo exento de polémicas 
de alguna trascendencia y se caracterizó por la escasa cantidad de trabajos que se ocuparon en rigor 
del tema a pesar del número ingente de casos enjuiciados por los juzgados y tribunales españoles. 
Los autores que se ocuparon del tema en profundidad durante los años setenta se apoyaron 
principalmente en un sector minoritario de la doctrina italiana y tuvieron una influencia notable 
tanto en la doctrina como en la jurisprudencia más recientes. En algunas de estas obras puede 
advertirse un tímido intento de introducir elementos normativos en el análisis causal de atribución 
de responsabilidad imperante por medio de una breve mención de la teoría de la adecuación. Esta 
tendencia se torna irreversible en trabajos posteriores donde se advierte la influencia del 
surgimiento de corrientes funcionalistas en la dogmática jurídico-penal y, en consecuencia, se 
                                                        
194 SILVA SÁNCHEZ, La expansión del Derecho penal. Aspectos de la política criminal en las sociedades postindustriales, 3.ª ed., 
2011, pp. 4 ss. 
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intenta en mayor o menor medida la definitiva separación de los niveles de análisis para la 
atribución de responsabilidad penal: en primer lugar la causación en el plano fenomenológico de 
un error judicial por medio de un alegato de parte engañoso y la valoración ulterior de un riesgo 
de producción de una resolución judicial errónea por parte de dicha conducta procesal engañosa. 
A partir de la reforma penal de 1983 la tipificación de la estafa procesal en la legislación española 
adquirió un carácter distintivo. Así pues, en primer lugar, se derogó la muy criticada tipificación 
casuística del delito de estafa y se sustituyó por el tipo básico que prevalece hasta nuestros días, de 
evidente influencia germánica. Asimismo, la estafa procesal fue objeto de tipificación expresa por 
medio de la introducción del subtipo agravado que aún prevalece. Este último fue objeto de críticas 
desde el momento de su promulgación por su redacción deficiente e imprecisa y por la inclusión 
de los supuestos de estafa administrativa, es decir el castigo del fraude ocurrido en el seno de 
procedimientos administrativos con objeto patrimonial que desdecía el fundamento de la 
agravación específica.  
La posterior promulgación del Código penal de 1995 significó una correcta concreción de la 
cualificación típica a través de la supresión de la llamada estafa administrativa. Asimismo, se 
realizó un ostensible aumento en la penalidad de la estafa procesal (dentro de un marco general de 
aumento de penas). Ello implicó que el CP 1983 siguiera aplicándose ultractivamente a lo largo de 
varios años posteriores a la entrada en vigor del CP 1995 (a modo de ejemplo se han citado 
sentencias de Audiencias Provinciales dictadas inclusive durante el año 2001).  
Por su parte, la reforma penal de 2010 perfiló aún más los contornos del subtipo agravado y mejoró 
notablemente la redacción legal. Así pues, en primer lugar, se hace uso expreso del término “estafa 
procesal” para definir al comportamiento típico lo cual evidencia la influencia de la doctrina y la 
jurisprudencia. Por otro lado, la redacción legal del art. 250.1.7º CP circunscribe su ámbito de 
aplicación a la actividad exclusiva de las partes procesales en el ejercicio de sus actos procesales, 
es decir, a los actos jurídicos intraprocesales que procuren la preparación, el inicio, el impulso y/o 
la terminación del procedimiento. Asimismo, el señalamiento expreso que se hace del juez como 
destinatario del alegato procesal engañoso excluye del ámbito de aplicación del tipo los supuestos 
de fraudes procesales realizados en procedimientos jurisdiccionales que no sean conocidos por 
jueces (por ejemplo, algunos expedientes de jurisdicción voluntaria que en determinados 
supuestos pueden ser conocidos por secretarios judiciales, notarios y/o registradores) y, además, 
los casos de engaño directo de una parte procesal a la otra en el marco del ejercicio del poder de 
disposición de las partes sobre el objeto del proceso (los casos de estafa procesal en sentido amplio 
que ocurren por ejemplo, en el ámbito de una transacción judicial). Por último, la norma en cuestión 
establece de forma expresa que el momento consumativo de la estafa procesal se halla en la 
promulgación de la resolución judicial errónea producto del alegato procesal engañoso. En este 
sentido se acogió el criterio jurisprudencial dominante frente a la tendencia minoritaria que tendía 
a situar la consumación de la figura en el momento de la ejecución de la sentencia.  
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